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1. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS
1.1. PROYECTOS DE LEY
1.1.2. EN TRAMITACIÓN

Proyecto de Ley del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN 

	 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 161.1 del Reglamento de la Cámara, la Mesa de las Cortes, en 
sesión celebrada el día 29 de marzo de 2023, ha procedido a la calificación del Proyecto de Ley del Tercer Sector 
de Acción Social en Aragón y ha ordenado su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón, el cual se 
tramitará por el procedimiento legislativo común. 

	 Zaragoza, 29 de marzo de 2023. 

El Presidente de las Cortes 
JAVIER SADA BELTRÁN

Proyecto de Ley del Tercer Sector de Acción Social en Aragón
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

	 Es una realidad conocida que la democracia se encuentra plenamente consolidada en nuestro país, sin embargo, 
profundizar en la participación de la sociedad en los asuntos públicos se proyecta como uno de los objetivos funda-
mentales que deben ser abordados durante los próximos años.
	 Esta necesidad viene avalada por directrices de la Unión Europea, que configuran la base para construir y ahon-
dar en el diálogo social y la participación de entidades civiles en asuntos de gobernanza.
	 La Unión Europea ha establecido como objetivo que las acciones y políticas de sus Estados miembros en el marco 
del pilar social se orienten a la mejora de las condiciones de vida de su ciudadanía, la lucha contra las exclusiones 
y una adecuada protección social.
	 Recoge igualmente este Pilar Europeo de Derechos Sociales principios especialmente relevantes para la acción 
del Tercer Sector de Acción Social, entre otros, la inclusión de las personas con discapacidad; la renta mínima o la 
asistencia para las personas sin hogar.



21968	 Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 291. 31 de marzo de 2023

 	 En el ámbito estatal, la Constitución Española establece como propósito lograr una sociedad democrática avan-
zada, por ello, en el artículo 9.2, lega en los poderes públicos la exigencia de promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, removiendo los obs-
táculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitando la participación de todos los ciudadanos en la vida política, 
económica, cultural y social.
	 A tal fin, la Ley 43/2015, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social, de ámbito estatal, nació con el 
ánimo de fortalecer la capacidad del mencionado Tercer Sector de Acción Social en cuanto interlocutor ante la Admi-
nistración General del Estado para el diseño, aplicación y seguimiento de las políticas públicas en el ámbito social, 
estableciendo el régimen jurídico de este tipo de entidades, y definiendo las medidas de fomento que los poderes 
públicos podrán adoptar en su beneficio. La misma resulta aplicable a las entidades del Tercer Sector de Acción So-
cial cuyo ámbito de actuación excede al de una única Comunidad Autónoma o actúen en las Ciudades Autónomas 
de Ceuta y Melilla. Por tanto, no comprende aquellas cuyas acciones se desarrollen exclusivamente en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Aragón.
	 A nivel autonómico, el Estatuto de Autonomía de Aragón, en su artículo 20, dentro de los principios rectores de 
las políticas públicas, reproduce el precepto constitucional arriba mentado, consagrando a su vez en el artículo 24 
el mandato a los poderes públicos aragoneses de orientar sus políticas a mejorar la calidad de vida y el bienestar 
de todas las personas.
	 En aras de alcanzar estos objetivos, y de conformidad con las competencias asumidas en los artículos 71.31, 
71.34, y 71.35 del Estatuto de Autonomía de Aragón en materia de cooperativas y entidades asimilables, acción 
social y voluntariado social respectivamente, se aprobó la Ley 5/2009, de 30 de junio, de Servicios Sociales de Ara-
gón, configurando la obligación de las Administraciones públicas de favorecer e incentivar la participación solidaria 
y altruista de la ciudadanía en actuaciones de voluntariado a través de entidades públicas o de iniciativa social.

II

	 La regulación del Tercer Sector de Acción Social en Aragón encuentra por tanto su fundamento jurídico en una 
pluralidad de preceptos y mandatos, si bien son las necesidades de la sociedad aragonesa las que verdaderamente 
justifican la exigencia de esta norma.
	 El Tercer Sector de Acción Social nace del compromiso con los derechos humanos, constituyendo una vía de ac-
ción ciudadana complementaria de la gestión institucional pública, y desempeña un papel crucial en el diseño y la 
ejecución de las políticas contra la pobreza y la exclusión social, debiendo reconocerse su capacidad integradora y 
su papel activo en la concienciación y cohesión social.
	 En este sentido, nuestra Comunidad Autónoma está decididamente comprometida con la defensa de los valores 
de igualdad, solidaridad, justicia y participación social, y es plenamente consciente del importante papel que en ella 
desempeñan las entidades del Tercer Sector de Acción Social.
	 El Tercer Sector de Acción Social está formado por entidades que trabajan en favor de la infancia y la adoles-
cencia, la juventud, las personas mayores, las mujeres, las personas que son o han sido víctimas de violencia, las 
personas con discapacidad o dependientes, las personas afectadas por una enfermedad, las personas inmigrantes, 
las personas en situación de desempleo, las personas en situación o riesgo de exclusión social, otras personas o 
colectivos, o la población en general. 
	 Estas entidades, formalmente constituidas, son de naturaleza privada y carácter voluntario, no tienen ánimo de 
lucro y, surgidas de la libre iniciativa ciudadana, funcionan de forma autónoma y solidaria tratando, por medio de 
acciones de interés general, impulsar el reconocimiento y el ejercicio de los derechos sociales, lograr la cohesión y 
la inclusión social en todas sus dimensiones y evitar que determinados colectivos sociales queden excluidos de unos 
niveles suficientes de bienestar. Suelen constituir redes, agrupándose con otras en organizaciones -federaciones, 
asociaciones, u otras semejantes- de segundo nivel, o superiores. 
	 El objetivo, a pesar del mencionado funcionamiento autónomo de las mismas, es establecer una colaboración con 
la Administración autonómica, sin perder en ningún caso su identidad de crítica y denuncia ante las situaciones de 
vulneración de los derechos humanos.
	 De este modo, combinan por tanto a la perfección la respuesta a las necesidades, cooperando con las Adminis-
traciones públicas, con su capacidad de análisis crítico, denunciando y planteando alternativas que suponen una 
contribución fundamental tanto a las personas, colectivos o grupos a los que prestan servicios como al conjunto de 
la sociedad aragonesa, en cuanto son expresión de solidaridad, ayuda, participación, justicia y cohesión social, 
impulsando desde su ámbito de actuación la aplicación de políticas públicas.
	 No debe olvidarse la importante presencia de estas entidades en nuestra región, con un importante número de 
intervenciones sociales en la Comunidad Autónoma de Aragón. 
	 Esta realidad, unida a la dispersión territorial, la existencia de abundantes núcleos de población muy pequeños y 
un envejecimiento elevado, ha dado un mayor protagonismo a estas entidades que presentan un importante arraigo 
en el territorio, lo que las configura como idóneas, por su mayor cercanía y relación con los ciudadanos, para la 
detección y cobertura de determinadas situaciones de vulnerabilidad social.
	 Aun así, su situación actual no está exenta de fragilidades que resulta necesario superar. Por ello, resulta impe-
rativo que nuestra Comunidad Autónoma apruebe una norma que garantice la participación real y efectiva de las 
entidades del Tercer Sector de Acción Social de ámbito autonómico, conforme al principio de diálogo civil, en los 
procedimientos de elaboración, desarrollo, ejecución, seguimiento y revisión de las políticas sociales desarrolladas 
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por el Gobierno de Aragón a través de órganos de participación, asegurando un mecanismo permanente de interlo-
cución y de transparencia. 
	 En definitiva, el Tercer Sector de Acción Social se configura como un elemento fundamental de la sociedad ara-
gonesa para proyectarse, de un lado, como una sociedad igualitaria, justa, solidaria, participativa y democrática, y 
de otro lado, para proporcionar una respuesta adecuada a las necesidades sociales.

III

	 Lo expuesto en apartados anteriores supone la base sobre la que descansa el contenido de esta ley, que se es-
tructura en doce artículos, distribuidos a lo largo de tres capítulos, y contiene además dos disposiciones adicionales 
y tres disposiciones finales.
	 El capítulo I, bajo la rúbrica «Disposiciones Generales», aborda el objeto de la ley y el ámbito de aplicación de 
la misma, define este tipo de entidades, y delimita cuáles forman parte del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 Así, establece que forman parte del Tercer Sector de Acción Social en Aragón las entidades de carácter privado 
con personalidad jurídica propia que, surgidas voluntaria y libremente de la iniciativa ciudadana, responden a 
criterios de solidaridad y participación social, con fines de interés general y ausencia de ánimo de lucro, para el 
reconocimiento y el ejercicio de los derechos de las personas y grupos que sufren condiciones de vulnerabilidad, con 
la finalidad de que estos no queden excluidos de unos niveles suficientes de bienestar.
	 El capítulo II regula la actividad del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, configurando una serie de princi-
pios que deben inspirar la actuación de las entidades que lo forman, destacando tanto los propios de la participación 
social y democrática como, entre otros, la transparencia, el empoderamiento de los destinatarios de su actividad, la 
igualdad o la colaboración. 
	 Reconoce igualmente este capítulo segundo un amplio abanico de actividades que se enmarcan en lo que se 
considera «Ámbitos de intervención social».
	 El capítulo III consagra el principio de diálogo civil, concretado en la participación del Tercer Sector de Acción 
Social en Aragón en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas en el ámbito de la 
intervención social, y contempla la acción de promoción del Tercer Sector de Acción Social por parte de los poderes 
públicos. 
	 Configura igualmente la Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social, como una vía de diálogo y 
participación permanente y bidireccional, quedando su composición, funciones, organización y funcionamiento pen-
diente de desarrollo normativo, y reconoce la participación y representación de las entidades integrantes del Tercer 
Sector de Acción Social en órganos colegiados.
	 De esta manera, la ley consolida espacios de interlocución del Tercer Sector de Acción Social en Aragón con el 
sector público y otros agentes sociales en el ámbito de la intervención social; así como la participación activa del 
mentado Tercer Sector de Acción Social en los procesos normativos y en el diseño, ejecución y evaluación de las 
políticas sociales públicas.
	 En relación al fomento del Tercer Sector de Acción Social en Aragón por parte de poderes públicos, establece la 
norma que el Gobierno de Aragón elaborará una estrategia de impulso y promoción de las entidades integrantes del 
mismo, de carácter cuatrienal, así como la exigencia de incentivar la colaboración entre este y el sector empresarial.
	 Finalmente, la ley concluye con dos disposiciones adicionales y tres disposiciones finales. Con respecto a las dis-
posiciones adicionales: la primera refiere el informe anual que el Departamento competente en materia de servicios 
sociales habrá de publicar en el Portal de Transparencia de la Administración autonómica, y que versará sobre las 
actividades llevadas a cabo en el ámbito de la colaboración con el Tercer Sector de Acción Social, con la finalidad 
de evaluar dichas actividades en términos de eficacia y eficiencia; mientras que la segunda delimita el espacio tem-
poral en que el Gobierno de Aragón procederá a la elaboración y aprobación de la estrategia de promoción del 
Tercer Sector de Acción Social en Aragón antes mencionada.
	 En relación a las disposiciones finales, en primer lugar, se recoge la habilitación normativa al Consejo de Gobierno 
para dictar cuantas disposiciones resulten necesarias en desarrollo y aplicación de esta ley, y en particular, la regula-
ción de la Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social. Por su parte, la disposición final segunda y la 
disposición final tercera regulan respectivamente la legislación aplicable a las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social y la entrada en vigor de la ley.
	 En la tramitación de la presente ley se ha sometido a la misma a trámite de audiencia de los diferentes depar-
tamentos del Gobierno de Aragón, así como a proceso de participación ciudadana; igualmente, se han recabado 
informes preceptivos de la Secretaría General Técnica del Departamento de Ciudadanía y Derechos Sociales, del 
Consejo Aragonés de Servicios Sociales y de la Dirección General de Servicios Jurídicos.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

	 Artículo 1.— Objeto.
	 1. La presente ley tiene por objeto establecer el marco regulador del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, 
definiendo el modelo de relación y participación de este con la Administración de la Comunidad Autónoma de Ara-
gón, a través de las entidades y redes representativas que lo conforman. 
	 2. Asimismo, contempla medidas orientadas a fortalecer, promocionar, mejorar su conocimiento y reconocer las 
entidades, plataformas y redes del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, estableciendo las bases para un diá-
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logo continuo en las políticas sociales e impulsando la cooperación y la colaboración de las entidades entre sí y con 
el sector público, las empresas y otros agentes sociales.

	 Artículo 2.— Concepto.
	 1. A efectos de esta ley forman parte del Tercer Sector de Acción Social las entidades de carácter privado con per-
sonalidad jurídica propia, surgidas voluntaria y libremente de la iniciativa ciudadana, que responden a criterios de 
solidaridad y participación social, con fines de interés general y ausencia de ánimo de lucro, para el reconocimiento 
y el ejercicio de los derechos civiles así como de los derechos económicos, sociales o culturales de las personas y 
grupos que sufren condiciones de vulnerabilidad, dependencia, discapacidad, desprotección o se encuentran en 
riesgo o en situación de exclusión social y/o pobreza, con la finalidad de que estos no queden excluidos de unos 
niveles suficientes de bienestar.
	 2. En todo caso, se consideran entidades integrantes del Tercer Sector de Acción Social: las asociaciones y las 
fundaciones, así como las federaciones o asociaciones que las integren, las confederaciones, las plataformas y las 
cooperativas de iniciativa social, siempre que todas las anteriores cumplan con lo previsto en esta ley y se ajusten a 
lo previsto en la normativa básica estatal en la materia.
	 3. Las entidades del Tercer Sector de Acción Social podrán constituir federaciones o asociaciones que, a su vez, 
podrán agruparse entre sí, para la representación y defensa de sus intereses de una forma más eficaz, conforme a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, Reguladora del Derecho de Asociación, y demás normativa 
aplicable.

	 Artículo 3.— Ámbito de aplicación.
	 Esta ley es de aplicación a todas las entidades del Tercer Sector de Acción Social cuya actuación se desarrolle 
exclusivamente en la Comunidad Autónoma de Aragón, sin perjuicio de la normativa estatal que pudiera resultar en 
su caso de aplicación.

CAPÍTULO II
De la actividad del Tercer Sector

de Acción Social en Aragón

	 Artículo 4.— Principios rectores.
	 Con independencia de su naturaleza jurídica, son principios rectores de las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social:
	 a) Promover la participación ciudadana e interlocución social, estableciendo canales de comunicación efectivos.
	 b) Fomentar el empoderamiento de las personas destinatarias en la intervención del Tercer Sector de Acción 
Social.
	 c) No poseer ánimo de lucro y tener carácter altruista.
	 d) Promover y garantizar la transparencia y rendición de cuentas a nivel interno y externo, de acuerdo con lo 
dispuesto en la normativa vigente. 
	 e) Desarrollar sus actividades con plenas garantías de autonomía en su gestión y toma de decisiones respecto a 
la Administración autonómica y al resto de Administraciones públicas de Aragón.
	 f) Garantizar en todas sus actividades la igualdad efectiva de oportunidades, justicia social y solidaridad. 
g) Asegurar la participación democrática en su seno, conforme a la normativa aplicable a la forma jurídica que 
adopten.
	  
	 Artículo 5.— Principios de actuación.
	 Las entidades del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, así como las actuaciones que lleven a cabo por sí 
mismas o en colaboración con otras entidades o con el sector público, deben someterse a los siguientes principios:
	 a) Participación Social: las entidades del Tercer Sector de Acción Social reforzarán su base social llevando a cabo 
acciones para mantenerla o incrementarla, y favoreciendo la participación activa de los diferentes colectivos en su 
vida interna y en su actividad externa.
	 El sector público impulsará la participación social de la ciudadanía en el ámbito de la intervención social a través 
del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, y fortalecerá el tejido social, a través de acciones de promoción de 
sus entidades y redes.
	 b) Solidaridad y Justicia: Las entidades del Tercer Sector de Acción Social complementarán la acción pública en 
la promoción del voluntariado y la ayuda mutua. 
	 c) Responsabilidad pública y corresponsabilidad en la inclusión social: las entidades del Tercer Sector de Acción 
Social y la Comunidad Autónoma de Aragón habrán de garantizar una actuación dirigida al ejercicio efectivo de 
los derechos, y colaborarán para favorecer al máximo el acceso al empleo, la vivienda, los servicios sociales, la 
educación y la salud, entre otros aspectos, promoviendo la consolidación y el despliegue de los sistemas de respon-
sabilidad pública y contribuyendo, igualmente, a sostener y apoyar a las familias y otras redes de solidaridad, ayuda 
mutua y apoyo informal.
	 En particular, prestarán especial atención a las situaciones que afrontan aquellas personas que, por distintos mo-
tivos, no acceden a los sistemas de responsabilidad pública, procurando que éstas no queden desatendidas de sus 
necesidades básicas y puedan contar con apoyo para iniciar procesos de inclusión.
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	 d) Diálogo civil y democracia participativa: la Comunidad Autónoma de Aragón garantizará a las entidades y re-
des del Tercer Sector de Acción Social en Aragón el derecho de expresar e intercambiar públicamente sus opiniones 
en todos los ámbitos de actuación de la Administración, y mantendrán un diálogo abierto, transparente y habitual 
con ellas sobre las políticas sociales a través de la puesta en marcha de mesas de diálogo civil y la participación en 
órganos consultivos o en procesos específicos que se desarrollen al efecto.
	 e) Cooperación entre el sector público y las entidades del Tercer Sector de Acción Social: el sector público arago-
nés y las entidades del Tercer Sector de Acción Social deberán promover las condiciones necesarias para sostener, 
formalizar e impulsar su cooperación, colaboración y participación, en relación con actividades de responsabilidad 
pública y con otras actividades sociales de interés general, así como para desarrollar nuevas formas e instrumentos 
de cooperación o colaboración, y extender los existentes a nuevos ámbitos de la intervención social y sistemas de 
responsabilidad pública.
	 f) Transversalidad de las actuaciones orientadas a la inclusión social: las Administraciones públicas de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón y las entidades del Tercer Sector de Acción Social, cuando desarrollen planes, programas 
y acciones en el ámbito de la intervención social, impulsarán la colaboración con todos los sistemas de responsabili-
dad pública y ámbitos relacionados con la protección social y las políticas sociales. Igualmente, impulsarán acciones 
para que las políticas y líneas de actuación de carácter general, en cualquier ámbito de actuación pública, tengan 
en cuenta las necesidades y demandas de las personas y de los grupos que se encuentren en situación de vulnerabi-
lidad, pobreza y/o exclusión social, desprotección, discapacidad o dependencia.

	 Artículo 6.— Ámbitos de intervención social. 
	 1. La intervención social se desarrolla con el fin de promover la inclusión social, la cooperación al desarrollo, el 
reconocimiento de los derechos civiles, económicos, sociales o culturales, y su ejercicio por las personas y los grupos 
que afrontan situaciones de vulnerabilidad o exclusión, pobreza, desprotección, discapacidad, dependencia y/o 
soledad no deseada. En particular tienen esta consideración los servicios sociales, el fomento de la empleabilidad y 
cualquier otra actividad desarrollada con la finalidad indicada en el ámbito de la vivienda, la educación, la salud, 
la cultura o el ejercicio efectivo de los derechos sociales o económicos, entre otros. 
	 2. Concretamente, las actuaciones desarrolladas por las entidades del Tercer Sector de Acción Social que se 
considerarán intervención social son las siguientes: 
	 a) Actuaciones contra la desigualdad social, la marginación, la desprotección o la violencia, todo ello en aras a 
la necesaria transformación social hacia una sociedad más justa, solidaria, igualitaria, participativa y democrática.
	 b) Detección de necesidades, investigación e innovación. 
	 c) Participación en la provisión de servicios de responsabilidad pública, o ajenos a ella, y realización de otras 
actividades o proyectos de intervención social. 
	 d) Promoción y articulación de la solidaridad organizada y la participación social de la ciudadanía y, en par-
ticular, del voluntariado social, la ayuda mutua y el asociacionismo de las personas destinatarias de la intervención 
social. 
	 e) Sensibilización, reivindicación, participación en procesos de elaboración o modificación de normas o interlo-
cución con el sector público y con otros agentes sociales. 
	 f) Prestación de servicios para la defensa de los derechos sociales, económicos y civiles en colaboración con las 
administraciones públicas.

CAPÍTULO III
De la participación y promoción del Tercer Sector
de Acción Social, diálogo civil e interlocución

	 Artículo 7.— Diálogo civil.
	 1. En virtud del principio de diálogo civil, las entidades y redes del Tercer Sector de Acción Social en Aragón y, 
a través de ellas, las personas, familias, colectivos y comunidades destinatarias y protagonistas de la intervención 
social, tendrán derecho a participar en las políticas públicas que les conciernen en todas sus fases, incluida la fase 
de ejecución, manteniendo un diálogo abierto, transparente y permanente con las entidades sobre las políticas que 
les afecten, en los términos contemplados en la presente ley y en la normativa reguladora de cada sistema, sin me-
noscabar las facultades de decisión que correspondan a los órganos de gobierno de cada institución.
	 2. El diálogo civil constituye un proceso formal de interlocución y colaboración entre el sector público y las enti-
dades y redes del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, para orientar, impulsar y evaluar las políticas sociales 
y otras iniciativas del sector público y del Tercer Sector de Acción Social en el ámbito de la intervención social.
	 3. El diálogo, como expresión del ejercicio del derecho a la participación del Tercer Sector de Acción Social en 
la elaboración de políticas públicas, debe regirse por los principios de complementariedad, transparencia, participa-
ción, eficacia, coherencia y rendición de cuentas, a los que se someten las Administraciones públicas en sus relacio-
nes con las entidades del Tercer Sector de Acción Social, y la iniciativa para que se dé será tanto de las entidades 
del Tercer Sector de Acción Social como de las Administraciones públicas en un marco de igualdad.
	 4. Con el fin de articular la participación, interlocución, intervención, implicación y colaboración de las entidades 
del Tercer Sector de Acción Social en Aragón en los asuntos públicos, se reconocen, al menos, los siguientes instru-
mentos y niveles de participación:
	 a) La Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
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	 b) La participación y representación en órganos colegiados de la Administración pública de la Comunidad Autó-
noma de Aragón, conforme a las normas de composición y funcionamiento de cada uno de los órganos colegiados 
existentes.

	 Artículo 8.— Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 1. La Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón tendrá como objeto y fin principal 
impulsar y facilitar la interlocución, al más alto nivel de representatividad, entre la Comunidad Autónoma de Ara-
gón y el Tercer Sector de Acción Social, reforzando el papel de las entidades operantes y profundizando en la 
cohesión interna del tejido asociativo de nuestra Comunidad Autónoma, en aras de un nuevo enfoque de modelo 
social
	 2. La Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón constituirá una vía de diálogo y parti-
cipación permanente y bidireccional respecto a las políticas sociales del Gobierno, así como sobre la acción de las 
entidades que lo conforman, y en relación a las decisiones que incidan en los derechos, obligaciones, intereses y 
necesidades del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.

	 Artículo 9.— Participación y representación en órganos colegiados.
	 1. Las entidades del Tercer Sector de Acción Social en Aragón participarán en los órganos colegiados, consejos 
sectoriales o grupos de trabajo y de participación de la Administración autonómica, siempre que su ámbito territorial, 
de actuación y sus fines guarden relación con los ámbitos de intervención social definidos en esta ley, y siempre a 
salvo de las normas sobre organización y funcionamiento de éstos. 
	 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, los 
criterios de representación y participación en los órganos colegiados serán los siguientes:
	 a) La actuación objeto de participación y representación deberá corresponder con el objeto y fines de las entida-
des del Tercer Sector de Acción Social.
	 b) El criterio de paridad sobre las personas designadas para los distintos órganos colegiados deberá respetarse 
tanto para el sector público como para las entidades del Tercer Sector de Acción Social.
	 3. La representación del Tercer Sector de Acción Social en los órganos institucionales de participación podrá 
ser desempeñada por la Mesa del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, o bien por aquellas 
entidades que integren mayoritariamente el Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 4. Las entidades del Tercer Sector de Acción Social podrán formar parte, de conformidad con las normas que las 
regulen, de foros puntuales o periódicos que estén relacionados con el desarrollo de políticas sociales de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón.

	 Artículo 10.— Estrategia de promoción del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 1. La Comunidad Autónoma de Aragón, a través del departamento competente en materia de servicios sociales, 
en colaboración con los representantes del Tercer Sector de Acción Social y previo acuerdo de la Mesa del Diálogo 
Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, elaborará una estrategia de impulso y promoción de las entida-
des del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 2. Esta estrategia, que tendrá un periodo de vigencia de cuatro años, incluirá objetivos y medidas relacionadas 
con el fortalecimiento de las entidades y redes del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, el impulso de su contri-
bución social y el desarrollo de sus diferentes funciones en todo el ámbito de la intervención social.
	 3. La estrategia habrá de prever, al menos, los siguientes aspectos:
	 a) Análisis de la situación del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, a través de estudios e investigaciones.
	 b) Apoyo a la cultura del voluntariado, fortalecimiento organizativo y de la gestión.
	 c) Colaboración con el sector público y reconocimiento del Tercer Sector de Acción Social.
	 d) Desarrollo de la base social y participación en las entidades.
	 e) Estructuración del Tercer Sector de Acción Social y colaboración entre las entidades y el tejido empresarial.
	 f) Sostenibilidad, autonomía, transparencia y rendición de cuentas.
	 g) Financiación prevista, con un escenario plurianual de los programas superiores a un año.
	 4. La estrategia contará con indicadores que permitan realizar un informe de seguimiento de su ejecución, de 
carácter anual, y un informe de evaluación de sus resultados, al finalizar el periodo de vigencia de la misma. Ambos 
informes serán remitidos a las Cortes de Aragón y presentados y defendidos en éstas.

	 Artículo 11.— Impulso del reconocimiento del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 1. Las entidades y redes del Tercer Sector de Acción Social en Aragón diseñarán e impulsarán, con el apoyo de 
la Administración autonómica y las administraciones locales aragonesas, dentro del ámbito de sus respectivas com-
petencias, iniciativas para dar a conocer el Tercer Sector de Acción Social y su contribución a la ciudadanía y a las 
entidades sociales, que incluirán entre otros aspectos:
	 a) La difusión de información básica sobre el Tercer Sector de Acción Social en Aragón y su contribución en tér-
minos cuantitativos a la sociedad aragonesa.
	 b) El mantenimiento de contactos periódicos con el sector público y otros agentes sociales.
	 c) La participación en acciones de información en medios de comunicación social, públicos y privados, y la forma-
lización de acuerdos con dichos medios para la realización de diversas acciones de comunicación en colaboración.
	 d) La realización de acciones de sensibilización y formación, con la participación de las entidades y redes del 
Tercer Sector de Acción Social en centros de enseñanza.
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	 e) La especial importancia de desarrollar, prioritariamente, redes de entidades, preferentemente en el medio rural.
	 2. Asimismo, las entidades y las redes del Tercer Sector de Acción Social en Aragón impulsarán la colaboración 
y el intercambio de información y buenas prácticas entre las entidades y redes que lo conforman, así como el apro-
vechamiento de recursos de todo tipo.

	 Artículo 12.— Promoción por las Administraciones Públicas de Aragón de la colaboración entre las empresas 
y el Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 1. Las Administraciones públicas aragonesas, en el ámbito de sus respectivas competencias, colaborarán con las 
entidades del Tercer Sector de Acción Social en Aragón y el sector empresarial, fundaciones u otras entidades de 
carácter privado, en el ámbito de la acción social, al objeto de impulsar, entre otras:
	 a) Las iniciativas de sensibilización dirigidas a las empresas, fundaciones u otras entidades de carácter privado y 
al Tercer Sector de Acción Social.
	 b) La promoción del voluntariado en la empresa u otra organización de carácter privado en colaboración con 
entidades de voluntariado en Aragón, con arreglo a su normativa específica.
	 c) La promoción de espacios para el conocimiento mutuo e intercambio de propuestas de colaboración.
	 d) El desarrollo de instrumentos de apoyo, formación y mediación.
	 e) La canalización de iniciativas de las entidades del Tercer Sector de Acción Social hacia las empresas, funda-
ciones u otras organizaciones de carácter privado y de estas hacia las entidades del Tercer Sector de Acción Social.
	 f) La difusión de las iniciativas de colaboración de éxito como ejemplo de buenas prácticas.
	 g) El desarrollo de incentivos fiscales a las diferentes formas de colaboración.
	 h) La promoción de iniciativas de interés general.
	 i) El fomento de acciones de innovación y experimentación en las que se aúne el conocimiento tecnológico y el 
conocimiento social.
	 j) El fomento del empleo en el sector privado para personas vulnerables y de difícil empleabilidad con las que 
intervienen las entidades del Tercer Sector de Acción Social.
	 2. Las iniciativas para impulsar la colaboración a que se refiere el apartado anterior tendrán por objeto, entre 
otros:
	 a) Acciones de patrocinio y mecenazgo, donación, marketing con causa u otras acciones, puntuales o no, que 
fundamentalmente movilizan recursos económicos de las empresas para el desarrollo de iniciativas de interés general 
de las entidades del Tercer Sector de Acción Social en el ámbito de la asistencia social y comunitaria ajenas a la 
provisión de servicios de responsabilidad pública.
	 b) Acciones de promoción del voluntariado, en el marco de la responsabilidad social empresarial, impulsadas por 
entidades de voluntariado en colaboración con las empresas, conforme a los valores y principios consagrados en la 
normativa sobre voluntariado y lo dispuesto en la presente ley

	 Disposición adicional primera.— Informe anual sobre la colaboración con el Tercer Sector de Acción Social 
en Aragón.
	 El Departamento competente en materia de servicios sociales publicará en el Portal de Transparencia del Gobierno 
de Aragón un informe anual sobre las actividades llevadas a cabo en el ámbito de la colaboración con el Tercer Sec-
tor de Acción Social, de modo que permita evaluar dichas actividades en términos de eficacia y eficiencia. Asimismo, 
publicará los datos que han servido de base a dicho informe en formatos abiertos y reutilizables a través del portal 
de datos abiertos del Gobierno de Aragón.

	 Disposición adicional segunda.— Estrategia de promoción del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	 El Gobierno de Aragón procederá, en el plazo de un año a contar desde la fecha de entrada en vigor de la pre-
sente ley, a la elaboración y aprobación de la estrategia de promoción del Tercer Sector de Acción Social en Aragón 
prevista en el artículo 10.

	 Disposición final primera.— Habilitación normativa.
	 1. Se faculta al Gobierno de Aragón para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y 
desarrollo de esta ley.
	 2. En el plazo de un año a contar desde la fecha de entrada en vigor de la presente ley, el Consejo de Gobierno 
regulará y aprobará una norma que contenga la composición, funciones, organización y funcionamiento de la Mesa 
del Diálogo Civil del Tercer Sector de Acción Social en Aragón, prevista en el artículo 8 de la presente ley.

	 Disposición final segunda.— Normativa aplicable a las entidades del Tercer Sector de Acción Social en 
Aragón.
	 Las entidades del Tercer Sector de Acción Social se regirán por la normativa específica que sea aplicable en 
función de la forma jurídica que hayan adoptado. La consideración de entidades del Tercer Sector de Acción Social, 
conforme a lo establecido en esta ley, no excusa del cumplimiento de todos los requisitos y condiciones que esta-
blezca dicha normativa específica.

	 Disposición final tercera.— Entrada en vigor de la ley.
	 La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Aragón.
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1.2. PROPOSICIONES DE LEY
1.2.2. EN TRAMITACIÓN

Proposición de Ley por la que se modifica el Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de 
septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de 
tributos cedidos, para rebajar y deflactar la escala autonómica y el mínimo perso-
nal y familiar en el impuesto sobre la renta de las personas físicas.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN 
 
	 La Mesa de las Cortes de Aragón, en sesión celebrada el día 29 de marzo de 2023, ha calificado la Proposición 
de Ley por la que se modifica el Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia 
de tributos cedidos, para rebajar y deflactar la escala autonómica y el mínimo personal y familiar en el impuesto 
sobre la renta de las personas físicas, presentada por el G.P. Popular, y ha ordenado su publicación en el Boletín 
Oficial de las Cortes de Aragón y su remisión a la Diputación General a los efectos establecidos en el artículo 180.1 
del Reglamento de la Cámara. 

	 Zaragoza, 29 de marzo de 2023. 

El Presidente de las Cortes
JAVIER SADA BELTRÁN

A LA MESA DE LAS CORTES DE ARAGÓN:

	 M.�����������������������������������������������������������������������������������������������������������ª del Mar Vaquero �����������������������������������������������������������������������������������������Perianez, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo establecido en el ar-
tículo 179 y siguientes del Reglamento de las Cortes de Aragón, tiene el honor de presentar la siguiente Proposición 
de Ley por la que se modifica el Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia 
de tributos cedidos, para rebajar y deflactar la escala autonómica y el mínimo personal y familiar en el impuesto 
sobre la renta de las personas físicas.

Proposición de Ley por la que se modifica el Decreto Legislativo 1/2005,
de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba
el Texto Refundido de las disposiciones dictadas
por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de tributos cedidos,
para rebajar y deflactar la escala autonómica y el mínimo personal y familiar
en el impuesto sobre la renta de las personas físicas

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

	 La situación de la economía española se enfrenta desde principios de 2021 a una subida generalizada de los pre-
cios. Esta situación se ha visto agravada a consecuencia del aumento del gasto público a causa de las circunstancias 
extraordinarias generadas, primero por la pandemia de la COVID-19 y, posteriormente, por la guerra de Ucrania.
	 Un gasto público que ha generado un déficit también creciente que se traduce, en el contexto de una política 
monetaria muy expansiva de la última década, en una espiral inflacionista.
	 La subida de los salarios que se ha producido en muchos sectores va a ocasionar que los aragoneses tributen más 
en el impuesto sobre la renta de las personas físicas, lo que de facto se traduce en una subida de impuestos. Con 
la finalidad de evitar que los aragoneses soporten una mayor cuota en su impuesto sobre la renta de las personas 
físicas se van a deflactar las tarifas de las rentas medias y bajas en un 4,1 por 100, que es un porcentaje equivalente 
al porcentaje medio de subida salarial según la estadística de costes laborales del segundo trimestre de 2022 del 
Instituto Nacional de Estadística.
	 Esta tarifa se aplica a los primeros tramos de la escala autonómica y, además, se deflactan los mínimos personal 
y familiar, de tal forma que el tramo exento de impuestos que tiene cada ciudadano se actualizará a fin de que no 
se vea afectado por estas subidas de salarios.
	 Esta deflactación de la tarifa, que se aplicará desde el ejercicio 2022, evitará que las familias soporten una ma-
yor carga tributaria y ayudará a los contribuyentes a soportar la escalada de precios.
	 Se afronta en esta Ley una reforma de la escala autonómica del Impuesto sobre la renta de las personas físicas 
con el objetivo de que la tributación por la renta de los aragoneses se sitúe en la media real de la presión fiscal de 
los españoles.
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I

	 La presente Ley se compone de un artículo único y una Disposición Final Única. El único, compuesto de dos aparta-
dos, modifica la tarifa autonómica del Impuesto sobre la Renta, y establece los importes de mínimo del contribuyente, 
por descendientes, por ascendientes y por discapacidad para el cálculo del gravamen autonómico de la Comunidad 
Autonómica de Aragón y modifican así, el Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Ara-
gón por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón 
en materia de tributos cedidos. La Disposición Final Única regula la entrada en vigor de la norma.

II

	 La presente Ley se dicta en el marco de la autonomía financiera reconocida a la Comunidad Autónoma de Aragón 
y en el ejercicio de sus potestades normativas en relación con los tributos cedidos por el Estado, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 156.1 y 157.1 de la Constitución Española y el artículo 103 de su Estatuto de Autonomía, 
aprobado por Ley Orgánica 8/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Aragón, en relación con los ar-
tículos 11 y 17 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, 
y el artículo 46.1 a) y b) de la Ley 22/2009, de 18 diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de 
las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias.

PROPOSICIÓN DE LEY

	 Artículo único.— Modificación del Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón 
en materia de tributos cedidos, para rebajar y deflactar la escala autonómica y el mínimo personal y familiar en el 
impuesto sobre la renta de las personas físicas.
	 1. Se modifica la escala autonómica aplicable a la base liquidable general del IRPF, recogida en el artículo 110-1 
del Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Texto Re-
fundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de tributos cedidos, en los 
términos siguientes:
	 El artículo 110.1 quedará redactado como sigue:

	 «Artículo 110-1.— Escala autonómica del impuesto.
	 1. La escala autonómica de tipos de gravamen aplicable a la base liquidable general del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, a partir de 1 de enero de 2022, será la siguiente:

Base liquidable
(hasta euros)	     Cuota íntegra
    (euros)	 Resto base aplicable	 Tipo aplicable
(Porcentaje)
0,0	 0.00	 12.960,45	 9.00%
12.960,45	 1.166,44	 8.067,75	 11,50%
21.028,20	 2.094,23	 14.365,80	 14,50%
35.394,00	 4.177,27	 16.656,00	 18,00%
52.050,00	 7.175,35	 10.410,00	 21,00%
62.460,00	 9.361,45	 7.540,00	 22,00%
70.000,00	 11.020,25	 20.000,00	 22,50%
90.000,00	 15.520,25	 40.000,00	 23,50%
130.000,00	 24.920,25	 20.000,00	 24,50%
150.000,00	 29.820,25	 En adelante	 25,00%».

	 2. El mínimo personal y familiar aplicable para la determinación del gravamen autonómico se determina me-
diante la introducción de un nuevo artículo 110-1 bis, que quedará redactado como sigue:

	 «Artículo 110-1 bis. Importes de mínimo del contribuyente, por descendientes, por ascendientes y por discapa-
cidad para el cálculo del gravamen autonómico de la Comunidad Autonómica de Aragón.
	 1. Mínimo del contribuyente.
	 Para el cálculo del gravamen autonómico de la Comunidad Autónoma de Aragón se aplicarán los siguientes 
importes de mínimo del contribuyente en sustitución de los establecidos en el artículo 57 de la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de No Residentes y sobre el Patrimonio:
	 a) El mínimo del contribuyente será, con carácter general, de 5.777,55 euros anuales.
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	 b) Cuando el contribuyente tenga una edad superior a 65 años, el mínimo se aumentará en 1.197,15 euros 
anuales. Si la edad es superior a 75 años, el mínimo se aumentará adicionalmente en 1.457,40 euros anuales.
	 2. Mínimo por descendientes.
	 Para el cálculo del gravamen autonómico de la Comunidad Autónoma de Aragón se aplicarán los siguientes 
importes de mínimo por descendientes en sustitución de los establecidos en el artículo 58 de la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre:
	 a) 2.498,40 euros anuales por el primer descendiente que genere derecho a la aplicación del mínimo por 
descendientes.
	 b) 2.810,70 euros anuales por el segundo.
	 c) 4.400 euros anuales por el tercero.
	 d) 4.950 euros anuales por el cuarto y siguientes.
	 Cuando el descendiente sea menor de tres años, la cuantía que corresponda al mínimo por descendientes, de 
las indicadas en este artículo, se aumentará en 2.914,80 euros anuales.
	 3. Mínimo por ascendientes.
	 Para el cálculo del gravamen autonómico de la Comunidad Autónoma de Aragón se aplicarán los siguientes 
importes de mínimo por ascendientes en sustitución de los establecidos en el artículo 59 de la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre:
	 a) 1.197,15 euros anuales.
	 b) Cuando el ascendiente sea mayor de 75 años, el mínimo a que se refiere la letra anterior se aumentará en 
1.457,40 euros anuales.
	 4. Mínimo por discapacidad.
	 Para el cálculo del gravamen autonómico de la Comunidad Autónoma de Aragón se aplicarán los siguientes 
importes de mínimo por discapacidad en sustitución de los establecidos en el artículo 60 de la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre:
	 a) El mínimo por discapacidad del contribuyente será de 3.123 euros anuales cuando sea una persona con 
discapacidad y 9.369 euros anuales cuando sea una persona con discapacidad y acredite un grado de discapa-
cidad igual o superior al 65 por ciento.
	 Dicho mínimo se aumentará, en concepto de gastos de asistencia, en 3.123 euros anuales cuando acredite 
necesitar ayuda de terceras personas o movilidad reducida, o un grado de discapacidad igual o superior al 65 
por ciento.
	 b) El mínimo por discapacidad de ascendientes o descendientes será de 3.123 euros anuales por cada uno de 
los descendientes o ascendientes que generen derecho a la aplicación del mínimo a que se refieren los artículos 
58 y 59 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, que sean personas con discapacidad, cualquiera que sea su 
edad. El mínimo será de 9.369 euros anuales, por cada uno de ellos que acrediten un grado de discapacidad 
igual o superior al 65 por ciento.
	 Dicho mínimo se aumentará, en concepto de gastos de asistencia, en 3.123 euros anuales por cada ascen-
diente o descendiente que acredite necesitar ayuda de terceras personas o movilidad reducida, o un grado de dis-
capacidad igual o superior al 65 por ciento. Sustitución de los establecidos en el artículo 60 de la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre:
	 a) El mínimo por discapacidad del contribuyente será de 3.123 euros anuales cuando sea una persona con 
discapacidad y 9.369 euros anuales cuando sea una persona con discapacidad y acredite un grado de discapa-
cidad igual o superior al 65 por ciento.
	 Dicho mínimo se aumentará, en concepto de gastos de asistencia, en 3.123 euros anuales cuando acredite 
necesitar ayuda de terceras personas o movilidad reducida, o un grado de discapacidad igual o superior al 65 
por ciento.
	 b) El mínimo por discapacidad de ascendientes o descendientes será de 3.123 euros anuales por cada uno de 
los descendientes o ascendientes que generen derecho a la aplicación del mínimo a que se refieren los artículos 
58 y 59 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, que sean personas con discapacidad, cualquiera que sea su 
edad. El mínimo será de 9.369 euros anuales, por cada uno de ellos que acrediten un grado de discapacidad 
igual o superior al 65 por ciento.
	 Dicho mínimo se aumentará, en concepto de gastos de asistencia, en 3.123 euros anuales por cada ascen-
diente o descendiente que acredite necesitar ayuda de terceras personas o movilidad reducida, o un grado de 
discapacidad igual o superior al 65 por ciento».

	 Disposición final única.— Entrada en vigor. 
	 El presente Decreto-Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Aragón y será 
de aplicación a todos los periodos impositivos que se inicien a partir del 1 de enero de 2022.

	 Zaragoza, 24 de marzo de 2023.

La Portavoz
M.ª DEL MAR VAQUERO PERIANEZ
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1.4. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS ESPECIALES
1.4.1. LECTURA ÚNICA
1.4.1.1. APROBADOS

Aprobación del Proyecto de Ley de modificación del Libro tercero del Código del 
Derecho Foral de Aragón, relativo a las sucesiones por causa de muerte.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN 

	 El Pleno de las Cortes de Aragón, en sesión celebrada el día 30 de marzo de 2023, ha aprobado el Proyecto de 
Ley de modificación del Libro tercero del Código del Derecho Foral de Aragón, relativo a las sucesiones por causa 
de muerte, con el texto que se inserta a continuación. 
	 Se ordena su publicación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 150.1 del Reglamento de la Cámara. 

	 Zaragoza, 30 de marzo de 2023.

El Presidente de las Cortes 
JAVIER SADA BELTRÁN 

Ley de modificación del Libro tercero
del Código del Derecho Foral de Aragón,
relativo a las sucesiones por causa de muerte

PREÁMBULO

	 La tarea legislativa de actualizar y modificar el Derecho aragonés en materia de sucesiones por causa de muerte 
corresponde a las Cortes de Aragón, de acuerdo con el artículo 149.1.8.ª de la Constitución Española, que atribuye 
al Estado la competencia exclusiva sobre legislación civil, «sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo 
por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan».
	 En coherencia con ello, la Comunidad Autónoma de Aragón tiene reconocida en el artículo 71.2ª de su Estatuto 
de Autonomía la competencia exclusiva en materia de «Conservación, modificación y desarrollo del Derecho foral 
aragonés, con respeto a su sistema de fuentes». Todo ello, de conformidad con la amplia interpretación que de estos 
conceptos realiza la doctrina constitucional en la STC 88/1993, de 12 de marzo, y teniendo la Comunidad Autó-
noma su propia regulación en esta materia en el Libro tercero del Texto Refundido de las Leyes civiles aragonesas, 
aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, con el título de «Código 
del Derecho Foral de Aragón».
	 En primer lugar, la presente reforma obedece a la necesidad de introducir tres modificaciones en el Libro Tercero 
del Código del Derecho Foral para adecuarlo a los nuevos valores sociales en materia de apoyo a personas disca-
pacitadas para el ejercicio de su capacidad jurídica:
	 a) Por una parte, se modifica el artículo 328, relativo a las causas de indignidad, introduciendo dos nuevas cau-
sas de indignidad que penalizan con la exclusión de la sucesión por causa de muerte a quienes se inhiben o realizan 
dejación de funciones en su responsabilidad de atención a las personas que precisan apoyos para el ejercicio de su 
capacidad jurídica.
	 b) Por otra, se modifica el artículo 473 en relación a las disposiciones sucesorias genéricas para sufragios u obras 
asistenciales, precisando cuál debe ser el destino de estos recursos cuando el causante se trate de una persona que 
esté recibiendo apoyos por parte de la entidad pública correspondiente para el ejercicio de su capacidad jurídica 
o bien de una persona que tenga su última residencia habitual en centros residenciales de titularidad del organismo 
autonómico competente en materia de servicios sociales.
	 c) Finalmente, se dota de nueva redacción al artículo 536 en relación al denominado privilegio que se reconoce 
en nuestra tradición foral al Hospital de Nuestra señora de Gracia, extendiéndolo, por entender que responde al 
mismo fundamento e identidad de razón, a la entidad pública que ejerza las medidas de apoyo de las personas 
discapacitadas, así como a los centros residenciales de titularidad del Instituto Aragonés de Servicios Sociales, 
otorgándoles a todos ellos preferencia en la sucesión legal intestada de aquellas personas a las que proporcionan 
atención.
	 Por otra parte, la Comisión Institucional y de Desarrollo Estatutario de las Cortes de Aragón aprobó el 31 de mayo 
de 2021 la Proposición no de Ley núm. 229/21, sobre la modificación del Código del Derecho Foral en materia 
de aceptación y repudiación de la herencia, y acordó lo siguiente: «Las Cortes de Aragón instan al Gobierno de 
Aragón a que lleve a cabo las acciones oportunas para la modificación del Código del Derecho Foral de Aragón, 
encargando la redacción del anteproyecto a la Comisión Aragonesa de Derecho Civil, máximo órgano consultivo 
en la materia, a fin de que baste un requerimiento notarial dirigido a los herederos llamados a aceptar o repudiar la 
herencia, evitando la necesidad de acudir en tales casos a la jurisdicción voluntaria».
	 El Gobierno de Aragón, en su reunión de 30 de junio de 2021, encomendó a la Comisión Aragonesa de Derecho 
Civil «la elaboración de un Anteproyecto de Ley de reforma del artículo 348 del Texto Refundido de las Leyes Civiles 
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Aragonesas aprobado con el título de “Código del Derecho Foral de Aragón” por Decreto Legislativo 1/2021, de 22 
de marzo, con el fin de dar cumplimiento a la proposición no de ley 229/21». La Comisión Aragonesa de Derecho 
civil aprobó el anteproyecto encomendado en su reunión de 12 de julio de 2021.
	 Por todo ello, en esta reforma se introduce una mejora técnica de carácter eminentemente práctico en el artículo 
348, incluyendo la posibilidad de interpelación al llamado a la herencia mediante intervención notarial, mante-
niendo en todo caso la vía de la jurisdicción voluntaria y precisando la determinación del plazo para el caso en que 
sea el Notario el que practique la interpelación.
	 Finalmente, esta modificación legislativa responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, tal y como exigen la normativa básica estatal y aragonesa de proce-
dimiento administrativo y régimen jurídico. A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios 
de necesidad y eficacia, dado el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, siendo el 
instrumento más adecuado para garantizar su consecución. La norma es acorde con el principio de proporcionalidad 
al contener la regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico y la distribución 
de competencias derivada de la Constitución española y del Estatuto de Autonomía de Aragón e incorporándose 
la redacción completa de los artículos que se modifican. En cuanto al principio de transparencia, la norma ha sido 
objeto de un proceso de audiencia pública. Por último, en relación con el principio de eficiencia, no se impone carga 
administrativa alguna adicional a las existentes con anterioridad.
	 En la elaboración de la presente norma se han seguido los trámites establecidos en la Ley 2/2009, de 11 de mayo, 
del Presidente y del Gobierno de Aragón, y en la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad 
Pública y la Participación Ciudadana de Aragón, y se han emitido los informes preceptivos; entre otros, el informe de 
la Dirección General de Servicios Jurídicos, así como el informe de la Comisión Aragonesa de Derecho Civil previsto 
en el artículo 34 de la Ley 8/2018, de 28 de junio, de actualización de los derechos históricos de Aragón.

	 Artículo único.— Modificación del Texto Refundido de las Leyes Civiles Aragonesas aprobado, con el título de 
«Código del Derecho Foral de Aragón», por el Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo.

	 Uno. Se modifica el artículo 328, que queda redactado como sigue:
	 «Artículo 328.— Causas de indignidad.
	 Son incapaces de suceder por causa de indignidad:
	 a) Los padres que abandonaren, prostituyeren o corrompieren a sus descendientes.
	 b) El que fuere condenado por sentencia firme por haber atentado contra la vida del causante, de su cónyuge 
o pareja estable no casada, descendientes o ascendientes, contra la vida del fiduciario o contra la vida de otro 
llamado a la herencia cuya muerte favorezca en la sucesión al indigno.
	 c) El que fuere condenado por sentencia firme a pena de inhabilitación especial para el ejercicio de los de-
rechos de patria potestad o autoridad familiar, tutela, guarda o acogimiento familiar, en las sucesiones de las 
personas sobre las que versará la pena y sus descendientes.
	 d) El que fuere condenado por sentencia firme por acusación o denuncia falsa contra el causante o el fiducia-
rio, en relación con un delito para el cual la ley señale una pena grave.
	 e) El heredero mayor de edad que, sabedor de la muerte violenta del causante, no la hubiese denunciado 
dentro de un mes a la justicia, cuando esta no hubiera procedido ya de oficio.
	 f) El que, con amenaza, fraude o violencia, obligare al causante o al fiduciario a otorgar, revocar o modificar 
las disposiciones sucesorias.
	 g) El que por iguales medios impidiera a otro otorgar pacto sucesorio, testamento o acto de ejecución de la 
fiducia, o revocar o modificar los que tuviese hechos, o suplantare, ocultare o alterare otros posteriores.
	 h) Cuando el causante haya precisado de medidas de apoyo para el adecuado ejercicio de su capacidad 
jurídica:
	 — El que, sin causa justificada para ello, no aceptase la responsabilidad del ejercicio de medidas de apoyo 
o renunciase a la misma.
	 — El que por acción u omisión negligente o dolosa haya sido judicialmente removido de la responsabilidad 
del ejercicio de medidas de apoyo».

	 Dos. Se modifica el artículo 348, que queda redactado como sigue:
	 «Artículo 348.— Interpelación.
	 1. Transcurridos treinta días desde que se haya producido la delación, cualquier tercero interesado podrá 
solicitar al Juez que señale al llamado un plazo, que no podrá exceder de sesenta días, para que manifieste si 
acepta o repudia la herencia; también podrá acudir al Notario para que éste comunique al llamado que tiene un 
plazo de sesenta días para aceptar o repudiar.
	 2. El Juez apercibirá al llamado de que, si transcurrido el plazo señalado no ha manifestado su voluntad de acep-
tar o repudiar, se tendrá la herencia por aceptada; lo mismo le indicará el Notario que practique la interpelación».

	 Tres. Se modifica el artículo 473, que queda redactado como sigue:
	 «Artículo 473.— Disposición a favor del alma o a favor de los pobres.
	 1. Los bienes objeto de disposición para sufragios y obras pías, cuando se haya hecho indeterminadamente 
y sin especificar su aplicación, se ofrecerán por los albaceas a las instituciones beneficiarias y, si alguna no los 
quisiera recibir en especie, se venderán por aquellos, que entregarán la mitad del importe a la Iglesia o confesión 



Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 291. 31 de marzo de 2023	 21979

religiosa legalmente reconocida a la que pertenecía el causante, para que los destinen a los indicados sufragios 
y para atender sus necesidades, y la otra mitad a la Diputación General de Aragón para fines benéficos de la 
población o comarca correspondiente al domicilio del difunto o de alcance más general. Si el disponente perte-
necía a una confesión religiosa no reconocida legalmente, la mitad que le habría correspondido acrecerá a la 
Diputación General.
	 2. En la disposición a favor de los pobres en general o para obras asistenciales que no precisen su destino, la 
Diputación General de Aragón destinará los bienes, o el importe de su venta, a entidades asistenciales, preferen-
temente de la población o comarca del domicilio del disponente.
	 3. No obstante, en el supuesto de disposición para obras asistenciales sin precisar su destino:
	 a) Si el causante hubiera sido persona con discapacidad sujeta a medidas de apoyo para el ejercicio de su 
capacidad, la Diputación General de Aragón destinará los bienes, o el importe de su venta, a la entidad del 
sector público responsable de la aplicación de las medidas de apoyo de las personas que las han precisado para 
el adecuado ejercicio de su capacidad jurídica.
	 b) Si el causante fallecido hubiera tenido su última residencia habitual en un centro residencial de titularidad 
del Instituto Aragonés de Servicios Sociales, la Diputación General de Aragón destinará los bienes, o el importe 
de su venta, a dicho centro residencial».

	 Cuatro. Se modifica el artículo 536, que queda redactado como sigue:
	 «Artículo 536.— Privilegio del Hospital de Nuestra Señora de Gracia y otras instituciones.
	 En los supuestos del artículo anterior, serán llamadas, con preferencia, a la sucesión legal las siguientes insti-
tuciones:
	 1) El Hospital de Nuestra Señora de Gracia será llamado, con preferencia, a la sucesión legal de los enfermos 
que fallezcan en él o en establecimientos dependientes.
	 Previa declaración de herederos, la Diputación General de Aragón destinará los bienes heredados o el pro-
ducto de su enajenación a la mejora de las instalaciones y condiciones de asistencia del Hospital.
	 2) La entidad del sector público responsable de la aplicación de las medidas de apoyo de las personas que las 
han precisado para el adecuado ejercicio de su capacidad jurídica, será llamada, con preferencia, a la sucesión 
legal de los causantes que fallezcan durante la vigencia de dichas medidas de apoyo.
	 Previa declaración de herederos a favor de dicha entidad, ésta destinará los bienes heredados o el producto 
de su enajenación a la mejora de la atención de las personas que precisen medidas de apoyo para el adecuado 
ejercicio de su capacidad jurídica.
	 3) El Instituto Aragonés de Servicios Sociales será llamado, con preferencia, a la sucesión legal de los causan-
tes que hubieran tenido su última residencia habitual en centros residenciales de su titularidad.
	 Previa declaración de herederos a favor del Instituto Aragonés de Servicios Sociales, éste destinará los bienes 
heredados o el producto de su enajenación, preferentemente, a la mejora de las instalaciones y condiciones de 
asistencia del centro residencial en el que fallezca el causante».

	 Disposición final única.— Entrada en vigor.
	 La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

	 Zaragoza, 30 de marzo de 2023.

El Presidente de las Cortes
JAVIER SADA BELTRÁN

1.4.6. DECRETOS LEYES

Decreto Ley 1/2023, de 20 de marzo, del Gobierno de Aragón, de medidas urgen-
tes para el impulso de la transición energética y el consumo de cercanía en Aragón. 
 
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN 
 
	 En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de Autonomía de Aragón y en el artículo 212 del 
Reglamento de las Cortes de Aragón, ha sido sometido a debate y votación de totalidad por el Pleno de las Cortes de 
Aragón, en sesión celebrada el día 30 de marzo de 2023, el Decreto Ley 1/2023, de 20 de marzo, del Gobierno 
de Aragón, de medidas urgentes para el impulso de la transición energética y el consumo de cercanía en Aragón, 
acordando su convalidación. 
	 Se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. 
 
	 Zaragoza, 30 de marzo de 2023. 

El Presidente de las Cortes 
JAVIER SADA BELTRÁN
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Decreto Ley 1/2023, de 20 de marzo, del Gobierno de Aragón,
de medidas urgentes para el impulso de la transición energética
y el consumo     de cercanía en Aragón
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bado por Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del  Gobierno de Aragón
Disposición final cuarta. Proyecto de Ley de energía 
Disposición final quinta. Cooperativas de energía
Disposición final sexta. Desarrollo reglamentario
Disposición final séptima. Entrada en vigor
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

	 Establece el párrafo segundo del artículo 25 de la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición 
energética que «el despliegue de las energías renovables debe llevarse a cabo de manera compatible con la conser-
vación del patrimonio natural y la adecuada ordenación territorial. Para ello, perseguirá revertir parte de la riqueza 
que genera en el territorio donde se realice el referido despliegue para activar su economía y combatir el declive 
demográfico». Aragón, como territorio con grandes recursos para la generación de energía renovable, ya activados 
en una parte importante, de acuerdo con las competencias que le atribuye el Estatuto, puede desarrollar una polí-
tica energética propia, justificada específicamente en atención a sus características específicas, en el marco de la 
normativa básica y del sistema eléctrico nacional en ella configurado. Los objetivos generales de tal política serían 
promover las nuevas formas de consumo y autoconsumo que favorecen un menor precio de la energía generada y 
consumida localmente y asegurar la sostenibilidad del modelo resultante, preservando siempre la función de garantía 
y las normas de acceso a las redes actuales. Se trata, en definitiva, de favorecer formas de consumo y autoconsumo 
plenamente compatibles con el suministro a través de la red, que no afecten en modo alguno a las funciones de 
garantía, accesibilidad y sostenibilidad que esta ha de cumplir ni a su viabilidad financiera, pero que permitan aba-
ratar la factura eléctrica a ciudadanos y empresas logrando, al mismo tiempo, reducir las pérdidas propias de la red 
de transporte y distribución y, en consecuencia, una red globalmente eficiente.
	 Dos serían los elementos fundamentales de esa política propia. En primer lugar, Aragón debe ser un agente activo 
en la planificación del desarrollo y mejora de las redes de transporte y distribución, en el marco de la planificación 
exigible a ambas aprovechando la participación que corresponde legalmente a la Comunidad Autónoma, con objeto 
de que la capacidad de transporte de energía se corresponda de forma equilibrada con una capacidad de suministro 
que permita el desarrollo ordenado y previsible de la región, evitando así intervenciones perentorias asociadas a 
proyecto y que la capacidad de suministro actúe como límite para potenciales inversores en la región. En segundo 
lugar, además, la política propia debería incorporar la distinción, en línea con lo establecido en el Derecho de la 
Unión, entre el consumo de cercanía, complementario del de la red, y el autoconsumo, basado el primero en el sumi-
nistro mediante líneas directas, complementario a la red y que no puede impedir el acceso a estas del consumidor, y 
el autoconsumo, que según la normativa básica puede servirse, también, pero conforme a su régimen específico, de 
líneas directas como un elemento más de la infraestructura en determinadas modalidades.
	 El Estado sí ha establecido, con carácter básico, una política energética nacional, inescindiblemente vinculada a 
las redes, de transporte y distribución, gestionadas en España por compañías privadas, si bien el Estado mantiene el 
veinte por ciento del capital de la que gestiona la red de transporte. El Estado, además, ha actuado normativamente, 
modificando en más de veinte ocasiones, mediante dieciséis Decretos-ley y cuatro leyes, al menos y de forma muy 
relevante en ocasiones, la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, norma que ha sido objeto, ade-
más, de un extenso desarrollo reglamentario. Sin embargo, pese a esta intensa actividad normativa del Estado, aún 
hoy existen aspectos muy relevantes de la Directiva (UE) 2018/2001, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de diciembre, relativa al fomento del uso de la energía procedente de fuentes renovables (en trance de modificación 
junto a la Directiva 2010/31/UE, relativa a la eficiencia energética de los edificios, y la Directiva 2012/27/UE, 
relativa a la eficiencia energética), y de la Directiva (UE) 2019/944, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de 
junio de 2019, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se modifica la Direc-
tiva 2012/27/UE, pendientes de transposición. La Comisión Europea, de hecho, ha requerido al Reino de España en 
varias ocasiones, las más recientes mediante Carta de emplazamiento de 16 de mayo de 2022, en relación con la 
Directiva 2019/944, y Dictamen motivado de 26 de enero de 2023, en relación con la Directiva 2018/2001, para 
que proceda a transponer de inmediato las citadas normas europeas.
	 Aragón, en el marco de sus competencias, puede y debe incorporar dichas Directivas europeas a su orde-
namiento privativo, máxime atendiendo al hecho de que son precisamente las innovaciones propuestas por la 
normativa europea que más podrían abrir el mercado eléctrico a una sana competencia y favorecer a territorios ge-
neradores como el aragonés, adaptándose a sus peculiaridades, las que están pendientes, íntegramente en muchos 
casos, de transposición. No parece casual que sean precisamente disposiciones como las relativas a líneas directas, 
autoconsumo, comunidades de energía en sus diversas modalidades, redes cerradas de distribución o agregación 
de demanda las que se encuentran entre las pendientes de transponer, disposiciones todas ellas que inciden 
directamente sobre la actividad de distribución y comercialización de energía y que, a todas luces, pueden generar, 
como pretende la Unión Europea, un menor precio de la electricidad para los consumidores. Varias de esas materias, 
además, están reguladas cumpliendo los requisitos exigidos por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea para 
producir efecto directo.
	 Por otra parte, una inmediata transposición de las Directivas, en lo que corresponda a la competencia autonómica 
de desarrollo legislativo y ejecución, no condicionada por la pendencia de una normativa básica que transponga 
íntegramente las directivas, puede contribuir decisivamente a paliar las consecuencias de la crisis. Los grandes im-
pactos sociales y económicos derivados de la pandemia mundial generada por la COVID19 se han visto aumentados 
en la actualidad por la reciente invasión de Ucrania por parte de Rusia; una intervención militar que está generando 
importantes consecuencias en todos los órdenes: humanitario, social y económico. Con la finalidad de combatir 
los problemas generados, muy especialmente, por el incremento del precio de la electricidad, resulta a todas luces 
prioritario y perentorio establecer medidas adecuadas para impulsar el desarrollo y la innovación en tecnologías de 
generación renovable, de menor coste que las energías convencionales y más sostenibles económica y ambiental-
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mente, el autoconsumo energético, las comunidades de energía y, sobre todo, la integración de dicha generación 
en los procesos productivos industriales, generadores de riqueza y empleo. Dichas medidas, además, han de estar 
alineadas con las prioridades que está esbozando la Unión Europea a través de la consulta pública para la revisión 
del diseño del mercado europeo de la electricidad lanzada el 23 de enero de 2023 por la Comisión Europea y cen-
trada en instrumentos como los acuerdos de compra de energía, el mercado de futuros de energía y los contratos por 
diferencia, cuyos dos objetivos fundamentales son corregir la manipulación del mercado energético y empoderar a 
los consumidores en un contexto de transición energética acelerada.

II

	 El protagonismo del Estado en la regulación del autoconsumo, amparado en gran medida por el Tribunal Consti-
tucional, como ha quedado expuesto, es decisivo. Pero no excluye toda intervención autonómica. Establecido por el 
Estado un régimen de distancias habilitante del autoconsumo a través de red y unos criterios técnicos concretos de 
medición de tales distancias en función de las competencias que corresponden al Estado que implican, en definitiva, 
que «por un lado, define el régimen básico de la actividad de uno de los sujetos que interviene en el sistema eléctrico, 
definición que ha de responder a unas características homogéneas en un sistema que opera de forma única para todo 
el territorio nacional, y, por otro, establece una serie de criterios generales respecto al régimen económico aplicable al 
mismo, extremos ambos que tienen por finalidad garantizar un desarrollo ordenado de la actividad compatible con 
la sostenibilidad económica y técnica del sistema en su conjunto, uno de los objetivos fundamentales de la Ley del 
sector eléctrico» (STC 60/2016, de 17 de marzo, FJ. 3). La normativa autonómica sobre autoconsumo que desarrolle 
la normativa estatal no podrá, por tanto, quebrar las características homogéneas del autoconsumo en el sistema eléc-
trico nacional ni alterar el régimen económico aplicable al mismo. Estos son los límites.
	 La Sentencia del Tribunal Constitucional 205/2016, de 1 de diciembre (FJ. 4) dejó claramente establecida la 
interpretación del sistema competencial en este punto al afirmar que «el art. 9.1 LSE establece con carácter básico 
que se entiende por autoconsumo «el consumo de energía eléctrica proveniente de instalaciones de generación co-
nectadas en el interior de una red de un consumidor o a través de una línea directa de energía eléctrica asociadas 
a un consumidor». A su vez el art. 9.5 LSE, cuyo carácter básico también hemos confirmado específicamente (STC 
32/2016, FJ 6), determina que «el Gobierno establecerá las condiciones administrativas y técnicas para la conexión a 
la red de las instalaciones con autoconsumo, lo que efectivamente ha llevado a cabo mediante el citado Real Decreto 
900/2015. Por tanto, conforme a la normativa básica, solo el Gobierno puede determinar reglamentariamente las 
condiciones de conexión a la red de las instalaciones con autoconsumo; no una ley autonómica estableciendo las 
suyas propias» y que «cumplidas esas condiciones de conexión a la red que señala el art. 9 LSE, las instalaciones 
de autoconsumo de energía eléctrica deberán contribuir a la cobertura de los costes y servicios del sistema eléctrico 
por la energía consumida, al igual que están obligados a hacerlo el resto de sujetos del sistema, en los términos que 
se establezcan reglamentariamente por el Gobierno (regulación que se contiene en el Real Decreto 900/2015)», al 
igual que por la energía vertida a la red o por la disponibilidad de esta. Condiciones administrativas y técnicas de 
conexión a la red y contribución a la cobertura de costes y servicios del sistema eléctrico por la energía consumida 
son, por tanto, materia básica. Sólo respetando tales previsiones, dentro del margen otorgado por la norma básica, 
pueden las comunidades autónomas ejercer su competencia de desarrollo legislativo y ejecución.
	 El modelo resultante, muy uniforme en un contexto de generación concentrada y, desde esos puntos, transporte 
y distribución, debiera no obstante someterse a revisión en el nuevo contexto de generación distribuida, atendiendo, 
muy especialmente, al balance de generación y consumo y a los nuevos impactos de todo orden que genera la dis-
persión de las plantas de generación. No parece razonable que la normativa básica cercene toda posibilidad de 
adecuación del modelo resultante a las peculiaridades de cada territorio autónomo en situaciones tremendamente 
diversas, si nos ceñimos al apuntado balance teórico según datos del año 2021, último completo disponible. Poco 
tiene que ver la realidad de nuestra Comunidad, que genera energía que supone el 186,16% de su consumo anual, 
con el anómalo y extremo caso de la de Madrid, que genera tan sólo el 4,86% de la energía que precisa para con-
sumo. Pero es que, si centramos la atención en la relación entre energía procedente de fuentes renovables y consumo, 
la relación es del 144,66% en Aragón, y tan solo del 1,81% en Madrid, el 5,66% en Baleares, el 7,19% en el País 
Vasco, el 10,25% en Cantabria, el 12,55% en la Comunidad Valenciana o el 15,16% en Cataluña. Ninguna de 
estas Comunidades cuenta con generación, de cualquier fuente, equivalente a su consumo anual. Aun considerando 
la irregularidad de la generación renovable, que indudablemente comporta que cualquier territorio puede precisar 
energía generada en otros territorios, difícilmente puede negarse la necesidad de que la normativa energética, en 
el actual marco constitucional, reconozca a las Comunidades competentes el margen preciso para, sin quebrar la 
coherencia y sostenibilidad del sistema eléctrico nacional, ejercer su autonomía a la hora de definir políticas propias 
en la materia.
	 Sólo cuatro Comunidades Autónomas, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León y Galicia, generan más ener-
gía de fuentes renovables que de no renovables y, simultáneamente, tendrían capacidad de cubrir la totalidad de 
su consumo con energía procedente de fuentes renovables. A ellas habría de añadirse Extremadura, sin duda, cuya 
generación de energía procedente de fuentes renovables casi duplica su consumo, aunque tenga una ratio baja entre 
energía renovable y no renovable al estar en su territorio la central nuclear de Almaraz que aporta 15.207.408 
MWh del total de 15.302.103 MWh de energía procedente de fuentes no renovables. Es en estas Comunidades 
Autónomas, que soportan impactos mucho mayores que los del resto de Comunidades que, en general, se benefician 
de la energía en ellas generadas donde una elemental y equilibrada lectura del principio constitucional de solidaridad 
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debiera permitir mecanismos compensatorios de índole inversora, en redes, por ejemplo, y regulatoria, facilitando el 
consumo de cercanía directo, no necesariamente bajo forma de autoconsumo, a precios más competitivos.
	 En este contexto, la regulación del consumo de cercanía en la Comunidad Autónoma de Aragón, ejerciendo 
su competencia en el marco que proporcionan la normativa europea y normativa básica estatal, en cuanto resulte 
compatible con la primera, dada su deficiente transposición y el posible efecto directo de diversas normas no trans-
puestas, constituye una palanca fundamental para el impulso a una política propia en el marco de la estatal. Pero la 
habilitación para realizar ese consumo de cercanía, que ponga en valor la capacidad de producción de energía del 
territorio aragonés para, abaratando el coste de suministro, favorecer políticas de lucha contra la despoblación y la 
atracción de inversiones, por ejemplo, no puede ser omnímoda. Resultará clave, desde esta perspectiva, la identifi-
cación de los clientes objetivo de esta modalidad de suministro de cercanía. También debiera serlo la limitación de 
la distancia entre instalaciones de producción y de consumo, para la cual resulta aconsejable utilizar criterios que 
garanticen menores pérdidas de energía o evitar costes innecesarios en las redes, por ejemplo, la prestación de servi-
cios públicos esenciales o, sobre todo, el desarrollo de estrategias territoriales a nivel municipal o autonómico como 
serían las ya apuntadas de lucha contra la despoblación, atracción de inversiones o mejora de la competitividad del 
sector industrial aragonés. Pero si la distancia entre centros de producción y de autoconsumo sin utilizar la red no es 
cuestión relevante para el legislador básico, para el establecimiento de la regla básica general y sus excepciones, sí 
lo es cuando la utiliza.
	 En cualquier caso, ese consumo de cercanía no podría configurarse legalmente como instalación aislada salvo 
que lo fuese conforme a la legislación básica estatal, ni comportar la creación de una nueva modalidad de autocon-
sumo no prevista en esta, todo ello en los términos que declaró la Sentencia del Tribunal Constitucional 205/2016, de 
1 de diciembre (FJ. 4). No obstante, hoy día resulta imprescindible, y posible, realizar una relectura de dicho pronun-
ciamiento constitucional habida cuenta los relevantes cambios regulatorios posteriores a la misma en el Derecho de la 
Unión y en la normativa básica estatal. En todo caso, la política propia aragonesa ha de construirse sobre el marco 
europeo y estatal, afrontando su desarrollo en ámbitos como el régimen de las líneas directas, determinados aspectos 
del autoconsumo, las redes cerradas de distribución o las comunidades de energía en sus diferentes modalidades.

III

	 No resulta ajena en absoluto a esta nueva política energética aragonesa, de la que este Decreto-ley sientas alguna 
de sus bases, su concreción en instrumentos de ordenación territorial y urbanística. Para ello, es preciso realizar 
diversos ajustes en su actual regulación, incorporando como una infraestructura territorial y urbanística más las insta-
laciones de generación de energía a partir de fuentes renovables, con la misma normalidad con la que se han venido 
asumiendo otras infraestructuras relacionadas con la energía. Al mismo tiempo, dada la innegable conexión entre 
energía y actividad industrial, en ocasiones determinante para la competitividad de nuestras empresas, resulta con-
veniente vincular esta revisión de la normativa territorial y urbanística con la de inversiones de interés autonómico con 
el objetivo de fomentar y priorizar proyectos o actuaciones que incorporen, como un elemento más de servicio, según 
se acaba de apuntar, instalaciones de producción distribuida asociadas y vinculadas a los proyectos o actuaciones 
correspondientes. Aun cuando la normativa aragonesa en estas materias es de las más avanzadas en España y ha 
servido de modelo a otras Comunidades, todavía existen ciertos márgenes de mejora cuando implica a instalaciones 
de producción de energía eléctrica que, una vez agotados, contribuirá a incentivar decisiones de los operadores 
económicos para vincular sus proyectos con el autoconsumo energético basado en la utilización de energía proce-
dente de fuentes renovables, mejorando las oportunidades ligadas a la inversión y desarrollo de proyectos en nuestra 
Comunidad Autónoma, así como a la generación de actividad y empleo.
	 El autoconsumo es un elemento clave de la Estrategia de Descarbonización a Largo Plazo del Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico que persigue convertir España en una economía neutra en carbono en 
2050. Objetivo al que se une también, el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030 que prevé la 
elaboración de una Estrategia Nacional de Autoconsumo. En este marco, uno de los pilares para el correcto desarro-
llo de la generación distribuida y para la incorporación de las personas consumidoras y empresas en la Transición 
Energética es el impulso de las instalaciones de autoconsumo y de generación de energía renovable en los sectores 
industriales. Indudablemente, hoy por hoy, la normativa básica estatal tiene un muy relevante papel en la regulación 
del autoconsumo, donde ha dejado un margen limitado de maniobra a las Comunidades Autónomas que, como 
Aragón, quieran hacer valer sus competencias. Pero la actual normativa estatal reconoce el derecho a autoconsumir 
energía eléctrica sin cargos ni peajes por la energía autoconsumida, o con peajes y cargos más reducidos, e incorpora 
diferentes modalidades que pueden ser exploradas para estructurar realidades tan diversas como las comunidades 
de energías renovables, las comunidades ciudadanas de energía o sistemas de autoconsumo industrial, que no re-
quieren la creación de una comunidad de energía. Además, la regulación el autoconsumo sin excedentes, cuando 
se base en instalaciones próximas de red interior o conectadas por línea directa, ofrece grandes posibilidades para 
impulsar el consumo de cercanía, sin menoscabo alguno de las redes ni de su funcionamiento o viabilidad financiera. 
Fácilmente se comprende que, sobre esas bases, los ahorros en los costes de la energía autoconsumida pueden ser 
muy importante y determinantes de sustanciales mejoras de la competitividad.
	 La disponibilidad de recursos que permiten generar masivamente energía renovable en Aragón justifica y exige, 
a un tiempo, la adopción de medidas inaplazables que, en un escenario tan volátil como el actual, permitan favo-
recer la implantación de grandes proyectos inversores generadores de riqueza y empleo en Aragón cuando estén 
vinculados a proyectos de producción de energía eléctrica a partir de fuentes renovables que puedan favorecer de 
forma significativa, incluso decisiva, su competitividad. En su ámbito de actuación se incluyen aquellas propuestas 
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estratégicas que, por su importancia o naturaleza, contribuyen a la consecución de empleo estable y de calidad; al 
aprovechamiento y la potenciación de los recursos naturales y económicos bajo el principio de sostenibilidad; y al 
desarrollo industrial y tecnológico basado en la innovación. El objeto y finalidad es que estas instalaciones industria-
les y de generación renovable puedan tramitarse ante la Administración con la mayor agilidad y eficacia.
	 En la coyuntura actual de grave crisis internacional de la energía, resultan estratégicas las actuaciones destinadas 
a reducir el consumo de energía procedente de fuentes fósiles en los procesos productivos gracias al uso de vías 
alternativas para lograr la autosuficiencia energética de la industria. Y ello es especialmente relevante para aquellas 
empresas estratégicas internacionales que quieren implantar sus proyectos en Europa y España. Europa se encuentra 
inmersa en el desarrollo de sectores estratégicos como el automóvil, mediante la construcción de vehículos eléctricos, 
nuevas factorías para la producción de celdas de baterías o la fabricación de microchips y componentes y, en gene-
ral, en un proceso de reindustrialización que afiance la garantía del suministro de productos. El desarrollo de estos y 
otros proyectos requiere no solo de grandes inversiones de capital, sino de instalaciones de producción con gran con-
sumo energético, por lo que resulta relevante establecer un marco normativo adecuado que favorezca la atracción de 
estas inversiones. Hay que tener en cuenta que, con la energía renovable generada por las instalaciones vinculadas 
a las factorías, las empresas podrían destinar entre el setenta y cinco y el cien por cien de esos recursos alternativos 
a los procesos fabriles, por lo que estas compañías lograrían ser más resilientes a las variaciones del precio de la 
electricidad y compensar su elevado coste medio.
	 La Comunidad Autónoma de Aragón ya ha demostrado que tiene ventajas logísticas y estratégicas para atraer 
a los fabricantes más importantes de los sectores económicos y tecnológicos que generan mayor valor añadido en 
la actualidad, debido al desarrollo de sus plataformas logísticas y a la ejecución de estos proyectos de inversión me-
diante la tramitación de instrumentos territoriales autonómicos como son los Planes y Proyectos de Interés General de 
Aragón. De esta forma, se han promovido en Aragón grandes proyectos empresariales que conllevan un relevante 
interés público, como es el caso de la Plataforma Agroalimentaria en Épila o la instalación de Amazon Web Services 
en tres municipios de nuestra comunidad.
	 Un gran número de países europeos se encuentran a la espera de saber dónde se instalarán las nuevas fábricas 
especializadas en diseño y producción de estas mercancías. España es un destino prioritario y por ello, Aragón debe 
situarse en una posición, con la máxima urgencia dada la volátil coyuntura internacional y la rapidez de las decisiones 
empresariales, que le permita competir mediante propuestas que resulten atractivas para estas compañías regionales, 
nacionales e internacionales, favoreciendo que puedan localizase o mejorar sus localizaciones en nuestra Comunidad 
Autónoma. Una de las variables decisivas tenidas en cuenta por los inversores para elegir el lugar en que implantar 
sus iniciativas empresariales, máxime en proyectos internacionales, es la agilidad administrativa, la concreción de 
los procedimientos y la capacidad para reducir plazos de tramitación administrativa que permita ejecutar sus pro-
yectos, factores todos ellos presentes en instrumentos autonómicos como los planes y proyectos de interés general de 
Aragón o la declaración de inversiones de interés autonómico. Junto a todo ello, hoy día, es igualmente relevante 
la disponibilidad de energía renovable y sistemas de suministro eléctrico que permitan a las empresas disminuir sus 
costes energéticos y las emisiones de CO2 asociadas a sus procesos productivos. Todo ello justifica la inaplazable 
adopción de este Decreto-ley.

IV

	 El Derecho de la Unión Europea, en gran medida pendiente de transposición en las materias objeto de este 
Decreto-ley, no condiciona la distribución de competencias interna en cada uno de los Estados miembros. Tampoco 
constituye un obstáculo la inexistencia o insuficiencia de normativa básica en algunas materias objeto de este 
Decreto-ley, pues la competencia autonómica no se ve condicionada por la inactividad del legislador básico estatal. 
Pero es innegable que el Estado ostenta muy relevantes competencias, básicas, en relación con el sector energético. 
La existencia de una red mallada, que trasciende de territorios, así lo exige tanto desde la perspectiva jurídica como 
técnica. La solidaridad entre territorios generadores y consumidores, determinante en gran medida del carácter 
necesariamente integrado del sistema eléctrico nacional, es también un factor relevante para justificar la competencia 
estatal. Sin embargo, al mismo tiempo debe reconocerse, y no ignorarse, el gran potencial que tienen las competen-
cias autonómicas, no siempre reconocible en la legislación básica estatal, y la posibilidad de que estas, dentro del 
marco básico, impulsen modelos y políticas energéticos propios atendiendo a las peculiaridades y necesidades de 
cada territorio. El energético, como tantos otros en el Estado autonómico, es un ámbito más en el que las respectivas 
competencias han de basarse en el equilibrio entre lo común, basado en el mínimo común denominador normativo 
que, en esencia, es lo básico, y lo peculiar, cada modelo autonómico basado, y justificado, en las peculiaridades de 
cada territorio, de cada comunidad de las que integran el Estado.
	 Aragón puede, y debe ante situaciones como la presente, ejercer sus competencias normativas y de gestión en 
materia energética hasta el límite constitucional y estatutariamente admisible para, dentro del modelo regulatorio 
europeo y, en cuanto lo sea, básico estatal, definir políticas propias y, sobre ellas, un modelo energético aragonés 
propio. Además, ha de hacerlo en el marco establecido por la normativa europea, interpretando la normativa básica 
estatal conforme a la misma y, además, sin que la ausencia de una normativa básica estatal que pudiera dictarse, en 
su caso, impida el ejercicio de las competencias aragonesas de desarrollo legislativo y ejecución. Por lo demás, el 
hecho de que una determinada cuestión esté regulada en normativa europea no implica necesariamente que deba 
ser el Estado, al amparo de su competencia básica, el que deba inicialmente regularla. La distribución constitucional 
de competencias, y no el Derecho de la Unión, es lo determinante y, por ello, resulta perfectamente posible que sea 
Aragón el competente para incorporar el Derecho europeo.
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	 La Constitución hace referencia a temas energéticos desde la perspectiva competencial en varios de sus preceptos. 
Al Estado atribuye siguientes competencias sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica (art. 149.1.13.ª de la Constitución), la legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamien-
tos hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instala-
ciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito 
territorial (art. 149.1.22.ª de la Constitución) y las bases de régimen minero y energético (art. 149.1.25.ª de la 
Constitución). Por su parte, la Comunidad Autónoma de Aragón tiene reconocida en su vigente Estatuto de Autonomía 
competencia en materia de energía, compartida, que comprende, en todo caso, la regulación de las actividades de 
producción, almacenamiento, distribución y transporte de cualesquiera energías, incluidos los recursos y aprovecha-
mientos hidroeléctricos, de gas natural y de gases licuados; el otorgamiento de las autorizaciones de las instalaciones 
correspondientes existentes, cuando se circunscriban al territorio de la Comunidad y su aprovechamiento no afecte 
a otra Comunidad Autónoma; la calidad del suministro y la eficiencia energética, así como la participación en los 
organismos estatales reguladores del sector energético y en la planificación estatal que afecte al territorio de la Co-
munidad Autónoma, y en los procedimientos de autorización de instalaciones de producción y transporte de energía 
que afecten al territorio de Aragón o cuando la energía sea objeto de aprovechamiento fuera de este territorio (art. 
75.4ª del Estatuto).
	 Conviene tener presente que, en el ámbito de las competencias compartidas, la Comunidad Autónoma de Aragón 
ejercerá el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica que establezca el Estado en normas con rango 
de ley, excepto en los casos que se determinen de acuerdo con la Constitución, desarrollando políticas propias. La 
propia configuración constitucional de las competencias básicas incorpora, como es bien conocido, la exigencia de 
que la normativa básica estatal preserve un cierto margen para que las Comunidades autónomas puedan desarrollar 
tales políticas propias en atención a las características y objetivos específicos en cada una de ellas. Las bases no pue-
den privar a las Comunidades Autónomas de sus competencias ni de la posibilidad de definir políticas propias en el 
ámbito de que se trate.
	 Además, entre las competencias exclusivas, ejerciendo por tanto la potestad legislativa, la potestad reglamenta-
ria, la función ejecutiva y pudiendo también establecer políticas propias, respetando lo dispuesto en los artículos 140 
y 149.1 de la Constitución, el Estatuto de Autonomía aragonés atribuye también competencia en relación con la pla-
nificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma, de acuerdo 
con los principios de equilibrio territorial y de sostenibilidad y, en especial, la creación y gestión de un sector público 
propio de la Comunidad (art. 71.32ª del Estatuto). Resulta muy relevante el mandato estatutario a las instituciones 
autonómicas que impone que la planificación y fomento en relación con los cuales les atribuye competencia lo sean 
«de acuerdo con los principios de equilibrio territorial y de sostenibilidad». El impacto que el modelo de generación 
distribuida tiene en el territorio en general, y en el aragonés en particular, y dicho mandato incide, habilitando la 
posible regulación de un modelo y una política energéticos propios, en el marco de la estatal, incidiendo en el trilema 
conformado por la garantía de suministro, la accesibilidad económica y sostenibilidad ambiental que está en la base 
de la normativa de la Unión y de la básica estatal.
	 Este Decreto-ley se enmarca, desde la perspectiva energética, en el marco dentro del cual el Tribunal Constitucio-
nal ha ubicado las competencias básicas del Estado. Con carácter general esta doctrina que concreta la competencia 
estatal proyectando sobre el sector energético, expansivamente, el título competencial sobre bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica se recoge en la Sentencia del Tribunal Constitucional 197/1996, 
de 28 de noviembre [FJ. 5.A)], que reiteraron la Sentencia del Tribunal Constitucional 223/2000, de 21 de sep-
tiembre (FJ. 5) y la Sentencia del Tribunal Constitucional 18/2011, de 3 de marzo (FJ. 6), todas ellas asumidas por 
la Sentencia del Tribunal Constitucional 32/2016, de 18 de febrero (FJ. 3), dictada ya en relación con la vigente 
LSE. En ese marco, además, el Tribunal viene justificando el frecuente llamamiento de la normativa legal del sector 
eléctrico a la colaboración reglamentaria, dada la naturaleza básica de la normativa estatal. A este respecto ha 
precisado, por todas, en la Sentencia 171/2016, de 6 de octubre, «en el caso de la ordenación del sector eléctrico 
la intervención de la norma reglamentaria, amparada tanto en el título general relativo a la planificación de la 
economía (art.149.1.13 CE) como en el más específico relativo al sector energético (art. 149.1.25 CE), se justifica 
por su importancia para el conjunto de la economía nacional y por su carácter esencial para la totalidad de los sectores 
económicos y para la vida cotidiana (STC 148/2011, de 28 de septiembre, FJ 6), así como en los casos en los que 
la propia norma legal lo reclama para completar la regulación de la disciplina básica por ella definida y conseguir 
la exigible calidad y seguridad en el suministro y también por su carácter marcadamente técnico, justificativo de su 
tratamiento por normas reglamentarias (STC 4/2013, FJ 5)» (STC 71/2016, FJ. 4).
	 El Tribunal Constitucional, por lo demás, ha tenido también ocasión de concretar los criterios expuestos en rela-
ción con muy diferentes cuestiones como la competencia para autorización de instalaciones eléctricas (Sentencias 
181/2013, FJ. 7; 32/2016, FJ. 5; o 171/2016, FJ. 6) las competencias en relación con el autoconsumo eléctrico 
[Sentencias 32/2016, FJ. 6; 60/2016, FJ. 3; 72/2016, FJ. 3; 205/2016, FJ. 4; y 68/2017, FJ. 4.a)], las competen-
cias sobre el régimen jurídico y técnico de acceso a la red de distribución (Sentencias 32/2016, FJ. 9; y 60/2016, 
FJ. 4), las atinentes al régimen jurídico y técnico de la extensión de la red de distribución (Sentencias 32/2016, FJ. 
9; y 120/2016, FJ. 6) o el ámbito y alcance de la emisión de informes autonómicos sobre planes de inversión en 
redes de distribución (Sentencias 32/2016, FJ. 9). También estos criterios resultan determinantes del alcance de la 
competencia de la Comunidad Autónoma de Aragón y han sido considerados para concretar el contenido de este 
Decreto-ley.
	 Por lo demás, este Decreto-ley se ampara también, además de en las ya mencionadas, en las competencias que a 
la Comunidad Autónoma de Aragón atribuyen las cláusulas 7.ª, 8.ª y 9.ª del artículo 71 del Estatuto de Autonomía 
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sobre procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia y bienes de dominio 
público y patrimoniales de su titularidad, ordenación del territorio, conforme a los principios de equilibrio territorial, 
demográfico, socioeconómico y ambiental, y urbanismo, que comprende, en todo caso, el régimen urbanístico del 
suelo, su planeamiento y gestión y la protección de la legalidad urbanística, así como la regulación del régimen jurí-
dico de la propiedad del suelo respetando las condiciones básicas que el Estado establece para garantizar la igual-
dad del ejercicio del derecho a la propiedad, respectivamente. También proporcionan cobertura a este Decreto-ley, 
finalmente, las competencias atribuidas en las cláusulas 11.ª y 12.ª del artículo 75 del Estatuto de Autonomía, sobre 
desarrollo de las bases del Estado previstas en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución para las Administraciones 
Públicas aragonesas, incluidas las Entidades Locales.

V

	 Este Decreto-ley se estructura en once capítulos, seis disposiciones adicionales, cuatro disposiciones transitorias, 
una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.
	 El capítulo primero regula objeto, fines y ámbito territorial de aplicación de este Decreto-ley, que será el de la 
Comunidad Autónoma de Aragón. Su objeto, tal cual figura en el artículo 1, es impulsar el proceso de transición 
energética en Aragón promoviendo el consumo energético de cercanía, residencial o productivo, mediante la vincu-
lación de la planificación de inversiones productivas y de generación de energía a partir de fuentes renovables y el 
desarrollo legislativo, en el marco de la normativa europea y básica estatal, del régimen de las líneas directas, el 
autoconsumo, las comunidades de energía, las redes cerradas de distribución y determinados aspectos de las plantas 
hibridadas de generación en Aragón. Entre sus fines fundamentales cabe destacar los de favorecer el consumo energé-
tico de cercanía, en todas sus modalidades posibles, tanto para usos residenciales como productivos o de cualquier 
otra naturaleza, incrementar el nivel de autoabastecimiento y diversificación energéticos regionales aprovechando 
la gran capacidad de generación de electricidad a partir de fuentes renovables del territorio aragonés, promover la 
expansión de las energías renovables y la participación del sector económico empresarial en Aragón, a través del 
fomento de instalaciones energéticas a que utilicen fuentes renovables, para aprovechar las economías de escala, el 
potencial de producción y demanda del tejido empresarial, así como la mejora de la competitividad de nuestro tejido 
productivo, impulsar el autoconsumo energético en Aragón en cualquiera de las modalidades que regule o pueda 
regular en el futuro la normativa básica estatal y facilitar la constitución de comunidades de energía de cualquier 
naturaleza con objeto de empoderar a los consumidores de energía y hacerlos partícipes del mercado eléctrico para 
lograr que este sea más competitivo y la energía más asequible.
	 Precisamente a la definición del concepto de consumo de cercanía, vinculado a la evolución que la generación 
distribuida está imponiendo al sistema eléctrico, se dedica el capítulo segundo, que enmarca en este concepto muchas 
de las medidas establecidas en este Decreto-ley. El consumo eléctrico de cercanía se configura como todo aquel que, 
mediante líneas directas, a través de cualquier modalidad de autoconsumo de las reguladas en la normativa básica 
estatal, mediante contratos de compra de energía u otras fórmulas que permitan articular el suministro de electricidad 
vinculen, mejorando sus condiciones de financiación, plantas de producción de energía a partir de fuentes renovables 
con consumidores finales de electricidad, reduciendo sus costes energéticos, todos ellos dentro del territorio de Ara-
gón. Es un concepto, por tanto, que estructura en Aragón atendiendo a sus peculiaridades diversos instrumentos pro-
cedentes de la normativa de la Unión Europea, pendiente de transposición, y la normativa básica estatal, en tensión 
con normas europeas no transpuestas en plazo y que producen efecto directo.
	 El capítulo tercero regula las líneas directas íntegramente ubicadas en el territorio de Aragón, asumiendo el de-
sarrollo en nuestra Comunidad de la regulación de esta cuestión en la Directiva 2019/944, todavía no transpuesta 
por el legislador básico estatal en el marco de sus competencias. La regulación vigente de la Ley del Sector Eléctrico 
fue transposición, como se indica en su preámbulo, de la Directiva 2009/72/CE, en relación con la cual la Directiva 
2019/944 incorporó dos novedades fundamentales, la posibilidad de usarlas para consumo individual o colectivo, 
como viene admitiéndose en otros Estados miembros de la Unión, y la prohibición de que su autorización se sujete a pro-
cedimientos administrativos o costes desproporcionados. Sin embargo, el artículo 42 de la Ley del Sector Eléctrico, aun 
habiendo sido recientemente modificado, no se ha adaptado, en este punto al menos, a lo establecido en la Directiva 
2019/944, cuyo plazo de transposición ya ha vencido. Y ello pese a la relevancia de los dos cambios introducidos 
por la vigente directiva respecto de la anterior que se acaban de apuntar, el primero de los cuales producto de sendas 
enmiendas introducidas por el Parlamento Europeo. La primera, enmienda número 39, se justificó argumentando que 
«esta enmienda es necesaria para permitir la aplicación práctica de las enmiendas 21, 98 y 128, y la celebración de 
contratos con varios proveedores al mismo tiempo. Hay que facilitar el paso a las energías renovables y los esfuerzos 
de individuos o grupos para alimentar sus operaciones y actividades con electricidad producida por una instalación 
conectada a sus locales con una línea directa. La retirada de las licencias de suministro costosas y la posibilidad 
de que un cliente firme un segundo contrato de suministro para el mismo punto de medición con el fin de satisfacer la 
demanda de electricidad restante van en ese sentido. Esto es esencial para contar con clientes activos». La segunda, 
enmienda número 40, igualmente clara en sus planteamientos, se basaba en que «esta enmienda es necesaria para 
permitir la aplicación práctica de las enmiendas 123 y 153, y la celebración de contratos con varios proveedores al 
mismo tiempo, y es coherente con la enmienda 176. Las modificaciones del artículo 7 también son importantes para 
que pueda haber clientes activos. Hay que facilitar el paso a las energías renovables y los esfuerzos de individuos o 
grupos para alimentar sus operaciones y actividades con electricidad producida por una instalación conectada a sus 
locales con una línea directa, lo que permitiría a los ciudadanos y las empresas reducir o estabilizar los costes de la 
energía mediante el uso de electricidad producida localmente a partir de fuentes de energía renovables». No podría 
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expresarse con mayor claridad el propósito de ambos cambios, que constituyen una de las bases fundamentales de 
la regulación del consumo de cercanía que configura este Decreto-ley y conecta directamente con los intereses de la 
Unión en esta materia, que el apartado quinto del artículo 9 de la Directiva 2019/944  concreta en, «entre otras co-
sas, la competencia en lo que respecta a los clientes de conformidad con el artículo 106 del TFUE y con la presente 
Directiva».
	 A la luz de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión puede analizarse, dado que las normas europeas 
en este punto son normas incondicionales y suficientemente precisas, al no ser compatible ha de interpretarse la 
norma española, si es posible, a la luz de la Directiva incumplida para garantizar la primacía de esta y, de no ser 
posible tal interpretación, ha de aplicarse prevalentemente la norma europea sobre la básica española, sin per-
juicio de que pueda suscitarse cuestión prejudicial si un órgano jurisdiccional lo considerase procedente. Aun cuando 
la obligación de inaplicación resulta controvertida doctrinalmente, se desprende con claridad de la jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión desde la Sentencia de 22 de junio de 1989 (C-103/98), aun cuando no exista una 
resolución judicial previa que constante la contradicción entre la norma europea y la interna, ha sido asumida por el 
Tribunal Constitucional en sus sentencias 145/2012, de 2 de junio, y 13/2017, de 30 de enero, y, aun con alguna 
duda, por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, por ejemplo, en sentencia 4359/2012, de 14 de junio, donde 
afirma que «después de sintetizar los criterios más relevantes de la STJUE de 22 de diciembre de 2010 y de directa 
incidencia en este caso, ha de recordarse, en este punto, que cuando no es posible proceder a una interpretación y 
aplicación de la normativa nacional conforme con las exigencias del Derecho de la Unión, los órganos jurisdiccio-
nales nacionales y los órganos de la Administración están obligados a aplicarlo íntegramente y a tutelar los derechos 
que este concede a los particulares, así como abstenerse de aplicar, en su caso, cualquier disposición contraria del 
Derecho interno (en este sentido, las sentencias del TJUE de 22 de junio de 1989, Constanzo, 103/88, Rec. p. 
1839, apartado 33, y de 14 de octubre de 2010 , Fuß, C- 243/09 , Rec. p. I-0000, apartado 63)» (FD 5).
	 La implementación de sistemas de autoconsumo sobre líneas directas, por otra parte, comporta la aplicación 
de regímenes específicos en cuanto a su propiedad y titularidad, entre otras cuestiones, que se apartan de las reglas 
generales del sistema eléctrico. Nos hallaríamos, de este modo, ante una norma especial preferente respecto de la 
especial. Así, por ejemplo, el régimen de autorización, que puede ser previo o mediante declaración responsable, la 
obligación de venta o cesión al gestor de la red en supuestos de líneas directas compartidas, obviando la aplicación 
prevalente del artículo 7 de la Directiva 2019/944 y su impacto en el artículo 42.4 de la Ley del Sector Eléctrico, 
extensión de red o nuevas instalaciones necesarias hasta el punto de conexión que vayan a ser utilizadas por más de 
un consumidor y/o generador, excepto si pueden ser consideradas infraestructuras compartidas de evacuación, ce-
dería ante la norma específica de autoconsumo por aplicación de la propia normativa básica, en la que se amparan 
las reglas que establece este Decreto-ley. De otro modo, quedaría vacía de contenido la posibilidad, admitida por la 
normativa de autoconsumo, de implementar determinadas modalidades de autoconsumo que se articulan a través de 
la red o de conectar plantas mediante línea directa para autoconsumo a través de red.
	 El capítulo cuarto incluye diversas disposiciones para impulsar el autoconsumo de electricidad en Aragón en el 
marco de la regulación de esta cuestión en la normativa básica estatal. Lógicamente, este Decreto-ley, comprometido 
con el rápido, expeditivo y oportuno impulso al consumo de cercanía articulado a través de las diferentes modali-
dades de autoconsumo, no cuestiona en modo alguno la aplicación en Aragón del régimen jurídico y técnico de 
conexión a la red de transporte o distribución, de los peajes y cargos del sistema aplicables y de la exigencia y requi-
sitos de equipos de medida en sus puntos frontera o en su interior, que han de ser en todo caso los establecidos en 
la normativa básica estatal, al igual que las condiciones técnicas y de seguridad que procedan para garantizar esta 
y la calidad del sistema siempre cuando estén razonablemente justificadas. Pero, en el marco regulatorio estatal, este 
Decreto- ley establece normas específicas que concretan las diferentes alternativas para implementar el autoconsumo 
como una modalidad de consumo energético de cercanía o distribuido que aproveche las potencialidades que ofrece 
el territorio aragonés. Así, se desarrolla en atención a las peculiaridades de nuestra Comunidad y en uso de su au-
tonomía y competencias, el régimen de las instalaciones próximas, el autoconsumo sin excedentes y el autoconsumo 
con excedentes.
	 En el capítulo quinto de este Decreto-ley se regula el régimen de las comunidades de energía, en sus dos moda-
lidades de comunidades de energías renovables y comunidades ciudadanas de energía, así como el de las manco-
munidades de energía, que pueden jugar un papel agregador muy relevante en una Comunidad como Aragón, con 
elevada dispersión y baja densidad de población. De este modo, en ausencia de regulación estatal, las comunida-
des de energía que desarrollen su actividad en Aragón contarán de un régimen jurídico que precisaban de forma 
indispensable en un momento como el actual, en el que la transición energética puede dar lugar a nuevas formas de 
consumir electricidad que no deben frenarse por falta de regulación o una regulación que preserve la configuración 
previa del sistema eléctrico, en trance de cambio y, si se desarrolla todo el potencial del derecho de la Unión, pro-
funda transformación.
	 A las redes de distribución cerradas íntegramente ubicadas en el territorio de Aragón se dedica el capítulo 
sexto de este Decreto-ley, incorporándolas a nuestro ordenamiento con toda la amplitud que permite la Directiva 
2019/944. Lógicamente, la regulación de estas redes cerradas asume su encaje en la normativa básica estatal, inter-
pretando de conformidad con el sistema constitucional de distribución de competencias, no obstante, el artículo 3 del 
Real Decreto-ley 20/2018, de 7 de diciembre, de medidas urgentes para el impulso de la competitividad económica 
en el sector de la industria y el comercio en España, en lo que respecta al régimen de autorización de las redes cerra-
das íntegramente ubicadas en Aragón cuando no produzcan afección alguna más allá de su territorio, en línea con 
lo expresado en la Resolución de 29 de julio de 2019, de la Secretaría General de Coordinación Territorial, por la 
que se publica el Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la 
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Comisión Bilateral Generalitat-Estado en relación con el Real Decreto-ley 20/2018, de 7 de diciembre, de medidas 
urgentes para el impulso de la competitividad económica en el sector de la industria y el comercio en España. Aun 
cuando se trate de un acuerdo enmarcado en la relación bilateral entre la Generalitat de Cataluña y el Estado, la 
interpretación que en él asume el Estado del artículo 3.3 del Real Decreto-ley 20/2018 conforme a la cual dicho 
precepto, «al encomendar a la Dirección General de Política Energética y Minas del Ministerio para la transición 
ecológica la autorización de las redes de distribución cerradas, ha de interpretarse en el sentido de que dicha au-
torización es relativa al ejercicio de la actividad «de distribución cerrada» y no a las autorizaciones administrativas 
de las instalaciones eléctricas contempladas en el artículo 53 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico. Por lo que respecta al dictado de las autorizaciones administrativas contempladas en el artículo 53 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, para las instalaciones eléctricas de que se componga dicha red de distribución 
cerrada, se estará al régimen competencial establecido en el artículo 3.13 de la meritada Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, y a lo dispuesto en el artículo 133.1 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, en los términos establecidos 
por la doctrina del Tribunal Constitucional, en concreto en el FJ 5 de la STC 36/2017, de 1 de marzo».
	 El capítulo séptimo se dedica a la garantía de eficiencia ambiental y económica de las plantas de producción 
de energía que cuenten con una capacidad instalada superior a su capacidad de evacuación conforme a sus co-
rrespondientes permisos de acceso y conexión, muy especial, pero no exclusivamente, las plantas hibridadas. La 
legislación básica estatal define, a la par que reconoce, el derecho de conexión a un punto de la red como el «derecho 
de un sujeto a acoplarse eléctricamente a un punto concreto de la red de transporte existente o planificada o de distri-
bución existente o incluida en los planes de inversión aprobados por la Administración General del Estado en unas 
condiciones determinadas» [art. 33.1.b) de la Ley del Sector Eléctrico]. La legislación básica garantiza ese derecho 
de conexión a un punto de la red, pero no impide que, adicionalmente, en las condiciones que procedan, puede 
conectarse un sujeto a más de un punto de la red. El permiso de conexión a un punto de red es, coherentemente, 
«aquél que se otorga para poder conectar una instalación de producción de energía eléctrica o consumo a un punto 
concreto de la red de transporte o en su caso de distribución» [art. 33.1.d) de la Ley del Sector Eléctrico]. Sobre esta 
base los apartados segundo a duodécimo del artículo 33 de la Ley del Sector Eléctrico desarrollan el contenido de ese 
derecho de conexión a un punto de la red que, en el último de dichos apartados, introducido por el Real Decreto-ley 
23/2020, se extendió y desarrolló respecto de instalaciones hibridadas previendo que sus titulares «podrán evacuar 
la energía eléctrica utilizando el mismo punto de conexión y la capacidad de acceso ya concedida, siempre que la 
nueva instalación cumpla con los requisitos técnicos que le sean de aplicación».
	 La cuestión de la doble conexión de instalaciones de generación ya venía contemplada en los artículos 30, 31 
y 32 del Real Decreto 1955/2000. Dedicados los dos primeros a definir qué son las instalaciones de conexión de 
centrales de generación, las «que sirvan de enlace entre una o varias centrales de generación de energía eléctrica y la 
correspondiente instalación de transporte o distribución» y las instalaciones de conexión de consumidores, «aquéllas 
que sirvan de enlace entre dicho consumidor y la correspondiente instalación de transporte o distribución», el artículo 
32 regula el desarrollo de las instalaciones de conexión. Pues bien, prevé el apartado primero de este artículo 32 
que «las instalaciones de conexión se conectarán en un solo punto a las redes de transporte o distribución, salvo 
autorización expresa de la Administración competente, y serán titulares de las mismas los peticionarios». Nada 
parece impedir, por tanto, salvo el cumplimiento de los requisitos técnicos exigibles, como ocurre en el caso de insta-
laciones hibridadas o se prevé, según hemos visto, para las redes de distribución cerrada, la doble conexión a la red 
de una instalación de conexión de generación o consumo. Eso sí, para ello es precisa «autorización expresa de la 
Administración competente», que fijará las condiciones que procedan. Nótese, en todo caso, que estamos hablando 
en este supuesto de instalaciones de conexión de generación o consumo a la red, esto es, específicamente destinadas 
a evacuar la energía generar o a obtener la energía demandada. En todo caso, conforme establece el apartado 
cuarto del artículo 27 del citado Real Decreto 1183/2020, en relación con plantas hibridadas, «los módulos de 
generación de electricidad y las instalaciones de almacenamiento que integren la instalación de generación híbrida 
deberán disponer de un sistema de control coordinado que impida que se supere en algún momento la capacidad de 
acceso máxima que puede ser evacuada teniendo en cuenta lo establecido en la letra b) del apartado anterior».
	 El régimen de la hibridación de instalaciones se desarrolló reglamentariamente en los artículos 27 y 28 del Real 
Decreto 1183/2020, que concreta, especialmente en el apartado tercero del artículo 27, los requisitos para que el 
permiso de acceso y conexión inicial, previo a la hibridación, pueda ser utilizado para evacuar la energía eléctrica 
por el mismo punto de conexión y la capacidad de acceso inicialmente concedida, limitaciones que, por cierto, 
tienen relevancia desde la perspectiva, pues difícilmente por esta vía podrá considerarse de relevancia supraautonó-
mica la planta que no lo fue inicialmente, vierte por el mismo punto y con la misma capacidad de acceso, por mucho 
que su capacidad instalada, mero indicador que ha de ser contrastado con el sistema constitucional de distribución 
de competencia, se incremente al sumar las dos tecnologías, que nunca podrán verter simultáneamente por el mismo 
punto de conexión ni por encima de la capacidad otorgada. Pero la norma sobre hibridación no sólo no excluye, 
sino que admite la posibilidad de un segundo punto de acceso y conexión, sin pérdida del primero, con los corres-
pondientes permisos, cuando no se cumplan dichos requisitos, «el incumplimiento de las condiciones anteriores con-
llevará la inadmisión por parte del gestor de la red de la solicitud de actualización del permiso de acceso y conexión 
y, en consecuencia, la necesidad de tramitar y obtener un permiso de acceso y conexión para poder conectar a la red 
la instalación de generación híbrida. La inadmisión por esta causa de la solicitud de actualización de los permisos 
en acceso y conexión no supondrá la pérdida de los permisos de acceso y de conexión originalmente concedidos». 
Queda claro, en todo caso, que el régimen de evacuación de instalaciones hibridadas, por el permiso y capacidad 
iniciales o mediante un segundo permiso y capacidad adicional, aplica y resulta incuestionablemente exigible cuando 
el productor pretenda evacuar a la red la energía eléctrica producida.
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	 De este modo, y en lo esencial, dicha norma reguló la posibilidad de incrementar la potencia instalada de di-
chas plantas, mediante tecnologías renovables diferentes de las iniciales, por encima de los permisos de acceso y 
conexión, pero sin alterar estos, más allá de admitir la posibilidad de que puedan ser utilizados para evacuar 
alternativamente energía generada por cualquiera de las tecnologías hibridadas. Pero nunca podrá evacuarse más 
al amparo de los permisos de acceso y conexión vigentes o que, en su caso, se concedan. Así el sistema logra incre-
mentar las horas de vertido de energía a la red, siempre con la limitación derivada del permiso de acceso y conexión 
correspondiente. Se optimiza, por tanto, la red, sin duda, que va a recibir y distribuir o transportar más energía y, 
en definitiva, va a ver ocupada en mayor medida su capacidad aumentando la eficiencia y la rentabilidad de las 
inversiones en ella realizadas. Pero, aun siendo este el efecto de la hibridación no era el único objetivo perseguido, 
según el apartado cuarto de la exposición de motivos del Real Decreto 1183/2020, que se refiere como fines de 
la hibridación «al desarrollo rápido y eficiente de un gran número de proyectos renovables, optimizando la red ya 
construida y minimizando el coste para los consumidores». La hibridación puede y debe, pues, contribuir a minimizar 
el coste de la energía para los consumidores.
	 Optimizada la red, sin embargo, con la práctica actual no ocurre lo mismo con la planta de generación. La 
construcción de estas plantas requiere unas inversiones notables que, aun cuando pudieran ser amortizadas más 
rápidamente si se optimizase su gestión para lograr dirigir a consumo cada watio de energía producida, no lo serán 
si regulatoriamente esto no es posible. Además, las plantas de generación renovable comportan impactos ambien-
tales que, aun tolerables conforme a las correspondientes evaluaciones de impacto ambiental, existen e implican 
potenciales afecciones a la fauna, la flora y el paisaje, entre otros valores presentes en el territorio. Por otra parte, 
finalmente, las plantas de generación consumen el suelo que ocupan que, en función de la tecnología de genera-
ción, impiden en unas ocasiones que se destinen a otros usos y condicionan los usos posibles en otras. Si no existiese 
posibilidad de utilizar la totalidad de la energía generada, combinando por ejemplo vertido a la red conforme al 
permiso y autoconsumo individual o colectivo, la ponderación subyacente en toda evaluación de impacto ambiental 
perdería, en gran medida, su sentido. Conviene advertir, por lo demás, que la posibilidad de poner en valor, por 
la vía del autoconsumo, por ejemplo, los tan repetidos excedentes de energía, además de beneficiar directamente 
a los consumidores, minimizando para ellos el coste de la energía y viendo así notablemente reducida su factura 
energética, especialmente en el autoconsumo sin excedentes, beneficiaría directamente a Comunidades que, como 
Aragón, asumen los impactos territoriales, ambientales y paisajísticos y que, frecuentemente, tienen cifras de energía 
generada muy superiores a las de energía consumida. En un territorio como el de Aragón, gravemente afectado por 
la despoblación, el estímulo que supondría el acceso a energía renovable y asequible resulta tan evidente que no 
requiere mayor explicación.
	 El capítulo octavo incluye la regulación de los proyectos e inversiones prioritarios con generación renovable aso-
ciada, configurados como una modalidad especial de planes y proyectos de interés general de Aragón declarados 
inversión de interés autonómico. Se excluyen las actividades energéticas de las susceptibles de ser declaradas y 
tramitadas como plan o proyecto de interés general de Aragón al amparo de dicha normativa. Y ello porque, en 
adelante, tan sólo las actividades energéticas que estén directamente vinculadas al consumo de cercanía, contempla-
das en el capítulo VIII de este Decreto-ley, y conforme al régimen en él establecido, podrán considerarse de interés 
general. Sólo cuando una actividad energética se vincule directamente a un proyecto con generación renovable aso-
ciada que sea declarado prioritario conforme a este Decreto-ley podrá considerarse de interés general. De este modo 
se potencia el consumo de cercanía, que provee energía generada localmente, evitando que actividades energéticas 
diferentes puedan autorizarse, autónomamente incluso, como plan o proyecto de interés general de Aragón. Así, el 
resto de las actividades energéticas, como pudieran ser la tramitación de instalaciones de generación conectadas 
a las redes de distribución y transporte mediando los correspondientes permisos y que no se vinculan a proyecto 
prioritario alguno, se tramitarán conforme a lo establecido en la normativa del sector eléctrico y urbanística, sin que 
resulte posible en adelante que se declaren y tramiten como planes o proyectos de interés general de Aragón. Con 
esta finalidad, la disposición final tercera modifica la letra c) del apartado primero del artículo 33 de la vigente Ley 
de Ordenación del Territorio de Aragón eliminando las actividades energéticas de las que pueden ser autorizadas 
conforme al régimen general de los planes y proyectos de interés general de Aragón.
	 A esta nueva modalidad especial de planes y proyectos de interés general de Aragón declarados inversión de 
interés autonómico podrán recurrir, si lo desean, la iniciativa pública y privada para acelerar inversiones productivas 
que vayan asociadas a instalaciones de generación de electricidad a partir de fuentes renovables generando siner-
gias entre el sector industrial y el energético en beneficio los intereses generales de Aragón. En las cuatro secciones 
que integran este capítulo se regulan, primero, el concepto de proyectos prioritarios con generación renovable aso-
ciada, su alcance prioritario y los efectos de su declaración; en segundo lugar, se regula el régimen jurídico especial 
de la declaración de prioritarios de estos proyectos de interés autonómico e interés general, así como diversas cues-
tiones conexas como el procedimiento para la declaración, la utilidad pública e interés social de estos proyectos, y la 
caducidad de tal declaración; en tercer lugar se aborda el registro de entidades productoras de energía renovable 
para proyectos prioritarios; y, finalmente, en cuarto lugar, se incluyen en este capítulo diversas disposiciones que con-
cretan las determinaciones energéticas de los instrumentos de ordenación y habilitan el uso de determinados espacios 
para la generación de energía.
	 En el capítulo noveno se regula el informe autonómico preceptivo y no vinculante en los concursos de acceso y de 
transición justa que se convoquen en relación con nudos ubicados en el territorio de Aragón. Se trata, con ello, de 
incorporar al ordenamiento aragonés de un instrumento que se ha demostrado eficaz para ejercer las competencias 
que corresponden a la Comunidad Autónoma de Aragón en el marco de procedimientos tramitados por la Adminis-
tración General del Estado, protegiendo sus intereses. Dado que en dichos concursos tienen un peso notable criterios 
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territoriales, económicos, sociales o ambientales, resulta evidente que la Comunidad ha de ser cuando menos oída 
en los procedimientos que se tramiten al efecto.
	 El capítulo décimo, integrado por un solo artículo, incorpora al ordenamiento aragonés la gestión y agregación de 
demanda como un instrumento para lograr un funcionamiento más eficiente del mercado en beneficio de los consu-
midores de energía, en línea con los objetivos del derecho de la Unión Europea en la materia.
	 El capítulo undécimo crea el Fondo Aragonés de Solidaridad Energética, cuyo objetivo fundamental es canalizar 
la reinversión en los territorios afectados por instalaciones de generación de una parte sustancial de los ingresos ob-
tenidos por los tributos ambientales autonómicos que gravan tales afecciones. Para ello se establecen los criterios de 
dotación del fondo, su destino, los municipios destinatarios de este y el procedimiento y criterios de reparto.
	 Por último, el Decreto-ley contiene seis disposiciones adicionales, cuatro disposiciones transitorias, una derogato-
ria y siete finales. Las seis disposiciones adicionales incorporan la habitual cláusula sobre referencias de género, 
la regulación de determinadas obligaciones de información de las compañías distribuidoras que operan en Aragón, 
la planificación y zonificación ambiental para la instalación de nuevas instalaciones de generación de energía en 
Aragón, la competencia para la autorización de aumentos de potencia instalada o de hibridación, la modificación 
de las líneas de evacuación y la reorganización del área de energía de la administración autonómica.
	 Las dos primeras disposiciones transitorias, por su parte, regulan el régimen transitorio aplicable a los proyectos 
inversores y a los proyectos de generación energética renovable aprobados o que se encuentren en tramitación a la 
entrada en vigor de este Decreto-ley, y la tercera las especificidades del régimen de aplicación de los hitos del Real 
Decreto-ley 23/2020 atendiendo a las peculiaridades procedimentales que rigen en Aragón. La cuarta disposición 
transitoria se dedica al régimen aplicable al Fondo Aragonés de Solidaridad Energética en tanto se complete el ré-
gimen tributario aplicable a tecnologías de generación de electricidad a partir de fuentes renovables distintas de la 
hidráulica.
	 Mediante la disposición derogatoria se derogan genéricamente las normas de igual o inferior rango que se opon-
gan a lo dispuesto en este Decreto-ley.
	 Por último, las siete disposiciones finales se dedican, en primer lugar, a modificar los artículos 6 y 7 bis del 
Decreto-ley 1/2008, de 30 de octubre, del Gobierno de Aragón, de medidas administrativas urgentes para facilitar 
la actividad económica en Aragón, con la finalidad de fijar los criterios a tomar en consideración para obtener la 
declaración de inversión de interés autonómico prevista en el artículo 6 y la declaración de interés autonómico con 
interés general regulada en el artículo 7 bis), como son su impacto en términos de creación de puestos de trabajo, así 
como la inversión, siguiendo para ello el criterio establecido en este Decreto-ley, y siendo tal modificación necesaria 
a fin de garantizar la coherencia jurídica entre ambos textos normativos.
	 La disposición final segunda modifica el Decreto-Ley 2/2016, de 30 de agosto, de medidas urgentes para la 
ejecución de las sentencias dictadas en relación con los concursos convocados en el marco del Decreto 124/2010, 
de 22 de junio, y el impulso de la producción de energía eléctrica a partir de la energía eólica en Aragón. Tal reforma 
tiene por objeto adecuar los umbrales de potencia establecidos en la normativa aragonesa para determinar el carác-
ter sustancial o no de la modificación de un proyecto o de la autorización administrativa de una instalación de produc-
ción de energía eléctrica a partir de la eólica. Ello dado que la reciente modificación del Real Decreto 1955/2000, 
de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y 
procedimientos de autorización de instalaciones de energía eléctrica aumentó los umbrales inicialmente fijados, lo 
que torna en imprescindible la correlativa adaptación de la normativa aragonesa a fin de evitar que esta resulte más 
restrictiva que la estatal.
	 La disposición final tercera, como ha quedado expuesto, modifica la letra c) del apartado primero del artículo 33 
del texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 2/2015, de 
17 de noviembre, del Gobierno de Aragón, en coherencia con el régimen especial de los proyectos con generación 
renovable asociada declarados prioritarios regulados en el capítulo VIII y, en particular, con lo establecido en el apar-
tado segundo del artículo 41 de este Decreto-ley.
	 Las disposiciones finales cuarta, quinta y sexta tienen por objeto, respectivamente, encomendar al Gobierno que 
promueva tanto una nueva Ley autonómica de energía como la regulación de las cooperativas de energía, habilitar 
genéricamente el desarrollo reglamentario y, finalmente, establecer la inmediata entrada en vigor de este Decreto-ley.

VII

	 La adopción de medidas mediante Decreto-ley ha sido avalada por el Tribunal Constitucional siempre que concu-
rra una motivación explícita y razonada de la necesidad —entendiendo por tal que la coyuntura de crisis sanitaria 
y económica exige una rápida respuesta— y la urgencia —asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la 
adopción de la medida de que se trate mediante una tramitación por el cauce normativo ordinario podría generar 
algún perjuicio—.
	 El Decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin que justifica la legislación de ur-
gencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, 
FJ. 5; 11/2002, de 17 de enero, FJ. 4, 137/2003, de 3 de julio, FJ. 3 y 189/2005, de 7 julio, FJ. 3), subvenir 
a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una 
acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de 
urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento 
no depende del Gobierno.
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	 La crisis económica derivada de la emergencia sanitaria que asoló el mundo de finales de 2019 a finales de 
2022, primero, y la agresión rusa a Ucrania iniciada en febrero de 2022, después, justifican la extraordinaria y 
urgente necesidad de adoptar medidas que permitan acelerar la implantación de plantas de producción de energías 
renovables, primero, y el consumo eléctrico de cercanía, después. El autoconsumo, en el marco de lo establecido 
en la normativa básica estatal, las comunidades de energía y la integración de diversas acciones generadoras de 
demanda con las energías obtenidas de fuentes renovables, constituyen palancas fundamentales para que la actual 
situación, crítica para muchos ciudadanos y empresas, pueda revertirse hacia la normalidad. Pero esa normalidad 
ha de ser diferente a la anterior, ha de estar comprometida con la lucha contra el cambio climático y la reducción de 
emisiones, con la democratización de la energía, con su puesta en valor en el ámbito empresarial para incrementar la 
competitividad de nuestra industria. Son muchos, en fin, los objetivos y poco el tiempo que la sucesión de crisis desde 
el inicio del presente siglo concede para alcanzarlos con éxito.
	 Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este Decreto-ley se inscribe en el juicio político o de 
oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, 
FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC 14/2020, de 28 
de enero, FJ 4), centradas en el cumplimiento de la seguridad jurídica y la salud pública. Los motivos de oportunidad 
que acaban de exponerse demuestran que, en ningún caso, este Decreto-ley constituye un supuesto de uso abusivo o 
arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 
237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones expuestas 
justifican amplia y razonadamente la adopción de la norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 
2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3). A juicio del Gobierno de Aragón, y en el contexto cons-
titucional que se acaba de exponer, si la competencia es siempre irrenunciable, hoy no ejercerla, en las actuales 
circunstancias, sería imperdonable.
	 Debe señalarse también que este Decreto-ley no afecta, por las razones que ya se han apuntado anteriormente, al 
ámbito de aplicación delimitado por el artículo 44 del Estatuto de Autonomía de Aragón. Además, por razones que 
igualmente han quedado expuestas, responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exigen la normativa básica estatal y aragonesa de procedimiento 
administrativo y régimen jurídico. A estos efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesi-
dad y eficacia dado el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, siendo el Decreto-ley el 
instrumento más adecuado para garantizar su consecución. La norma es acorde con el principio de proporcionalidad 
al contener la regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico. En cuanto al 
principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de consulta pública, audiencia e información pública 
que no son aplicables a la tramitación y aprobación de normas de urgencia. Por último, en relación con el principio 
de eficiencia, este Decreto-ley no impone cargas administrativas ni materiales, sino que, antes al contrario, trata de 
removerlas para agilizar y simplificar a un tiempo las actividades.
	 En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 44 del Estatuto de Autonomía de Aragón, ejer-
ciendo las competencias establecidas en los artículos 7.ª, 8.ª, 9.ª y 32.ª del artículo 71, y 11.ª y 12.ª del artículo 
75, ambos del Estatuto de Autonomía, a propuesta del Vicepresidente y Consejero de Industria, Competitividad y 
Desarrollo Empresarial, la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales y la Consejera de Economía, Plani-
ficación y Empleo, de acuerdo con el informe de la Dirección General de Servicios Jurídicos, y previa deliberación 
del Gobierno de Aragón en su reunión del día 20 de marzo de 2023,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

	 Artículo 1.— Objeto.
	 Es objeto de este Decreto-ley impulsar el proceso de transición energética en Aragón promoviendo el consumo 
energético de cercanía, residencial o productivo, mediante la vinculación de la planificación de inversiones producti-
vas y de generación de energía a partir de fuentes renovables y el desarrollo legislativo, en el marco de la normativa 
europea y básica estatal, del régimen de las líneas directas, el autoconsumo, las comunidades de energía, las redes 
cerradas de distribución y determinados aspectos de las plantas hibridadas de generación en Aragón.

	 Artículo 2.— Fines.
	 Los fines que mediante las medidas que se establecen se tratan de alcanzar son los siguientes:
	 a) Favorecer el consumo energético de cercanía, en todas sus modalidades posibles, tanto para usos residencia-
les como productivos o de cualquier otra naturaleza.
	 b) Incrementar el nivel de autoabastecimiento y diversificación energéticos regionales aprovechando la gran ca-
pacidad de generación de electricidad a partir de fuentes renovables del territorio aragonés.
	 c) Contribuir a dar cumplimiento a los objetivos previstos en los distintos instrumentos estratégicos y de planifica-
ción energética y cambio climático europeos, estatales y autonómicos.
	 d) Promover y ordenar la expansión de las energías renovables y la participación del sector económico empresa-
rial en Aragón, a través del fomento de instalaciones energéticas a que utilicen fuentes renovables, para aprovechar 
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las economías de escala, el potencial de producción y demanda del tejido empresarial, así como la mejora de la 
competitividad de nuestro tejido productivo.
	 e) Impulsar las buenas prácticas en el sector energético y empresarial de Aragón, promoviendo su competitividad 
y compromiso con la transición energética y ecológica.
	 f) Promover la penetración de renovables en el sector empresarial de Aragón, fomentando las diferentes figuras 
jurídicas que promuevan el autoconsumo energético de acuerdo con la normativa europea y española, así como el 
almacenamiento de energía en los polígonos logísticos e industriales.
	 g) Impulsar el autoconsumo energético en Aragón en cualquiera de las modalidades que regule o pueda regular 
en el futuro la normativa básica estatal.
	 h) Facilitar la constitución de comunidades de energía de cualquier naturaleza con objeto de empoderar a los 
consumidores de energía y hacerlos partícipes del mercado eléctrico para lograr que este sea más competitivo y la 
energía más asequible.
	 i) Optimizar la capacidad instalada de generación de las plantas de producción ubicadas en el territorio de Ara-
gón para que este íntegramente a disposición de los consumidores, en coherencia con los impactos ambientales y 
económicos soportados, y no solo al servicio de las redes para incrementar su ocupación.
	 j) Garantizar que la Comunidad Autónoma de Aragón es oída en lo que respecta a sus competencias en cualquier 
procedimiento de adjudicación de capacidad de acceso tramitado por la Administración General del Estado en nu-
dos ubicados en el territorio aragonés.
	 k) Sentar las bases para la creación de un fondo aragonés de solidaridad energética que permita a la adminis-
tración de la Comunidad Autónoma y a las entidades locales colaborar para redistribuir en el territorio aragonés 
los beneficios derivados de la transición energética y compensar las afecciones singulares que esta pueda llegar a 
producir.
	 l) Proteger los valores paisajísticos y culturales del territorio aragonés, los suelos agrarios estratégicos y garantizar 
el ejercicio de las competencias autonómicas y municipales en materia de ordenación del territorio.

	 Artículo 3.— Ámbito territorial.
	 Este Decreto-ley se aplicará en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón en los términos en él esta-
blecidos.
 

CAPÍTULO II
Consumo de cercanía

	 Artículo 4.— Consumo eléctrico de cercanía.
	 1. Se considerará consumo eléctrico de cercanía todo aquel que, mediante líneas directas, a través de cualquier 
modalidad de autoconsumo de las reguladas en la normativa básica estatal, mediante contratos de compra de ener-
gía u otras fórmulas que permitan articular el suministro de electricidad vincule plantas de producción de energía a 
partir de fuentes renovables con consumidores finales de electricidad, reduciendo sus costes energéticos, todos ellos 
dentro del territorio de Aragón.
	 2. Los proyectos de consumo eléctrico de cercanía podrán declararse prioritarios como proyectos con generación 
renovable asociada conforme a lo establecido en el capítulo VIII y a los efectos establecidos en el mismo.

CAPÍTULO III
Líneas directas y consumos de cercanía

	 Artículo 5.— Líneas directas.
	 1. Son líneas directas las líneas de electricidad que conecten los siguientes puntos:
	 a) Un lugar de generación aislado con un cliente aislado, o
	 b) Un productor y una empresa de suministro de electricidad, que tenga la condición de comercializadora, para 
abastecer directamente a sus propias instalaciones, filiales y clientes, utilizando, en su caso, cualquier modalidad de 
autoconsumo.
	 c) Una instalación de generación próxima de red interior con uno o varios consumidores en régimen de auto-
consumo.
	 2. Las líneas directas permitirán los siguientes suministros de electricidad:
	 a) Todos los productores y empresas de suministro de electricidad establecidos en el territorio de la Comunidad 
Autónoma de Aragón pueden suministrar electricidad mediante una línea directa que discurra íntegramente por el 
territorio aragonés a sus propias instalaciones, filiales y clientes, sin estar sujetos a procedimientos administrativos o 
costes desproporcionados.
	 b) Cualesquiera de tales clientes en territorio aragonés, individual o conjuntamente, pueden recibir suministro de 
electricidad mediante una línea directa que discurra íntegramente por territorio aragonés de los productores y empre-
sas de suministro de electricidad ubicados o que operen en el territorio de Aragón, respectivamente.
	 3. Las líneas directas integradas en instalaciones destinadas al autoconsumo se regirán por su normativa especí-
fica. Los proyectos de líneas directas, así como los centros de transformación o de seccionamiento, subestaciones 
u otras instalaciones precisas para la implantación efectiva del consumo de cercanía podrán declararse de utilidad 
pública e interés social a efectos expropiatorios en el acuerdo de autorización o mediante acuerdo específico.
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	 4. Las líneas directas que discurran íntegramente por el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón, salvo 
las que estén conectadas a instalaciones de generación de competencia estatal, se regirán por la normativa técnica 
y de seguridad que les resulte de aplicación y por lo establecido en este Decreto-ley.

	 Artículo 6.— Tipología.
	 Podrán construirse líneas directas, sin perjuicio de otros supuestos en que resulten admisibles conforme a la norma-
tiva básica estatal y aragonesa y una vez obtenidos los títulos habilitantes que procedan, al menos en los siguientes 
casos:
	 a) Plantas aisladas de generación de energía eléctrica a partir de fuentes renovables. En estos supuestos el consu-
midor o consumidores tendrán igualmente la condición de aislados, de modo que la planta proveerá de energía al 
consumidor o consumidores en isla.
	 b) Plantas destinadas a autoconsumo sin excedentes, que no cuenten con permiso de acceso y conexión. En estos 
supuestos el consumidor o consumidores tendrán derecho a obtener suministro de la red en las condiciones estableci-
das en la normativa básica estatal, sin perjuicio de las condiciones técnicas que esta establece para garantizar que 
la planta de generación no pueda verter energía a la red.
	 c) Plantas con potencia instalada superior a la que puedan evacuar conforme a sus permisos de acceso y co-
nexión, hibridadas o no. En este caso, la línea directa servirá para destinar a consumidores la energía eléctrica 
almacenada o generada en la planta que no pueda evacuarse a través de su punto de acceso y conexión a la red. 
En estos supuestos el consumidor o consumidores tendrán derecho a obtener suministro de la red en las condiciones 
establecidas en la normativa básica estatal, sin perjuicio de las condiciones técnicas que esta establece para garanti-
zar que la planta de generación, que podrá suministrar energía en régimen de autoconsumo sin excedentes conforme 
a su régimen específico, no pueda verter energía a la red.
	 d) Plantas de producción de combustibles renovables líquidos y gaseosos de origen no biológico.

	 Artículo 7.— Criterios determinantes para la autorización de líneas directas.
	 1. Corresponde al órgano competente de la administración autonómica en materia de energía la autorización 
de líneas directas que discurran íntegramente por el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón, salvo las que 
estén conectadas a instalaciones de generación de competencia estatal.
	 2. Los criterios para la autorización de líneas directas de competencia autonómica favorecerán la competencia 
en el sector eléctrico, la eficiencia de la red y la reducción de pérdidas de energía, la reducción de los precios de la 
electricidad, la lucha contra la despoblación, el desarrollo sostenible, el reequilibrio territorial, la atracción o conso-
lidación de inversiones productivas y la mejora de la competitividad económica y empresarial en Aragón.
	 3. La autorización y construcción de línea directas de competencia autonómica se someterá a las siguientes 
reglas:
	 a) Atendiendo al interés de la Unión Europea de favorecer la competencia en beneficio de los consumidores de 
energía y los principios establecidos en el artículo anterior, la autorización y la construcción de líneas directas no 
estarán supeditadas ni a una petición o denegación de acceso a la red por falta de capacidad ni al inicio de un 
procedimiento de resolución de conflicto entre un solicitante de acceso y el gestor de la red a la que lo solicita.
	 b) La autorización sólo podrá denegarse, siempre de forma motivada y debidamente justificada, considerando 
que puede obstaculizar la aplicación de las disposiciones en materia de obligaciones de servicio público estable-
cidas por la normativa básica conforme al artículo 9 de la Directiva (UE) 2019/944 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de junio de 2019, sobre normas comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que 
se modifica la Directiva 2012/27/UE. El órgano competente para resolver, cuando lo considere conveniente para 
una adecuada resolución del expediente, podrá otorgar audiencia al gestor o gestores de red por plazo máximo de 
quince días. Dicho plazo se ampliará por el tiempo preciso si considera conveniente otorgar audiencia al gestor o 
gestores de red.
	 c) En los supuestos en los que resulte de aplicación la declaración responsable, el órgano competente dispondrá de 
un plazo de quince días para pronunciarse, con los efectos que procedan, sobre las circunstancias señaladas en la 
letra anterior. Dicho plazo se ampliará por el tiempo preciso si considera conveniente otorgar audiencia al gestor o 
gestores de red.
	 d) El titular de la línea directa deberá desmontarla al final de su vida útil, o cuando cese su actividad reponiendo 
las áreas afectadas a su estado anterior.
	 4. Los proyectos de líneas directas se someterán a los procedimientos de prevención y protección ambiental o 
paisajística que resulten preceptivos y se atendrán estrictamente, conforme a lo que establezcan dichas normas, al 
condicionado y seguimiento ambiental que acuerde el órgano ambiental conforme a lo que se establezca regla-
mentariamente. Al diseñarlas se tendrá en cuenta la reducción de impactos ambientales y visuales, analizando la 
posibilidad técnica y financiera de soterramiento y su despliegue por espacios ya degradados, teniendo presente su 
compatibilidad con otros desarrollos cuando sean conocidos.

	 Artículo 8.— Declaración responsable para la construcción de líneas directas.
	 Las líneas directas asociadas a instalaciones de generación de energía eléctrica a partir de fuentes renovables 
que no requieran autorización administrativa previa y de construcción se considerarán un elemento integrante de 
dichas instalaciones y no requerirán, tampoco, autorización administrativa previa y de construcción, sin perjuicio de 
la declaración responsable exigible conforme a la reglamentación técnica aplicable a dichas instalaciones.
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	 Artículo 9.— Exclusión de las redes.
	 1. En ningún caso formarán parte de la red de transporte, de acuerdo con lo establecido en la normativa básica 
estatal, los transformadores de grupos de generación, los elementos de conexión de dichos grupos a las redes de 
transporte, las instalaciones de consumidores para su uso exclusivo, ni las líneas directas.
	 2. No formarán parte de las redes de distribución, de acuerdo con lo establecido en la normativa básica estatal, 
los transformadores de grupos de generación, los elementos de conexión de dichos grupos a las redes de distribu-
ción, las instalaciones de consumidores para su uso exclusivo, ni las líneas directas.

	 Artículo 10.— Propiedad y titularidad de líneas directas para autoconsumo.
	 Las líneas directas que formen parte de sistemas de autoconsumo se regirán por las normas específicas sobre pro-
piedad y titularidad propias de la modalidad de autoconsumo a la que provean de energía eléctrica sin que se vean 
afectadas, conforme a la normativa básica, por las normas generales aplicables para la integración de líneas directas 
en supuestos, sin autoconsumo, de compartición de estas, extensión de red o nuevas instalaciones necesarias hasta 
el punto de conexión que vayan a ser utilizadas por más de un consumidor y/o generador, excepto si pueden ser 
consideradas infraestructuras compartidas de evacuación.

	 Artículo 11.— Contratación de suministro de electricidad por consumidores con líneas directas.
	 1. El suministro de electricidad mediante línea directa a que hace referencia este capítulo no impedirá contratar 
el suministro de electricidad conforme al régimen jurídico aplicable.
	 2. En los supuestos de autoconsumo sin excedentes la instalación eléctrica deberá garantizar, conforme a la nor-
mativa básica y técnica aplicables, que no existe capacidad alguna de vertido a la red de energía procedente de la 
línea directa y sujetarse a las condiciones técnicas y de seguridad, especialmente de desconexión, que resulten de 
aplicación.

CAPÍTULO IV
Autoconsumo

	 Artículo 12.— Instalaciones próximas de producción a efectos de autoconsumo.
	 1. Son instalaciones de producción próximas a las de consumo las definidas como tales en el apartado segundo 
del artículo 9 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del sector eléctrico y en la letra g) del artículo 3 del Real 
Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones administrativas, técnicas y económicas del 
autoconsumo de energía eléctrica, o normas que los sustituyan.
	 2. Es red interior la definida en la letra i) del artículo 3 del Real Decreto 244/2019, de 5 de abril, o norma que 
la sustituya. Las redes interiores podrán establecerse en cualquier nivel de tensión a efectos de autoconsumo.
	 3. Productores y consumidores tienen derecho a construir y operar líneas directas que discurran íntegramente por 
la Comunidad Autónoma de Aragón conforme a lo establecido en la normativa europea, la básica estatal y este 
Decreto-ley y a establecer y operar redes interiores de cualquier nivel de tensión para establecer sistemas de autocon-
sumo.

	 Artículo 13.— Medidas sobre autoconsumo sin excedentes.
	 1. El autoconsumo sin excedentes a través de líneas directas e instalaciones próximas de red interior se regirá por 
lo establecido en la normativa básica estatal y en este Decreto-ley.
	 2. Para impulsar el consumo de cercanía mediante autoconsumo sin excedentes podrán conectarse instalaciones de 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes renovables mediante líneas directas, en cualquier nivel de tensión, 
a la red interior de uno o varios consumidores para realizar esta modalidad de autoconsumo, individual o colectivo.
	 3. Cuando el autoconsumo sin excedentes sea colectivo en la red interior podrán establecerse sistemas de me-
dida privados a los exclusivos efectos de determinar la energía consumida por cada consumidor de la instalación 
de producción próxima asociada. Dichos sistemas de medida se regirán, en cuanto resulte preciso atendiendo a su 
funcionalidad específica, por la misma normativa reglamentaria unificada, de metrología e instrucciones técnicas 
aplicables a los sistemas de medida del sistema eléctrico nacional.
	 4. Los titulares de las instalaciones de producción de electricidad a partir de fuentes renovables podrán incor-
porarse a comunidades o mancomunidades de energía que estructuren el autoconsumo colectivo mediante líneas 
directas conectadas a red interior conforme a lo establecido en este Decreto-ley.

	 Artículo 14.— Medidas sobre autoconsumo con excedentes.
	 1. Para impulsar el consumo de cercanía mediante autoconsumo con excedentes a través de red las líneas de 
evacuación de energía procedentes de instalaciones de producción de electricidad a partir de fuentes renovables, 
como regla general y en el marco de lo establecido en la normativa básica estatal, podrán conectarse a la red de 
distribución en los puntos y tensiones que se encuentren a las distancias más adecuadas para realizar esta modalidad 
de autoconsumo, individual o colectivo.
	 2. El titular de las instalaciones de producción de electricidad a partir de fuentes renovables asociadas como 
instalaciones próximas a través de red a autoconsumo colectivo podrá tramitarlas proponiendo al gestor de red la 
ubicación de los sistemas de medida asociados a su punto frontera en los lugares más adecuados para ampliar el 
número de consumidores que podrán participar en el autoconsumo colectivo.
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	 3. Salvo que medie causa suficientemente acreditada por el gestor de red conforme a lo establecido en la nor-
mativa básica estatal y con objeto de impulsar el consumo de cercanía, los puntos frontera y sistemas de medidas se 
fijarán en los lugares que permitan la incorporación de un mayor número de autoconsumidores.
	 4. Los titulares de las instalaciones de producción de electricidad a partir de fuentes renovables podrán incor-
porarse a comunidades o mancomunidades de energía que estructuren el autoconsumo colectivo a través de red 
conforme a lo establecido en este Decreto-ley.
 

CAPÍTULO V
Comunidades de energía

	 Artículo 15.— Ámbito de aplicación.
	 Las comunidades y mancomunidades de energía que se constituyan y desarrollen su actividad dentro del ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Aragón se regirán por lo establecido en este Decreto-ley y, cuando proceda, 
en la normativa básica estatal.

	 Artículo 16.— Concepto y tipos de comunidades de energía.
	 1. Tendrán la consideración de comunidad de energía aquellas entidades jurídicas que, sin perjuicio de los requi-
sitos que para cada una de las modalidades se exigen, tengan capacidad para ejercer derechos y estar sujetas a 
obligaciones, estén basadas en la participación abierta y voluntaria de quienes la integren y tengan como objetivo 
principal ofrecer beneficios medioambientales, económicos o sociales a sus miembros o socios o en la zona donde 
desarrolla su actividad, más que generar una rentabilidad financiera.
	 2. Las comunidades de energía se clasifican en:
	 a) Comunidad ciudadana de energía.
	 b) Comunidad de energía renovable.
	 3. Las comunidades de energía en las que participen entidades locales podrán tener la consideración de comuni-
dades de energía locales.

	 Artículo 17.— Comunidad ciudadana de energía.
	 1. Las comunidades ciudadanas de energía son entidades jurídicas en las que puede participar cualquier persona 
física o jurídica que, con independencia de la forma jurídica que adopten, se basan en la participación voluntaria y 
abierta de sus integrantes, cuyo control efectivo lo ejercen socios o miembros que sean personas físicas, autoridades 
locales, incluidos los municipios, o pequeñas empresas y que desarrollan cualquiera de las actividades o presten a sus 
miembros o socios cualquiera de los servicios previstos en el apartado segundo del artículo 22 de este Decreto-ley.
	 2. Serán autónomas, podrá participar cualquier persona física o jurídica, pero habrán de estar efectivamente 
controladas por miembros que sean personas físicas, autoridades locales, incluidos los municipios, o pequeñas em-
presas, para los cuales el sector de la energía no constituya su ámbito de actividad económica principal.
	 3. Se fomentará que las comunidades ciudadanas de energía garanticen en su actividad el aprovechamiento de 
fuentes de energía de carácter renovable.

	 Artículo 18.— Comunidad de energías renovables.
	 1. Las comunidades de energías renovables son entidades jurídicas que, con independencia de la forma jurídica 
que adopten, estén integradas por personas socias o miembros que sean personas físicas, pymes o autoridades 
locales, sean autónomas y su control efectivo sea ejercido por personas socias o miembros que estén situados en 
las proximidades de los proyectos de energías renovables que sean propiedad de dichas entidades jurídicas y que 
estas hayan desarrollado, y para los cuales, el sector de la energía no constituya su ámbito de actividad económica 
principal.
	 2. Se entenderá que las personas socias o miembros de la comunidad de energía renovable están situadas en 
proximidad del proyecto de energía renovable cuando se cumplan los presupuestos para ello exigidos en la norma-
tiva estatal de aplicación.

	 Artículo 19.— Mancomunidades de energía.
	 1. Las mancomunidades de energía son entidades de segundo grado, formadas por comunidades de energías re-
novables y, en su caso, otras personas o entidades con las cuales compartan objetivos e intereses y puedan alcanzar 
acuerdos que permitan el mejor cumplimiento de los fines de las comunidades de energía mancomunadas.
	 2. Las mancomunidades de energía podrán desarrollar las mismas actividades que las comunidades de energía 
que las integren. Además, conforme a la normativa básica de conexión a redes, autoconsumo, técnica y de seguri-
dad, podrán conectar los sistemas de autoconsumo que gestionen sus miembros, entre sí, o con plantas de genera-
ción que puedan suministrarles energía para sus sistemas de autoconsumo.
	 3. Las mancomunidades de energía en las que participen entidades locales podrán tener la consideración de man-
comunidades de energía locales.

	 Artículo 20.— Forma jurídica.
	 1. Las comunidades de energía podrán adoptar cualquiera de las formas jurídicas previstas en el ordenamiento 
jurídico, siempre y cuando se garantice que son compatibles con los requisitos de voluntariedad, apertura, autonomía 
y control efectivo que las define.
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	 2. Las comunidades de energía se constituirán de conformidad con las formalidades legales que en cada caso 
pueda exigir la legislación aplicable en función de la forma jurídica elegida.
	 3. Los estatutos de las comunidades de energía deberán contener el mínimo exigido por la normativa de aplicación 
en función de la forma jurídica elegida, debiendo otorgarse una escritura pública cuando así se exigiere por aquella 
normativa, e inscribirse mediante declaración responsable en el Registro Público de Comunidades de Energía de 
Aragón que al efecto se habilite.
	 4. Los estatutos de la comunidad de energía tendrán el siguiente contenido:
	 a) Objeto social, coherente con la definición del artículo 16 de este Decreto-ley.
	 b) Previsión, en su caso, de aportaciones dinerarias, no dinerarias y/o cuotas que las personas socias deban 
realizar en favor de la comunidad.
	 c) Órganos de la comunidad, tales como la asamblea de los y las socias y el órgano de administración, así como 
las reglas de voto, composición, forma de celebración de las reuniones y adopción de los acuerdos de dichos ór-
ganos, garantizando en todo momento una gobernanza democrática y transparente, todo ello conforme a la forma 
jurídica que pudiera adoptar la comunidad de que se trate.

	 Artículo 21.— Requisitos.
	 Para que una entidad pueda ser considerada comunidad de energía deberá cumplir los siguientes requisitos:
	 a) Participación abierta: Podrá pertenecer a una comunidad de energía cualquier persona física o jurídica, de 
naturaleza pública o privada, que reúna los requisitos que en cada caso se exijan. Estos requisitos no podrán ser 
discriminatorios o establecer límites o condicionantes que limiten la libre participación de las personas interesadas. 
No se considerará limitativo de la participación abierta la exigencia de tener residencia habitual, o domicilio social, 
en el municipio o municipios que se encuentren en el ámbito territorial de actividad de la comunidad de energía; ser 
propietaria, arrendataria u ocupante legal en virtud de cualquier otro título jurídico, de los inmuebles que, en su 
caso, se asocien al suministro de energía; o ser titular de la actividad que se desarrolle en el inmueble asociado al 
suministro de energía.
	 b) Participación voluntaria: La pertenencia a una comunidad de energía sea cual sea la forma jurídica que se 
adopte, será libre y voluntaria. Las personas socias tendrán libertad tanto para incorporarse como para causar baja 
en cualquier momento, conforme a las reglas de altas y bajas de las personas socias establecidas por la normativa 
de aplicación en función de la forma jurídica elegida. Todo ello sin perjuicio de la aplicación de lo que en cada 
momento disponga la normativa sectorial de aplicación a la actividad, o actividades, que desarrolle la comunidad.
	 c) Autonomía: Las comunidades de energía conservarán su autonomía respecto de las personas que las integren. 
Se entenderá que se incumple este requisito cuando una sola persona socia reúna más de la mitad de los votos, o 
cuando la configuración del régimen aplicable a la toma de decisiones que se adopte en los estatutos, o documento 
que regule el funcionamiento interno de la comunidad, suponga atribuir una posición de dominio a determinadas 
personas socias con respecto al resto; o cuando una sola persona socia tenga la facultad de nombrar o destituir a la 
mayoría de los miembros del órgano de administración.
	 d) Control efectivo: Corresponderá a las personas integrantes de la comunidad de energía, en la forma que 
se determine en la normativa de aplicación en función de la forma jurídica elegida, así como en sus estatutos, la 
toma de decisiones de la comunidad. Ello podrá suponer la existencia de una Asamblea de Socios para adoptar 
los acuerdos de su competencia, así como la facultad de nombrar o destituir al órgano de administración y gestión 
de la comunidad. En función de cuál sea el tipo de comunidad de energía, se entenderá que no concurre el control 
efectivo, no teniendo la consideración de comunidad de energía, cuando la mayoría de los votos de la asamblea de 
socios y órganos de administración corresponda a entidades públicas que no tengan la consideración de autoridad 
local, entidades privadas que no tengan la consideración de pequeña empresa, entidades para las cuales el sector 
de la energía constituya un ámbito de actividad económica principal o para el grupo al que pertenezca, o personas 
socias que no estén situados en las proximidades del proyecto de energía renovable conforme al artículo 18.
	 e) Beneficios medioambientales, económicos y sociales: Las comunidades de energía, en cualquiera de sus mo-
dalidades y forma jurídica, tendrán como objetivo principal ofrecer beneficios medioambientales, económicos y 
sociales a sus miembros o a la localidad o localidades en la que desarrolle su actividad, más que generar rentabili-
dad financiera. Ello implica que las comunidades de energía destinarán, principalmente, que no exclusivamente, los 
beneficios económicos que pudieran obtener a la reducción de costes de energía de sus personas socias o miembros, 
al desarrollo de actuaciones relacionadas con su objeto social, a inversiones que supongan una mejora ambiental 
del entorno o al desarrollo social de la localidad o localidades donde desarrollan su actividad.

	 Artículo 22.— Actividad propia de las comunidades de energía.
	 1. Las comunidades de energía renovable pueden producir, consumir, almacenar y vender energías renovables, 
en particular mediante contratos de compra de electricidad renovable, así como compartir, en su seno, la energía 
renovable que produzcan sus instalaciones y acceder a todos los mercados de la energía adecuados tanto directa-
mente como mediante agregación de manera no discriminatoria. Podrán también prestar servicios de movilidad.
	 2. Las comunidades ciudadanas de energía podrán ejercer las actividades de generación, térmica y eléctrica, 
incluida la procedente de fuentes renovables, la distribución, el suministro, el consumo, la agregación, el almace-
namiento de energía, la prestación de servicios de eficiencia energética o la prestación de servicios de movilidad, 
incluidos los de recarga de vehículos eléctricos, de rehabilitación energética o de cualesquiera otros servicios energé-
ticos a sus miembros o socios.
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	 3. Ambas modalidades de comunidades de energía podrán compartir entre sus miembros la energía renovable 
que produzcan las unidades de producción de su propiedad, o aquellas cuya explotación y uso tengan reconocido, 
con sujeción a lo previsto en la normativa estatal y europea de aplicación.
	 4. Además de las actividades recogidas en los apartados precedentes, ambos tipos de comunidades de energía 
podrán prestar, entre otros, servicios de difusión, información, sensibilización e información energética y medioam-
biental.
	 5. Las comunidades de energía deberán contar con los títulos habilitantes preceptivos para la realización de sus 
actividades.

	 Artículo 23.— Derechos de sus miembros.
	 1. Las personas integrantes de una comunidad de energía podrán abandonar libremente la comunidad, sin per-
juicio de los requisitos temporales y de comunicación previa que, en cada caso, recoja los estatutos de cada entidad.
	 2. La pérdida de la condición de persona socia de una comunidad de energía podrá llevar aparejado el derecho 
a recuperar las aportaciones que en concepto de inversiones hubiera realizado, en los términos que, en su caso, dis-
pongan los estatutos reguladores de la comunidad, normas de funcionamiento interno o documento equivalente.
	 3. Todas las personas socias de una comunidad de energía tendrán derecho a participar en la toma de decisiones 
de la comunidad, en los términos que se recoja en los estatutos de esta.
	 4. Sin perjuicio del régimen interno de cada entidad, los miembros de las comunidades de energía mantendrán 
los derechos que, de conformidad con la normativa del sector eléctrico, les corresponda como consumidores finales, 
entre ellos, la libre elección de comercializadora eléctrica y cualesquiera otros que les correspondan como clientes 
domésticos o clientes activos. Este mismo derecho debe entenderse extensible a los casos en que la comunidad de 
energía gestione y explote instalaciones para el suministro de energía térmica a sus miembros.

	 Artículo 24.— Obligaciones de sus miembros.
	 1. Los miembros de las comunidades de energía estarán sujetos a las obligaciones que en su caso recojan los 
estatutos o normas de régimen interno de cada entidad conforme a su naturaleza.
	 2. Sin perjuicio de lo anterior, en aplicación de la normativa estatal les serán, además, exigibles cuantas obliga-
ciones les pueda corresponder en su condición de sujetos del sector eléctrico.

	 Artículo 25.— Derechos y obligaciones de las comunidades de energía.
	 1. En la medida en que las comunidades de energía desarrollen actividades destinadas al suministro de energía 
eléctrica, estarán sujetas al régimen jurídico previsto en la Ley del Sector Eléctrico, y normativa de desarrollo. Para 
cada actividad les serán de aplicación los derechos y obligaciones que como sujetos del sector eléctrico procedan.
	 2. Los gestores de la red de distribución, mediando la compensación justa fijada conforme a lo que establezca 
la normativa básica, cooperarán con las comunidades ciudadanas de energía para facilitar transferencias de elec-
tricidad entre estas. Asimismo, cooperarán con las comunidades de energías renovables para facilitar, en su seno, las 
transferencias de energía.
	 3. Las comunidades de energía podrán ser destinatarias de beneficios fiscales cuando así se recoja en la norma-
tiva fiscal de aplicación, en los términos y en las condiciones que en ella se estipule.

	 Artículo 26.— Representación legal.
	 Las comunidades de energía designarán una persona como representante legal con facultades suficientes para 
actuar en su nombre en la realización de cualquier trámite ante las administraciones del ámbito territorial de la Co-
munidad Autónoma de Aragón. Sus facultades de representación se podrán extender a la realización, en nombre 
de cada uno de sus miembros, de las comunicaciones que, en materia de autoconsumo, estos deban efectuar a la 
comercializadora de la zona y/o su distribuidora.

	 Artículo 27.— Derecho de superficie.
	 1. Las administraciones públicas podrán constituir un derecho de superficie o espacio sobre patrimonio de su titu-
laridad a favor de comunidades de energía legalmente constituidas para el desarrollo de proyectos de generación de 
energías renovables o almacenamiento energético u otras iniciativas que busquen el objeto descrito en la definición 
de estas comunidades.
	 2. El derecho de superficie para esta finalidad se podrá constituir a través de cualquiera de los procedimientos es-
tablecidos en su legislación reguladora y reservarse, en su caso, para este tipo de entidades, especialmente cuando 
tengan naturaleza fundacional o asociativa, siempre que, en este último caso, sean declaradas de utilidad pública. 
Las bases o acuerdos deberán incluir necesariamente los siguientes extremos:
	 a) La determinación exacta de los bienes sobre los cuales se constituye el derecho de superficie.
	 b) La duración máxima del derecho y, en su caso, las oportunas prórrogas, hasta el máximo previsto en la norma-
tiva de patrimonio público aplicable.
	 c) El canon anual a satisfacer o el mecanismo de colaboración para el aprovechamiento de la energía generada, 
si procede.
	 d) La potencia mínima de generación renovable o almacenamiento a instalar y sus características básicas.
	 e) El plazo máximo de puesta en marcha de estas instalaciones.
	 f) Los mecanismos de colaboración y fiscalización a ejercer por parte de la administración pública concedente.
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	 g) La forma en que se ejecutará la reversión a favor de la administración pública concedente una vez agotado el 
plazo de concesión o resuelta esta.
	 h) El derecho de rescisión de la concesión y reversión de esta, para los casos graves de incumplimiento del man-
tenimiento de las instalaciones, su seguridad o la infrautilización.

	 Artículo 28.— Rentabilidad social prevalente de inversiones de comunidades de energía.
	 En las instalaciones de generación de electricidad a partir de fuentes de energía renovable promovidas por una 
comunidad de energía en la que participe una entidad local se considerará que concurren intereses de rentabilidad 
social prevalentes a los de rentabilidad económica a los efectos establecidos en el apartado tercero del artículo 184 
de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

	 Artículo 29.— Consumidores vulnerables.
	 1. Se velará por la integración en las comunidades de energía de aquellas personas que tengan la condición de 
consumidoras y consumidores vulnerables, en aplicación de lo previsto en el artículo 3 del Real Decreto 897/2017, 
de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protec-
ción para los consumidores domésticos de energía eléctrica, y en el Real Decreto-Ley 15/2018, de 5 de octubre, de 
medidas urgentes para la transición energética y la protección de los consumidores, o normativa que la sustituya.
	 2. La participación de los consumidores vulnerables en las comunidades de energía tendrá en cuenta su particular 
situación, pudiéndose prever un régimen excepcional de incorporación que contemple tanto la exención o reducción 
de sus aportaciones a la inversión como tarifas del suministro de energía reducidas, sin perjuicio de cualesquiera otras 
que cada comunidad de energía estime adecuadas. En estos supuestos las subvenciones previstas conforme al artículo 
31.2 de este Decreto-ley podrán concederse directamente a las propias comunidades energéticas.
	 3. Cuando forme parte de las comunidades de energía alguna Administración pública, deberán adoptarse me-
didas de lucha contra la pobreza energética. Esta obligación se exceptuará cuando se acredite la inexistencia de 
situaciones de pobreza energética en el ámbito de actuación de la comunidad de energía.

	 Artículo 30.— Simplificación y agilización de procedimientos.
	 1. La administración autonómica promoverá acuerdos informales o convenios con municipios, gestores de red de 
distribución y comercializadoras para establecer procedimientos de gestión coordinada para simplificar y agilizar la 
creación, puesta en marcha y funcionamiento de las comunidades de energía y otras formas de consumos colectivos.
	 2. En cualquier caso, la Dirección General competente en materia de energía colaborará con las comunidades de 
energía y cualesquiera otros agentes para obtener las autorizaciones administrativas necesarias para el desarrollo 
de su actividad, agilizando y simultaneando los trámites siempre que sea posible. Asimismo, colaborará con las enti-
dades locales para la tramitación de las licencias municipales.
	 3. Las empresas distribuidoras y comercializadoras podrán ser invitadas a colaborar en la implantación y tramita-
ción de procedimientos de gestión coordinada para la agilización de los trámites que deban realizar las comunida-
des de energía.

	 Artículo 31.— Medidas de fomento y apoyo a las comunidades de energía.
	 1. Los Departamentos competentes en materia de energía, cambio climático y administración local crearán una 
unidad transitoria de apoyo a la gestión coordinada de las comunidades de energía aragonesas, con las funciones 
previstas en la normativa aragonesa de simplificación y, además, las de asesorar a las personas y entidades interesadas 
en la constitución, gestión y acceso a ayuda y subvenciones públicas o beneficios fiscales de comunidades de energía.
	 2. El Departamento competente en materia de energía, de acuerdo con las disponibilidades presupuestarias, 
establecerá líneas de ayudas y subvenciones para las comunidades de energía aragonesas. Deberán establecerse 
líneas de ayudas dirigidas a compensar los menores ingresos que las comunidades de energía pudieran tener como 
consecuencia de la aplicación del régimen excepcional de incorporación de consumidores vulnerables previsto en el 
apartado segundo del artículo 29.
	 3. Las comunidades de energía serán específicamente consideradas al establecer criterios de priorización o la in-
tensidad de otras ayudas o subvenciones públicas en las que pudieran participar en relación con su actividad propia 
conforme a este Decreto- ley.

	 Artículo 32.— Registro administrativo de comunidades de energía de Aragón.
	 1. Se crea el Registro administrativo de comunidades y mancomunidades de energía de Aragón, dependiente del 
Departamento competente en materia de energía.
	 2. Las comunidades y mancomunidades de energía deberán inscribirse, mediante declaración responsable, en el 
Registro administrativo de comunidades y mancomunidades de energía.
	 3. El Registro, que será público, se regulará por Orden del Departamento competente en materia de energía.

CAPÍTULO VI
Redes de distribución cerradas

	 Artículo 33.— Definición.
	 1. Son redes de distribución cerradas las instalaciones de distribución ubicadas íntegramente en el territorio de 
la Comunidad Autónoma de Aragón clasificadas como tales por el departamento competente en materia de energía 
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por tratarse de una red que distribuye electricidad en una zona industrial, comercial o de servicios compartidos, redu-
cida desde el punto de vista geográfico, y que, salvo en los términos más favorables que pudiera prever la normativa 
básica estatal, no suministra electricidad a clientes domésticos cuando concurra cualquiera de las dos circunstancias 
siguientes:
	 a) por razones técnicas o de seguridad concretas, el funcionamiento o los procesos de producción de los usuarios 
de dicha red están integrados, o
	 b) dicha red distribuye electricidad ante todo al propietario o gestor de la red o a sus empresas vinculadas.
	 2. Las redes de distribución cerradas se considerarán redes de distribución y se regirán por lo establecido para 
estas por la normativa básica estatal con las especialidades que, en su caso, pudiera establecer en atención a las 
peculiares características de las redes cerradas.

	 Artículo 34.— Régimen jurídico.
	 Las redes de distribución cerradas íntegramente situadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón 
se regirán, en el marco de lo que establece la normativa básica estatal en la materia, por lo establecido en este 
Decreto-ley y, supletoriamente, por las disposiciones estatales que no tengan naturaleza básica.

	 Artículo 35.— Régimen de acceso y conexión y contribución al sistema eléctrico.
	 El régimen jurídico y técnico de conexión a la red de transporte o distribución, la determinación de los peajes y 
cargos del sistema aplicables y la exigencia y requisitos de equipos de medida en sus puntos frontera o en su interior 
serán en todo caso los establecidos en la normativa básica estatal.

	 Artículo 36.— Titulares de redes de distribución cerradas.
	 1. Los titulares y gestores de redes de distribución cerradas íntegramente situadas en el territorio de Aragón 
deberán cumplir los requisitos y someter su actuación al estatuto de derechos y obligaciones y demás disposiciones 
establecidas en la normativa básica estatal.
	 2. La certificación que acredite su capacidad legal, técnica y económica corresponderá otorgarla, previa solicitud 
del interesado, al órgano que proceda del departamento competente en materia de energía de la Comunidad Autó-
noma Aragón cuando la actividad se vaya a desarrollar exclusivamente en el ámbito territorial de la misma.

	 Artículo 37.— Autorización de instalaciones de redes cerradas.
	 La autorización administrativa de las instalaciones integrantes de redes de distribución cerradas ubicadas en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón que no sean de competencia estatal conforme a lo que establece el 
apartado décimo tercero del artículo 3 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, corresponderá al titular del Depar-
tamento competente en materia de energía de la Comunidad Autónoma de Aragón.

CAPÍTULO VII
Garantía de eficiencia ambiental

y económica de plantas de producción

	 Artículo 38.— Optimización del uso de plantas con capacidad instalada superior a la capacidad de acceso.
	 Los excedentes de energía generada por las instalaciones de producción con capacidad instalada superior a la 
capacidad de acceso no susceptible de evacuación por su punto de conexión conforme a las condiciones del corres-
pondiente permiso de acceso y conexión podrán ser utilizados para impulsar el consumo de cercanía con la finalidad 
de optimizar los impactos generados por la instalación y la inversión realizada.

	 Artículo 39.— Autoconsumo sin excedentes desde plantas con capacidad superior a la capacidad de acceso.
	 1. La energía generada por instalaciones de producción cuya capacidad instalada sea superior a la capacidad 
de acceso que determina la que puedan evacuar a través de su punto de conexión a la red conforme a sus permisos 
de acceso y conexión, hibridadas o no, podrá destinarse a consumo de cercanía para suministrar mediante línea 
directa a uno o varios consumidores, en su caso en la modalidad autoconsumo sin excedentes, individual o colectivo, 
conforme establecen la normativa básica y este Decreto-ley.
	 2. En estos supuestos la instalación eléctrica de red interior del consumidor o consumidores deberá garantizar, 
conforme a la normativa básica y técnica aplicables, que no podrá realizarse vertido alguno de esta energía exce-
dentaria procedente de la línea directa a la red, garantizando el cumplimiento de las normas de seguridad y, espe-
cialmente, de desconexión.

	 Artículo 40.— Autorización de infraestructuras complementarias.
	 1. Las infraestructuras energéticas necesarias para utilizar los excedentes de energía de las instalaciones de pro-
ducción a las que se refiere el artículo anterior, tales como las líneas directas, se autorizarán conforme al régimen que 
les resulte de aplicación. Deberán ponderarse los impactos ambientales, territoriales y económicos ya provocados 
por la instalación de producción y los que pudieran causar las nuevas infraestructuras precisas para el aprovecha-
miento de los excedentes de energía.
	 2. La autorización de las infraestructuras complementarias de instalaciones de producción, cuando se conecten 
a un consumidor que, simultáneamente, esté conectado a la red en condición de tal, requerirá, en su caso y con-
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forme establece el apartado primero del artículo 32 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que 
se regulan las actividades de transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autoriza-
ción de instalaciones de energía eléctrica, autorización expresa de la Dirección General competente en materia 
de energía.
	 3. La autorización lo será a los solos efectos de hacer viable el consumo de cercanía a través de autoconsumo 
sin excedentes, individual o colectivo, sin que pueda alterarse en modo alguno el permiso de acceso y conexión que 
ampara el vertido de la instalación hibridada ni, en supuesto alguno, autorizar vertidos adicionales a la red.

CAPÍTULO VIII
Integración urbanística de la generación renovable

SECCIÓN 1.ª PROYECTOS PRIORITARIOS
CON GENERACIÓN RENOVABLE ASOCIADA

	 Artículo 41.— Proyectos o inversiones con generación renovable asociada.
	 1. Son proyectos o inversiones con generación renovable asociada aquellos que incorporen, como uno de sus ele-
mentos o de la planificación territorial o urbanística, plantas de generación asociadas concebidas para suministrarles 
energía a través de cualquiera de los procedimientos admisibles conforme a la normativa básica estatal.
	 2. Sólo podrán tramitarse mediante plan o proyecto de interés general de Aragón actividades o instalaciones 
energéticas asociadas a proyectos o inversiones que sean declarados prioritarios conforme a lo establecido en este 
Decreto-ley.

	 Artículo 42.— Tramitación.
	 Los proyectos o inversiones con generación renovable asociada que sean declarados prioritarios y urgentes se 
regirán por lo establecido en este capítulo.

	 Artículo 43.— Carácter prioritario.
	 1. Los proyectos con generación renovable asociada, cuando sean declarados conforme a este Decreto-ley inver-
sión de interés autonómico o de interés general, por su especial relevancia e interés económico, social y territorial, 
serán considerados prioritarios para el desarrollo económico de la Comunidad Autónoma de Aragón.
	 2. La declaración del carácter prioritario se extiende al conjunto del proyecto, comprendiendo tanto la actuación 
o proyecto de inversión, como las instalaciones de producción de energía renovable asociadas, ya sea mediante 
líneas directas, ya a través de cualquier modalidad de autoconsumo, ya mediante contratos de compra de energía que 
vinculen, bajo cualquier fórmula, las instalaciones de generación y el proyecto en cuestión.
	 3. Podrán declararse prioritarios los proyectos de instalaciones de producción de energía a partir de fuentes re-
novables que se asocien mediante líneas directas o autoconsumo con zonas de uso dominante industrial existentes, 
incluyendo los usos compatibles en ellas, siempre que la entidad de conservación u otra entidad que agrupe a la ma-
yoría de las industrias instaladas acuerde incorporarse a la modalidad de suministro proyectada ofertándola a sus 
asociados bajo cualquiera de las modalidades previstas en la normativa básica estatal y en este Decreto-ley. Cuando 
no existan tales entidades bastará acuerdo adoptado por la mayoría de las industrias instaladas en el polígono de 
que se trate.
	 4. Podrán asociarse a proyectos de inversión prioritarios instalaciones de producción de energía a partir de fuentes 
renovables en servicio, cuya autorización administrativa se encuentre en trámite, o bien, cuya autorización adminis-
trativa se solicite con posterioridad. Podrán también asociarse instalaciones modificadas o en curso de modificación, 
incluyendo aquellas que sean objeto de hibridación.
	 5. Para declarar el carácter prioritario se ponderará la necesidad de reforzar las capacidades fabriles, económi-
cas y tecnológicas en toda la cadena de valor e integrar las tecnologías de generación renovable en los usos finales 
como son los procesos productivos económicos. Asimismo, se considerará el carácter estratégico de la inversión 
cuando, por su importancia o naturaleza, contribuya a la consecución o mantenimiento de empleo estable y de cali-
dad, al aprovechamiento y la potenciación de los recursos naturales y económicos bajo el principio de sostenibilidad 
y al desarrollo económico y tecnológico en la Comunidad Autónoma de Aragón.

	 Artículo 44.— Efectos de los proyectos considerados prioritarios.
	 La declaración del carácter prioritario producirá los siguientes efectos:
	 a) El impulso preferente y urgente en las tramitaciones necesarias para su implantación ante cualquier órgano de 
la Comunidad Autónoma de Aragón o administraciones locales aragonesas, así como la implementación de medidas 
de simplificación y agilización administrativas.
	 b) La máxima coordinación administrativa en la tramitación de estos proyectos con la finalidad de agilizar la 
actuación de todos aquellos órganos de la Administración de la Comunidad Autonómica de Aragón y organismos 
públicos implicados en su tramitación.
	 c) El mantenimiento de contacto permanente con el promotor en relación los trámites preceptivos que regulan el 
desarrollo y ejecución de estos proyectos en la Comunidad Autónoma de Aragón.
	 d) Un seguimiento permanente del estado de tramitación del expediente ante todos aquellos órganos de la Admi-
nistración autonómica con competencias, y, en su caso, de las entidades locales y de la Administración del Estado.
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 SECCIÓN 2.ª DECLARACIÓN COMO PRIORITARIOS
DE PROYECTOS DE INTERÉS AUTONÓMICO Y GENERAL

	 Artículo 45.— Declaración como prioritarios de proyectos con generación renovable asociada.
	 1. Los promotores que deseen obtener la declaración como prioritario de un proyecto con generación renovable 
asociada podrán solicitar su declaración como inversiones de interés autonómico al amparo de lo dispuesto en el 
Decreto-ley 1/2008, de 30 de octubre, del Gobierno de Aragón, de medidas administrativas urgentes para facilitar 
la actividad económica en Aragón, con o sin interés general de Aragón, según proceda, para acogerse al régimen 
establecido en este Decreto-ley.
	 2. Cuando el promotor del proyecto y el titular de la instalación de generación de energía, que actuarán como 
promotores, sean personas físicas o jurídicas diferentes, deberán presentar la solicitud conjuntamente o, en su caso, 
con poder de representación suficiente, acreditando documentalmente la modalidad de asociación prevista entre 
proyecto y planta de producción de energía.
	 3. Dichas condiciones serán también de aplicación a las instalaciones de generación a partir de energías reno-
vables que planteen su modificación, bien por ampliación de la potencia de generación, por la hibridación de otras 
tecnologías u otros supuestos previstos en la normativa de aplicación.
	 4. La declaración de interés autonómico, con o sin interés general, y sus efectos se extenderán tanto al proyecto 
de inversión como al proyecto de generación mediante energías renovables competencia de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Aragón, incluidos los supuestos en los que se vinculen mediante contrato de compra de 
energía. En el caso de que la autorización de la instalación de producción sea competencia de la Administración 
General del Estado, los efectos de la declaración de interés autonómico se limitarán al sector público autonómico de 
Aragón y a las entidades locales de su territorio.
	 5. Asimismo, la declaración de interés autonómico, con o sin interés general, comportará la protección de las 
instalaciones asociadas de generación a partir de energías renovables que no requieran de la obtención de permisos 
de acceso y conexión, frente a cualesquiera afecciones energéticas, salvo las que pudieran derivarse de la hibridación 
o ampliación de instalaciones existentes, con los efectos previstos en la normativa aragonesa y estatal de aplicación, 
desde el momento en que se adopte el acuerdo de declaración por el Gobierno de Aragón.
No podrán autorizarse proyectos que produzcan afección energética a los que estén protegidos conforme a lo dis-
puesto en este apartado.
	 6. Una vez determinado el promotor o promotores de un proyecto prioritario con generación renovable asociada, 
la sustitución o subrogación de un tercero en la posición jurídica de la persona o entidad responsable de la ejecución 
del proyecto de inversión requerirá autorización expresa, previa y conjunta, de los departamentos competentes en 
materia de ordenación del territorio y de los departamentos colaboradores, así como, cuando afecte a la instalación 
de generación, del departamento competente en materia de energía conforme a su normativa específica.

	 Artículo 46.— Requisitos para la declaración de proyectos prioritarios.
	 1. Para declarar un proyecto con generación renovable asociada como prioritario en la correspondiente declara-
ción de interés autonómico y, en su caso, general, deberán cumplirse los siguientes requisitos:
	 a) Justificar la especial relevancia y el interés económico, social y territorial del proyecto de inversión que justifiquen 
su mención como prioritario.
	 b) Indicar los modelos de gestión y las modalidades de suministro de energía previstos para la asociación del 
proyecto y la planta de producción de energía en el marco establecido en la normativa básica estatal y aragonesa.
	 c) Indicar el comportamiento y clasificación de la instalación de energía renovable proyectada o existente en 
relación con el tipo de conexión, entre generación y consumo, los balances energéticos entre ambos y la previsión 
de tratamiento, si la hubiere, de los excedentes no consumidos.
	 d) Justificar que la instalación de energía renovable proyectada o existente está vinculada contractualmente o al 
proyecto de inversión o a su grupo empresarial por un periodo no inferior a cinco años desde su puesta en funciona-
miento.
	 e) Analizar el impacto económico y social en el territorio en el que se vayan a ubicar el proyecto inversor, las 
instalaciones de generación asociadas y las infraestructuras de conexión entre ambos.
	 f) Proponer una alternativa de suministro en régimen de consumo de cercanía al municipio donde se ubique el 
proyecto, contando, en su caso, con instalaciones de generación asociadas a esta.
	 2. Para declarar prioritarios los proyectos con generación renovable asociada, además de cumplir los requisitos 
anteriores deberá considerarse su impacto en términos de creación o mantenimiento en Aragón de puestos de trabajo 
directos equivalentes a tiempo completo y en cómputo anual, así como la inversión en activos fijos que alcancen con-
siderando su impacto para corregir los déficits de generación de renta, población, empleo y de actividad productiva, 
a fin de conseguir la cohesión en el desarrollo uniforme de la Comunidad Autónoma de Aragón.

	 Artículo 47.—  Declaración y efectos.
	 1. La declaración como prioritarios de proyectos con generación renovable asociada se acordará por el Gobierno 
de Aragón a propuesta conjunta de los departamentos competentes en materia de economía y en materia de ener-
gía, y sus efectos serán los indicados en el Decreto-ley 1/2008, de 30 de octubre del Gobierno de Aragón, previa 
emisión de los informes preceptivos de los órganos autonómicos competentes en materia de energía y economía, sin 
perjuicio de aquellos otros que pudieran ser convenientes por razón de la materia. Dichos informes deberán ser emi-
tidos en el plazo máximo de quince días hábiles, trascurridos los cuales se entenderán emitidos en sentido favorable.
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	 2. Esta declaración no implica en ningún caso compromiso alguno de aprobación del proyecto de inversión, ni la 
aprobación misma, ni presupone la obtención de las autorizaciones precisas para su implantación y funcionamiento, 
que se producirán una vez sustanciado el correspondiente procedimiento, sin que pueda exigirse responsabilidad 
alguna a la administración autonómica en el caso de que, tras el oportuno procedimiento, no pudiera finalmente 
autorizarse el proyecto.
	 3. La declaración se publicará en el Boletín Oficial de Aragón.

	 Artículo 48.— Normas específicas para proyectos declarados prioritarios de interés general.
	 1. Los proyectos con generación renovable asociada declarados prioritarios que se declaren también de interés 
general, además de cumplir los requisitos establecidos en el apartado primero del artículo 46 de este Decreto-ley y 
en el artículo 7 bis) del Decreto-Ley 1/2008, de 30 de octubre, deberán acreditar su impacto positivo en términos 
de creación o mantenimiento en Aragón de puestos de trabajo directo equivalentes a tiempo completo y en cómputo 
anual, así como la inversión en activos fijos que alcancen considerando su impacto para corregir los déficits de gene-
ración de renta, población, empleo y de actividad productiva, a fin de conseguir la cohesión en el desarrollo uniforme 
de la Comunidad Autónoma de Aragón.
	 2. La integración del proyecto de inversión y su proyecto asociado de generación en el ámbito de delimitación del 
Plan de Interés General de Aragón implicará su declaración como Plan o Proyecto de Interés General de Aragón y el 
sometimiento de dichos proyectos a los trámites previstos en la normativa aragonesa de ordenación del territorio, sin 
perjuicio de las disposiciones establecidas en la normativa del sector eléctrico, estatal y autonómica, que resulten de 
aplicación. Podrán beneficiarse de la declaración proyectos de repotenciación, ampliación o hibridación de plantas 
de generación de electricidad existentes.
	 3. En todo caso, el procedimiento de autorización de la instalación de generación asociada que sea de com-
petencia autonómica se tramitará de forma coordinada y simultánea con el procedimiento de aprobación del Plan 
o Proyecto de Interés General de Aragón. A tal efecto, conforme a los principios de agilidad y simplificación admi-
nistrativa, una vez aprobado inicialmente el Plan o Proyecto de Interés General y admitida a trámite la solicitud de 
autorización de la instalación de generación que sea competencia de la Comunidad Autónoma de Aragón, podrán 
practicarse de forma conjunta y coordinada los trámites de audiencia, consultas, información pública e informes 
previstos la normativa sectorial de aplicación. A tal efecto, todos los órganos autonómicos competentes en la trami-
tación de dichos procedimientos se coordinarán con el fin de que dichos trámites se puedan realizar de forma ágil, 
coordinada y sin dilaciones.

	 Artículo 49.— Utilidad pública y expropiación.
	 1. Conforme a lo establecido en la normativa expropiatoria, de ordenación del territorio y de urbanismo y a los 
efectos en ella establecidos, son de utilidad pública o interés social las expropiaciones precisas para la ejecución 
de los proyectos con generación renovable asociada declarados prioritarios que se tramiten y autoricen como un 
Plan o Proyecto de interés general de Aragón. Entre las instalaciones necesarias podrán incluirse en todo caso las 
líneas directas, centros de transformación o de seccionamiento, subestaciones u otras instalaciones precisas para 
la implantación efectiva del consumo de cercanía.
	 2. La declaración de utilidad pública e interés social podrá incluirse expresamente, de oficio o a instancia de 
parte, en el acuerdo del Gobierno de Aragón que declare el interés autonómico y general y el carácter prioritario, con 
los efectos legalmente procedentes, siempre que el ámbito del Plan o Proyecto de interés general de Aragón esté de-
terminado en la declaración de interés general. En estos supuestos, el acuerdo adoptado incluirá la relación concreta 
e individualizada de los bienes o derechos que se consideren de necesaria expropiación u ocupación propuesta y 
formulada conforme a lo establecido en la legislación de expropiación forzosa.

	 Artículo 50.— Caducidad de la declaración.
	 1. Los proyectos declarados como prioritarios deberán ejecutarse de conformidad con la solicitud de declaración 
de inversión de interés autonómico y, en su caso, interés general presentada por la entidad promotora, especialmente 
en lo relativo al volumen de inversión y empleo, el destino de la energía renovable al consumo de la instalación del 
proyecto inversor conforme a la modalidad de suministro propuesta y el plazo de vinculación de la instalación de 
energía renovable con el proyecto de inversión, y deberán cumplir con las obligaciones impuestas por el Gobierno 
de Aragón en su declaración, entre las que se incluirá el plazo de inicio de obras o actividad y cualesquiera otras 
que se consideren de carácter sustancial a los efectos de los apartados siguientes de este artículo.
	 2. El incumplimiento sustancial de algunos de los requisitos que motivaron su otorgamiento, o cuando de forma 
injustificada se produzca una paralización, abandono o la no consumación de los proyectos declarados de interés 
autonómico y general, por inactividad u otras circunstancias, conllevará la caducidad de la declaración.
	 3. La caducidad será declarada por el Gobierno de Aragón en expediente contradictorio tramitado por el depar-
tamento o departamentos que promovieron la declaración y podrá contener los siguientes pronunciamientos:
	 a) Responsabilidad específica en que hubieran podido incurrir las entidades promotoras, sin perjuicio de las res-
ponsabilidades que pudieran corresponderle conforme a la normativa sectorial aplicable.
	 b) Obligación de resarcimiento de todos los gastos que haya generado la tramitación administrativa de los pro-
yectos declarados de interés autonómico y, en su caso, general,
	 c) Declaración de la imposibilidad de presentar en la Comunidad Autónoma de Aragón nuevas solicitudes referi-
das a la promoción de proyectos análogos al caducado por un periodo de tres años a contar desde la fecha en que 
se revoque la declaración.
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	 4. El Gobierno de Aragón podrá también declarar caducado el Plan o Proyecto de Interés General de Aragón, 
con prohibición expresa de cualquier acto ulterior de ejecución y demás pronunciamientos que procedan, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 50 del texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón aprobado 
mediante Decreto legislativo 2/2015, de 17 de noviembre.
 

SECCIÓN 3.ª REGISTRO DE ENTIDADES PRODUCTORAS
DE ENERGÍA RENOVABLE PARA PROYECTOS PRIORITARIOS

	 Artículo 51.— Registro de entidades productoras de energía renovable para proyectos prioritarios.
	 1. Se crea el Registro de entidades productoras de energía renovable para proyectos prioritarios con la finalidad 
de fomentar y favorecer la implantación de proyectos de inversión en Aragón que tengan asociadas instalaciones de 
generación de energía renovable.
	 2. El Registro, que será voluntario y meramente declarativo, se configura como un instrumento auxiliar de la Admi-
nistración para facilitar la concurrencia entre los titulares promotores de los proyectos regulados en este Decreto-ley 
y los de instalaciones de producción de electricidad a partir de fuentes renovables interesados en asociar sus insta-
laciones a dichos proyectos.
	 3. En el Registro podrán inscribirse las entidades promotoras de proyectos de energía renovable que quieran 
asociarse a proyectos de inversión conforme a lo establecido en este Decreto-ley, así como la información referida a 
los proyectos susceptibles de ser asociados, que incluirá, como mínimo, los siguientes datos:
	 a) Descripción de la instalación de producción de energía renovable, indicando su ubicación, conexiones existen-
tes o disponibles y tecnologías de generación.
	 b) Estado actual del proyecto de energía renovable y cronograma estimado hasta su puesta en servicio y opera-
ción.
	 c) Potencias y curvas de energía producida y suministrable con carácter anual y horario.
	 d) Modalidades de suministro propuestas y rango de precios ofertado.
	 4. La información que obre en el Registro únicamente podrá ser utilizada, con efectos informativos, por la ad-
ministración de la Comunidad Autónoma en relación con proyectos inversores que deseen asociarse generación 
renovable y pretendan instalarse en Aragón, adoptando las medidas precisas para garantizar la confidencialidad de 
la información. Además, la administración de la Comunidad Autónoma podrá explotar estadísticamente y publicar, 
anonimizados, los datos de oferta de generación asociable resultantes del Registro.
	 5. La falta de inclusión en el Registro de titulares promotores de proyectos de energía renovable y de la informa-
ción referida a dichos proyectos, no impedirá la aplicación de lo dispuesto en este Decreto-ley.
	 6. El Registro se adscribe al Departamento competente en materia de energía. Su dependencia, estructura y orga-
nización se determinarán reglamentariamente.

SECCIÓN 4ª. MEDIDAS ENERGÉTICAS
EN RELACIÓN CON INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN

	 Artículo 52.— Instalaciones solares en Planes o Proyectos de Interés General de Aragón.
	 1. En las edificaciones e instalaciones que integran los proyectos tramitados como Planes o Proyectos de Interés 
General de Aragón o, en su día, como Proyectos Supramunicipales, se permitirá la implantación de instalaciones 
para el aprovechamiento de energía solar ubicadas en las envolventes de las edificaciones, incluidos sus cubiertas, 
los aparcamientos, así como los soportes, pérgolas y los elementos auxiliares necesarios.
	 2. Dichas instalaciones no computarán urbanísticamente a efectos de aprovechamiento urbanístico, edificabili-
dad, distancias a lindes de fincas y altura máxima de cornisa. Los elementos auxiliares de las instalaciones, como las 
estructuras de apoyo o pérgolas, serán considerados partes inherentes de las instalaciones de generación solar.

	 Artículo 53.— Instalaciones de energía renovable en dotaciones públicas.
	 1. El Gobierno de Aragón fomentará la implantación de instalaciones de producción y aprovechamiento de 
energía renovable, incluidas instalaciones de almacenamiento o recarga eléctrica, de hidrógeno o de otros gases 
renovables, en aquellos terrenos destinados a dotaciones y equipamientos públicos incluidos en un Plan de Interés Ge-
neral de Aragón o en Proyectos Supramunicipales en tanto no esté prevista su ejecución. La implantación de dichas 
instalaciones se gestionará bien por gestión pública directa, bien indirecta, mediante concesión. En todo caso, la 
concesión deberá prever un régimen de reversión para aquellos supuestos en que el interés general exija la necesidad 
de ejecutar la dotación o equipamiento público.
	 2. Asimismo, las administraciones públicas autonómica y local podrán impulsar sobre terrenos de naturaleza 
patrimonial de su propiedad incluidos en un Plan de Interés General o Proyecto Supramunicipal, a través de los pro-
cedimientos aplicables al bien de que se trate, la constitución de derechos de superficie, concertar arrendamientos 
u otros negocios jurídicos con la finalidad de implantar instalaciones de producción y aprovechamiento de energía 
renovable, incluidas instalaciones de almacenamiento o recarga eléctrica, de hidrógeno o de otros gases renovables, 
destinadas al autoconsumo colectivo de electricidad.

	 Artículo 54.— Ordenación de infraestructuras de generación de energía.
	 1. Los Planes y Proyectos de Interés General de Aragón podrán ordenar como sistemas generales adscritos de 
infraestructuras energéticas, en cualquier clase de suelo, instalaciones de producción y aprovechamiento de ener-
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gía renovable, incluidas instalaciones de almacenamiento, asociadas a los proyectos prioritarios regulados en este 
Decreto-ley.
	 2. Los Planes y Proyectos de Interés General de Aragón se ubicarán preferentemente en suelo urbanizable no deli-
mitado o en suelo no urbanizable genérico. Cuando hubieran de afectar a otras clases o categorías de suelo, habrá 
de justificarse motivadamente tanto la necesidad de la concreta ubicación como la compatibilidad con los valores 
propios del suelo afectado.

	 Artículo 55.— Planeamiento urbanístico.
	 Lo previsto en los tres artículos anteriores será de aplicación igualmente en ámbitos ordenados por el planea-
miento urbanístico municipal.
 

CAPÍTULO IX
Informe autonómico en concursos

de acceso y de transición justa

	 Artículo 56.— Ámbito del informe preceptivo.
	 1. La Comunidad Autónoma de Aragón emitirá, en defensa de las competencias e intereses de Aragón, un in-
forme preceptivo en el curso de los siguientes procedimientos de asignación de capacidad en nudos ubicados en el 
territorio aragonés:
	 a) Concursos que se convoquen al amparo del apartado décimo del artículo 33 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, del Sector Eléctrico.
	 b) Concursos que se convoquen al amparo de la disposición adicional vigesimosegunda de la Ley 24/2013, de 
26 de diciembre, del Sector Eléctrico.
	 2. El informe se ceñirá a las competencias autonómicas y, en particular, se pronunciará, al menos, sobre los efectos 
sociales y económicos que el concurso en cuestión y los criterios para resolverlo pudieran tener, así como los que se 
generen sobre la ordenación del territorio, el medio ambiente, y la lucha contra la despoblación.

	 Artículo 57.— Procedimiento y plazo de emisión.
El informe preceptivo será emitido por el Gobierno de Aragón, a propuesta de los departamentos competentes en 
materia de energía, medio ambiente, lucha contra la despoblación y economía en el plazo de quince días, previo 
informe de la Dirección General de Servicios Jurídicos, una vez que sea recabada la emisión del informe por la 
Administración General del Estado.

	 Artículo 58.— Efectos del informe.
	 El informe no tendrá carácter vinculante. No obstante, en el caso de que en el mismo se hubiesen formulado 
objeciones de legalidad, cuando sus argumentos y propuestas no fuesen atendidos en la resolución del concurso, el 
departamento que los formuló someterá la cuestión a informe de la Dirección General de Servicios Jurídicos con objeto 
de decidir sobre el ejercicio de posibles acciones frente a dicha resolución.

CAPÍTULO X
Agregación de demanda

	 Artículo 59.— Gestión y agregación de demanda.
	 1. La agregación de demanda, en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón, consiste en la combinación 
por una persona física o jurídica, que actúa como agregador, de múltiples consumos de clientes o electricidad gene-
rada para su venta, compra o subasta en cualquier mercado de electricidad.
	 2. De acuerdo con la normativa básica y en coordinación con el operador del sistema eléctrico, el Gobierno de 
Aragón regulará sistemas de gestión de la demanda eléctrica con el objetivo de adecuarla a la disponibilidad de 
generación renovable y a la infraestructura de transporte y distribución de electricidad.
	 3. A tal efecto, podrá establecer obligaciones mínimas de gestión para los sistemas de acumulación de energía 
eléctrica, para los grandes consumidores, para los agregadores de demanda o para los consumos que por sus carac-
terísticas sean susceptibles de ser gestionados de forma agregada.
	 4. La regulación de la demanda deberá incluir, como mínimo, programas de modulación de la carga de la de-
manda y el freno del crecimiento de las puntas de demanda de energía activa y reactiva.
	 5. De acuerdo con el objetivo de democratización del acceso a la energía, las administraciones públicas arago-
nesas promoverán la implantación de agregadores de demanda y la participación de la ciudadanía y de los sectores 
económicos en la gestión de la demanda.

CAPÍTULO XI
Fondo Aragonés de Solidaridad Energética

	 Artículo 60.— Creación.
	 Se crea el Fondo Aragonés de Solidaridad Energética con la finalidad de promover el desarrollo económico y 
luchar contra la despoblación en los territorios generadores de energía a partir de fuentes renovables, tales como la 
hidráulica, la geotérmica, la eólica y la fotovoltaica.
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	 Artículo 61.— Destino.
	 1. El Fondo Aragonés de Solidaridad Energética se destinará a financiar actuaciones de fomento de las energías 
renovables y eficiencia energética, descentralización de redes y autoconsumo energético, viviendas energéticamente 
eficientes, movilidad sostenible, eficiencia y ahorro de agua, transición energética justa, conservación de la biodi-
versidad y lucha contra su pérdida, eficiencia energética de equipamientos públicos, reducción de emisiones con-
taminantes, investigación, innovación, comunicación y educación sobre cambio climático, adaptación y reducción 
de la vulnerabilidad de espacios naturales, desarrollo económico y lucha contra la despoblación en los municipios 
afectados directa o indirectamente por las instalaciones de generación de energía a partir de fuentes renovables. La 
Ley de Presupuestos podrá concretar las actuaciones elegibles, siempre en los ámbitos señalados o, en su caso, en 
otros directamente relacionados con los mismos y con objetivos relacionados con la lucha contra el cambio climático, 
la reducción de emisiones y la protección de la biodiversidad y los espacios naturales, considerando los objetivos 
planteados en los planes o directrices autonómicos en los correspondientes ámbitos, cuando existan.
	 2. Los municipios podrán seleccionar las actuaciones que ejecutarán con cargo al Fondo Aragonés de Solidaridad 
Energética de entre las que resulten elegibles conforme a lo previsto en el apartado anterior. El Fondo no podrá 
destinarse a financiar gasto corriente.
 
	 Artículo 62.— Dotación.
	 El Fondo Aragonés de Solidaridad Energética se dotará cada año en la Ley de Presupuestos de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, aplicando un porcentaje no inferior al cincuenta por ciento ni superior al noventa por ciento 
a la recaudación del ejercicio inmediatamente anterior correspondiente a los tributos ambientales que gravan los 
impactos territoriales, ambientales o paisajísticos de las instalaciones de producción de energía a partir de fuentes 
renovables.

	 Artículo 63.— Destinatarios.
	 1. Los destinatarios del Fondo Aragonés de Solidaridad Energética son los municipios afectados directa o indirec-
tamente por las instalaciones de generación de energía a partir de fuentes renovables.
	 2. Son municipios afectados directamente por una instalación de generación aquellos pertenecientes a la Comuni-
dad Autónoma de Aragón en los que se encuentren situadas las instalaciones de generación de energía eléctrica. En 
el caso de instalaciones de generación a partir de la energía hidráulica se considerarán directamente afectados los 
municipios incluidos en la subcuenca de la instalación, en los términos que se establezcan reglamentariamente.
	 3. Son municipios afectados indirectamente por una instalación de generación aquellos pertenecientes a la Co-
munidad Autónoma de Aragón en los que, no estando afectados directamente, el límite de su término municipal se 
encuentre situado a una distancia inferior a mil metros medidos en proyección horizontal desde cualquier elemento 
de generación cuando dichos elementos de generación se encuentren situados dentro de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, o aquellos en cuyo término municipal se ubiquen las nuevas vías de acceso o la ampliación de las existentes 
necesarias para la instalación y mantenimiento de la instalación de generación de energía o discurran nuevas líneas 
de evacuación de la instalación.
	 4. Reglamentariamente se desarrollará el concepto de afección directa o indirecta comprendiendo todas las mo-
dalidades de generación a partir de fuentes renovables.

	 Artículo 64.— Distribución.
	 1. La distribución del Fondo aragonés de solidaridad energética tendrá lugar mediante acuerdo del Gobierno de 
Aragón, a propuesta conjunta de los departamentos competentes en materia de Administración local y de Hacienda, 
sobre la base de criterios objetivos podrán fijarse en el acuerdo anual de distribución.
	 2. En defecto de criterios específicos en el acuerdo de distribución y con la finalidad de primar la lucha contra la 
despoblación y a los territorios con más generación y menos consumo, el Fondo Aragonés de Solidaridad Energé-
tica se distribuirá utilizando los datos de potencia instalada obrantes en el ejercicio inmediatamente anterior en el 
Registro administrativo de instalaciones de producción de energía eléctrica de la Administración General del Estado, 
regulado en el capítulo II del Título V del Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos, combinados 
con la población de derecho de los municipios elegibles, y considerando específicamente el índice sintético de de-
sarrollo territorial de municipios vigente, de modo que el reparto se haga proporcionalmente al criterio de potencia 
instalada por habitante corregido atendiendo a dicho índice, todo ello en los términos que se prevean en la Ley de Pre-
supuestos y reglamentariamente. En particular, deberá regularse reglamentariamente el porcentaje de participación 
en el Fondo derivado de la afección indirecta por instalaciones de generación.

	 Disposición adicional primera.— Referencias de género.
	 La utilización de sustantivos de género gramatical determinado en referencia a cualquier sujeto, cargo o puesto de 
trabajo debe entenderse realizada por economía de expresión y como referencia genérica tanto para hombres como 
para mujeres con estricta igualdad a todos los efectos.

	 Disposición adicional segunda.— Obligaciones de las distribuidoras energéticas.
	 1. Las empresas distribuidoras de energía que operen en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Aragón facilitarán al departamento con competencia en materia de energía información de los consumos con datos 
a nivel agregado de productos energéticos antes del 1 de junio de cada año.
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	 2. Desde el departamento competente en materia de energía se trasladará a las empresas distribuidoras de elec-
tricidad las necesidades para adaptar sus infraestructuras a las demandas de instalaciones de energías renovables, 
para que sean tenidas en cuenta en sus planes de inversiones y dentro de los presupuestos disponibles.

	 Disposición adicional tercera.— Planificación y zonificación.
	 1. Los departamentos competentes en materia de energía, lucha contra la despoblación, ordenación del territorio 
y medio ambiente, con la asistencia del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, evaluarán el documento de zo-
nificación ambiental para la implantación de energía renovables, eólica y fotovoltaica, publicado por el Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico el 1 de diciembre de 2020 con objeto de acordar los criterios 
aplicables a los instrumentos de planificación conforme a los cuales determinadas zonas del territorio de Aragón 
podrán declararse inidóneas para la implantación de plantas de producción de energía eléctrica a partir de fuentes 
renovables, absolutamente o en función de rangos de potencia.
	 2. Los departamentos competentes deberán constituir el grupo de trabajo para realizar la evaluación, a iniciativa 
del competente en materia de energía, que lo presidirá, en el plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor de 
este Decreto-ley. Dicho grupo de trabajo deberá aprobar sus conclusiones, y elevarlas al Gobierno de Aragón, dentro 
del plazo de seis meses desde su constitución.
	 3. El departamento competente en materia de energía redactará el Plan Energético de Aragón 2024-2030, que, 
en lo que respecta a las energías renovables, tendrá rango de directriz especial de ordenación del territorio, dentro 
del plazo de un año desde la entrada en vigor de este Decreto-ley. El Plan incorporará las conclusiones a las que 
se refieren los dos apartados anteriores aprobadas por el Gobierno de Aragón.
	 4. El departamento competente en materia de paisaje impulsará el procedimiento de aprobación de la directriz 
sectorial del paisaje de Aragón, dentro del plazo de un año desde la entrada en vigor de este Decreto-ley. La directriz 
incorporará las conclusiones a las que se refieren los dos apartados anteriores aprobadas por el Gobierno de Aragón.
	 5. La declaración de inidoneidad prevista en esta disposición no afectará en ningún caso a proyectos en tramita-
ción. Se entenderá que se encuentran en tramitación los proyectos que hayan iniciado, por cualquier vía, su tramita-
ción energética o ambiental.

	 Disposición adicional cuarta.— Autorización de aumentos de potencia instalada o de hibridación.
	 El aumento de la potencia instalada o la hibridación de instalaciones de generación autorizadas en su día por la 
administración autonómica utilizando el mismo punto de conexión y la capacidad de acceso ya concedida sin incre-
mentar la capacidad de acceso otorgada, conforme a lo establecido en la legislación estatal, será autorizado por la 
misma administración autonómica, dado que, al no alterarse las condiciones de acceso y conexión, el aumento de la 
potencia instalada, por sí mismo, no es un indicador de que las correspondientes instalaciones excedan del ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de Aragón.

	 Disposición adicional quinta.— Modificación de líneas de evacuación.
	 1. Uno o varios consumidores finales de electricidad podrán proponer al gestor de la red de distribución conectarse 
a una línea de evacuación, con la conformidad de su titular y las compensaciones que procedan conforme a la nor-
mativa aplicable.
	 2. La conexión se someterá al régimen establecido en la normativa básica estatal y, en particular, a las siguientes 
reglas:
	 a) Quien la solicite deberá asumir el coste de las infraestructuras necesarias, que se integrarán en la red de distri-
bución junto al tramo de la línea de evacuación que una el punto de conexión con la red de distribución original.
	 b) Quedará condicionada a la modificación o actualización, conforme al régimen que resulte de aplicación, de 
los permisos de acceso y conexión de los generadores que utilizaban la línea de evacuación objeto de cesión parcial 
y que habrá de verter, en lo sucesivo, en el nuevo punto de conexión.

	 Disposición adicional sexta.— Reorganización de la administración autonómica competente en materia de 
energía.
	 En el plazo de un año desde la entrada en vigor de este Decreto-ley, el departamento competente en materia 
de energía elevará al Gobierno de Aragón una propuesta de reorganización del área de energía, con los pro-
yectos normativos necesarios, basada en la separación de la actividad de planificación, regulatoria y de policía 
en relación con cualesquiera instalaciones y actividades energéticas de la actividad de fomento en el ámbito de 
la energía. Esta última podrá atribuirse a una agencia de energía que adoptaría la forma de entidad de derecho 
público.
 
	 Disposición transitoria primera.— Proyectos declarados de interés autonómico o interés general antes de la 
entrada en vigor de este Decreto-ley.
	 Las actuaciones y proyectos inversores que ya hubieran sido declarados inversión de interés autonómico o de 
interés general a la entrada en vigor de este Decreto-ley podrán solicitar al órgano que promovió la declaración ser 
declarados mediante acuerdo específico proyecto prioritario con generación renovable asociada.

	 Disposición transitoria segunda.— Régimen aplicable a procedimientos en tramitación.
	 Los procedimientos en tramitación a la entrada en vigor de este Decreto-Ley se regirán por la normativa con-
forme a la cual se iniciaron.
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	 Disposición transitoria tercera.— Aplicación de hitos previstos en el Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de 
junio, por el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación económica.
	 1. La aplicación de los hitos establecidos en el artículo 1 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que 
se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación económica, para la obtención de 
la autorización administrativa previa y de construcción en procedimientos de competencia de la Comunidad Autó-
noma de Aragón tendrá lugar conforme a las siguientes reglas:
	 a) Dado que, conforme a la normativa autonómica aragonesa, para la autorización de plantas de producción a 
partir de energía eólica la autorización administrativa previa y de construcción deben solicitarse y concederse simul-
táneamente, esta circunstancia se considerará como exención del trámite de autorización administrativa previa a los 
efectos establecidos en el apartado segundo del artículo 1 del citado Real Decreto-ley 23/2020.
	 b) Dado que, conforme a la normativa autonómica básica estatal y autonómica aragonesa, el promotor de plan-
tas de producción a partir de fuentes renovables diferentes de la energía eólica puede solicitar conjuntamente la 
autorización administrativa previa y de construcción, cuando a la entrada en vigor de este Decreto- ley así lo haya 
solicitado y se haya admitido a trámite su solicitud, esta circunstancia se considerará como exención del trámite de 
autorización administrativa previa a los efectos establecidos en el apartado segundo del artículo 1 del citado Real 
Decreto-ley 23/2020.
	 2. El órgano competente para resolver conjuntamente sobre la autorización administrativa previa y de construc-
ción deberá certificar, de oficio o a instancia del promotor, las exenciones previstas en el apartado anterior mediante 
escrito dirigido al gestor de la red de transporte o distribución.

	 Disposición transitoria cuarta.— Régimen transitorio del Fondo Aragonés de Solidaridad Energética.
	 1. Si se distribuyese el Fondo Aragonés de Solidaridad Energética antes de que se aprueben otros tributos ambien-
tales que graven los impactos territoriales, ambientales o paisajísticos de las instalaciones de producción de energía 
a partir de fuentes renovables diferentes de los que gravan actualmente determinados usos y aprovechamientos de 
agua embalsada en Aragón, sólo serán destinatarios de dicho Fondo los municipios incluidos en la subcuenca co-
rrespondiente.
	 2. Los ingresos que procedan del impuesto ambiental sobre las instalaciones de transporte de energía eléctrica de 
alta tensión en Aragón no podrán incluirse en el Fondo en tanto no se regulen los tributos ambientales que graven los 
impactos territoriales, ambientales o paisajísticos de las instalaciones de producción a partir de fuentes renovables.

	 Disposición derogatoria única.— Derogación normativa.
	 Quedan derogadas todas aquellas normas de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en este Decreto-
ley.

	 Disposición final primera.— Modificación del Decreto-ley 1/2008, de 30 de octubre, del Gobierno de Ara-
gón, de medidas administrativas urgentes para facilitar la actividad económica en Aragón.
	 Uno. Se modifica el artículo 6 que pasa a tener la siguiente redacción:

	 «Artículo 6. Concepto y requisitos.
	 1. Son inversiones de interés autonómico las declaradas como tales por el Gobierno de Aragón por su especial 
relevancia para el desarrollo económico y social y territorial en Aragón.
	 2. Para declarar de interés autonómico un proyecto inversor deberá considerarse su impacto en términos de 
creación en Aragón de puestos de trabajo directos equivalentes a tiempo completo y en cómputo anual, así como 
la inversión en activos fijos que alcancen considerando su impacto para corregir los déficits de generación de 
renta, población, empleo y de actividad productiva, a fin de conseguir la cohesión en el desarrollo uniforme de 
la Comunidad Autónoma de Aragón».

	 Dos. Se modifica el apartado 5 del artículo 7 bis), incluyendo un nuevo párrafo segundo con la siguiente re-
dacción:

	 «Asimismo, dicha declaración podrá incluir la declaración de utilidad pública o interés social de las expropia-
ciones precisas para la ejecución de las inversiones declaradas de interés autonómico y general, siempre que el 
ámbito del Plan o Proyecto de Interés General esté delimitado en la declaración de interés autonómico y general».

	 Tres. Se incorpora un nuevo apartado 6 en el artículo 7 bis) con la siguiente redacción:
	 «6. Para otorgar la declaración de interés autonómico con interés general deberá considerarse su impacto 
en términos de creación en Aragón de puestos de trabajo directos equivalentes a tiempo completo y en cómputo 
anual, así como la inversión en activos fijos que alcancen considerando su impacto para corregir los déficits de 
generación de renta, población, empleo y de actividad productiva, a fin de conseguir la cohesión en el desarrollo 
uniforme de la Comunidad Autónoma de Aragón».

 
	 Disposición final segunda.— Modificación del Decreto-Ley 2/2016, de 30 de agosto, de medidas urgentes 
para la ejecución de las sentencias dictadas en relación con los concursos convocados en el marco del Decreto 
124/2010, de 22 de junio, y el impulso de la producción de energía eléctrica a partir de la energía eólica en 
Aragón.
	 Uno. Se modifica la letra e) del apartado tercero del artículo 21, que pasa a tener la siguiente redacción:
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	 «e) La potencia total del parque eólico no supere el diez por ciento de la potencia definida en el proyecto 
original».

	 Dos. Se modifica la letra c) del artículo 21 bis), que pasa a tener la siguiente redacción:
	 «c) La potencia instalada, tras las modificaciones, no exceda en más del quince por ciento de la potencia 
definida en el proyecto original».

	 Disposición final tercera.— Modificación del texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Ara-
gón, aprobado por Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del  Gobierno de Aragón.
	 Se modifica la letra c) del apartado primero del artículo 33, que pasa a tener la siguiente redacción:

	 «c) La implantación de actividades industriales, de servicios o de ocio de especial importancia, tales como los 
centros de esquí y montaña definidos en la legislación turística».

	 Disposición final cuarta.— Proyecto de Ley de energía.
	 En el plazo de un año desde la entrada en vigor de este Decreto-ley, el Gobierno de Aragón remitirá a las Cortes 
de Aragón un proyecto de ley de energía.

	 Disposición final quinta.— Cooperativas de energía.
	 En el plazo de un año desde la entrada en vigor de este Decreto-ley el Gobierno de Aragón promoverá la reforma 
del texto refundido de la Ley de Cooperativas de Aragón aprobado mediante Decreto Legislativo 2/2014, de 29 
de agosto, del Gobierno de Aragón, para regular las cooperativas de energía como una clase específica de coo-
perativa, atendiendo a sus peculiaridades y a su posible y voluntaria configuración como comunidades de energía 
conforme a este Decreto-ley.

	 Disposición final sexta.— Desarrollo reglamentario.
	 Se faculta al Gobierno de Aragón y a los titulares de los Departamentos en sus respectivos ámbitos de competen-
cias para dictar cuantas disposiciones fueran necesarias para el desarrollo y ejecución de este Decreto-ley.

	 Disposición final séptima.— Entrada en vigor.
	 Este Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el “Boletín Oficial de Aragón”.

	 Zaragoza, 20 de marzo de 2023.

El Presidente del Gobierno de Aragón,
JAVIER LAMBÁN MONTAÑÉS

El Vicepresidente y Consejero de Industria,
Competitividad y Desarrollo Empresarial 

ARTURO ALIAGA LÓPEZ
La Consejera de Presidencia

y Relaciones Institucionales 
MARÍA TERESA PÉREZ ESTEBAN

El Consejero de Vertebración del Territorio,
Movilidad y Vivienda 

JOSÉ LUIS SORO DOMINGO
La Consejera de Economía, Planificación y Empleo  

MARTA GASTÓN MENAL
El Consejero de Agricultura, Ganadería

y Medio Ambiente
 JOAQUÍN OLONA BLASCO

3. PROCEDIMIENTOS DE CONTROL E IMPULSO
3.1. PROPOSICIONES NO DE LEY
3.1.2. EN TRAMITACIÓN
3.1.2.1. EN PLENO

Proposición no de Ley núm. 64/23, sobre las instalaciones de parques de renova-
bles en Aragón.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

	 La Mesa de las Cortes, en sesión celebrada el día 29 de marzo de 2023, ha admitido a trámite la Proposición 
no de Ley núm. 64/23, sobre las instalaciones de parques de renovables en Aragón, que figura a continuación, 
presentada por el G.P. Vox en Aragón, y ha acordado su tramitación ante el Pleno, en aplicación de lo establecido 
en el artículo 273.3 del Reglamento de la Cámara.
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	 De conformidad con lo establecido en el artículo 273.3 del Reglamento de la Cámara, las señoras y señores 
Diputados y los Grupos Parlamentarios podrán presentar enmiendas a esta Proposición no de Ley hasta veinticuatro 
horas antes de la hora fijada para el comienzo de la sesión en que se debata
	 Se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150.1. del Reglamento de la Cámara.

	 Zaragoza, 29 de marzo de 2023.

El Presidente de las Cortes
JAVIER SADA BELTRÁN

A LA MESA DE LAS CORTES DE ARAGÓN:

	 Don Santiago Morón Sanjuán, Portavoz del Grupo Parlamentario Vox en Aragón, de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 267 y siguientes del Reglamento de las Cortes de Aragón, presenta la siguiente Proposición no de 
Ley sobre las instalaciones de parques de renovables en Aragón, solicitando su tramitación ante el Pleno.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

	 La soberanía energética es la capacidad de una nación para asegurar y abastecerse de los recursos energéticos 
necesarios, abaratando el precio de la energía, garantizando su consumo y favoreciendo el crecimiento económico 
nacional. Porque una energía asequible, limpia y segura es fundamental para asegurar el bienestar de las familias 
españolas y la continuidad de nuestra nación. Sin embargo, en las últimas décadas, en lugar de apostar por nues-
tras capacidades e invertir en nuestro futuro, los sucesivos gobiernos han preferido desguazar nuestra soberanía, 
desmantelando nuestra industria e impidiéndonos explorar y aprovechar nuestros recursos naturales, provocándonos 
una enorme dependencia de terceros países. Como siempre, son las familias y las empresas españolas las que hoy 
padecen las consecuencias, con las facturas de luz y gas más caras de la historia y una cesta de la compra inacce-
sible para muchas familias y trabajadores.
	 La industria ha perdido la mitad de su peso en el PIB nacional desde 1980 y se prevé que se pierdan otros 
200.000 empleos ligados a la industria para 2030. Ese es el balance de una agenda globalista diseñada más 
allá de nuestras fronteras por élites que nadie ha elegido y que ha decidido que la industria debe irse al norte de 
Europa o a terceros países, a costa del empleo y del futuro de los trabajadores españoles. Así, bajo el paraguas 
de la «transición ecológica», se transfieren ingentes cantidades de dinero de las clases medias y trabajadoras a las 
élites que impulsan la agenda climática sin que tengan ningún plan realista que garantice la conservación de nuestro 
patrimonio natural. Cada día es más evidente que la agenda 2030 es un negocio donde siempre salen ganando los 
mismos.
	 Los que han usado el fanatismo climático para deslocalizar nuestras industrias y regalar nuestra soberanía ener-
gética ahora promueven macroproyectos de energías renovables de manera descontrolada perpetuando un modelo 
de multinacionales que controlan el mercado de la energía que acaba provocando una burbuja especulativa y que, 
en gran cantidad de ocasiones, no tiene en cuenta nuestro patrimonio natural, los usos tradicionales del suelo ni al 
sector primario.
	 Las mismas élites que han criminalizado a nuestro sector primario asfixiándolo con impuestos verdes y burocracia 
y que han hecho inviables muchas explotaciones, ahora riegan de subvenciones y agilizan estos macroproyectos que 
van a llevarse a cabo en contra de la voluntad, tradición, economía y costumbres de los vecinos de muchos pueblos 
y comarcas de nuestra región.
	 La defensa de nuestro patrimonio natural, expresión de la belleza genuina de nuestra nación y legado de nuestros 
padres y abuelos, constituye un derecho y un deber de todo español porque configura nuestra identidad nacional y 
es el motor económico y turístico de muchas regiones y municipios. A su vez, es fundamental la protección de los sue-
los productivos para que nuestro sector primario pueda seguir contribuyendo a garantizar la soberanía alimentaria 
de nuestra nación y generando riqueza y empleo; así como la protección de los suelos de uso tradicional como los 
pasos de ganado trashumante o cabañeras, que dicen mucho de quienes somos y son esenciales para la actividad 
ganadera y para el equilibrio medioambiental, trasladando semillas con el andar de los animales evitando la deser-
tificación. Tal como apunta el sindicato Solidaridad: «la instalación de estos macroproyectos en suelos productivos 
conlleva el cambio de modelo productivo agrícola y tradicional, que produce apego a la agricultura y arraigo a la 
España rural, por un modelo en el que el capital es inversión extranjera y que no genera puestos de trabajo», es 
decir, «… una transición hacia el paro y la desesperanza...».
	 En Aragón se están tramitando actualmente más de 900 parques eólicos y fotovoltaicos, concentrados en unas 
pocas comarcas de Aragón, lo que ha provocado una potente movilización social en el territorio, especialmente 
intensa en las zonas turísticas de las tres provincias.
	 Un caso paradigmático es la comarca zaragozana de las Cinco Villas, donde a los 200 aerogeneradores insta-
lados en Sierra del Luna, Luna y Las Pedrosas se pretenden sumar 846 concentrados en la mitad sur de la comarca, 
todo ello, una vez conocido, ha generado una fuerte oposición entre las asociaciones vecinales de los pueblos afec-
tados tanto por el obvio impacto paisajístico (estos molinos tienen más de 200 metros de altura, con un diámetro de 
palas de 160 metros), medioambiental (con afecciones a la biodiversidad, especialmente a las aves) y también social 
y económico.
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	 Otro caso, muy conocido es el que afecta a toda la provincia de Teruel, provincia que hoy por hoy ya soporta una 
fuerte confrontación social con los 17 parques eólicos en explotación, a los que se van a sumar otros 200 parques 
nuevos. Proyectos concentrados en comarcas turísticas como el Maestrazgo, el Matarraña y la Sierra de Albarracín; 
todas ellas, ricas en biodiversidad y con una fuerte presencia del sector primario y, también turístico. Comarcas a 
las que se les ha usurpado el territorio y el futuro para generar energía destinada a otras áreas más industrializadas, 
más pobladas, en un claro ejemplo de colonialismo energético, como lo prueba las tres líneas de evacuación de Muy 
Alta Tensión proyectadas que van destinadas a las regiones del Cantábrico y el Mediterráneo.
	 Seis municipios del Matarraña (Valjunquera, La Fresneda, Valdeltormo, Ráfales, Fórnoles y La Portellada) y uno del 
Bajo Aragón (Valdealgorfa) han modificado su planeamiento urbanístico para impedir la implantación de parques 
eólicas y fotovoltaicos. Lo mismo ha hecho en los últimos meses los municipios altoaragoneses de Jaca y en Sabiñá-
nigo ante los planes de instalación de varias plantas solares que ocuparán 175 hectáreas en el área de los Pirineos.
	 La expansión de las renovables en Aragón preocupa mucho al sector primario, ya que durante la construcción de 
los parques, lo que puede durar dos o tres años, el pastoreo quedará aparcado en grandes extensiones y, una vez 
entren en servicio, tampoco se podrán aprovechar los pastos en las plantas eólicas durante el invierno por seguridad.
	 Muchos municipios aragoneses empiezan a percibir que en no pocos casos la generación de empleo directo deri-
vado de los parques renovables es mínima una vez termina la instalación, por lo tanto no ayuda a asentar población 
durante la fase de mantenimiento de las instalaciones.
	 Las fuentes de energía renovables son un pilar fundamental de nuestra soberanía energética, y probablemente lo 
serán aún más en el medio plazo, pero su instalación y ubicación debe responder únicamente al interés nacional, 
debiéndose someter a escrupulosos controles de afección medioambiental y asegurando su compatibilidad con los 
usos del suelo donde se pretende establecer, así como de las actividades humanas que allí se han desarrollado 
tradicionalmente. A su vez, deben articularse herramientas y controles que den a conocer y tengan en cuenta no 
sólo la rentabilidad del proyecto, sino su contribución social, económica y medioambiental al lugar donde pretenda 
establecerse.
	 Estos macroproyectos deben desarrollarse con la máxima transparencia y cumpliendo con todos los trámites 
legales y administrativos, sin que quepa la celeridad o la flexibilización de los requisitos con los que algunas admi-
nistraciones están pretendiendo tramitar unos macroproyectos que pueden provocar un daño irreversible a comarcas 
enteras, y a su patrimonio natural.
	 Por todo lo anteriormente expuesto, el Grupo Parlamentario de Vox en las Cortes de Aragón presenta la siguiente

PROPOSICIÓN NO DE LEY

	 Las Cortes de Aragón instan al Gobierno de Aragón:
	 1. Al establecimiento de informes de afección medioambiental y de usos del suelo que, previa instalación de los 
macroproyectos de energías renovables, valoren su impacto en nuestro patrimonio natural, la compatibilidad del 
proyecto con los usos del suelo donde se pretende establecer y las actividades humanas que allí se han desarrollado 
tradicionalmente, así como su futura contribución social, económica y medioambiental a la localidad.
	 2. A que, en caso de dictamen desfavorable del informe de afección medioambiental y de usos del suelo, se 
paralice inmediatamente la instalación de cualquier macroproyecto de energías renovables.
	 3. A promover todas las fuentes de energía que contribuyan desde nuestra región a alcanzar la soberanía ener-
gética de España con una planificación ordenada y que responda al interés nacional, dejando a un lado intereses 
especulativos que amenazan la sostenibilidad social, económica y medioambiental de comarcas enteras.
	 4. A que, previa instalación de los macroproyectos de energías renovables, se consulte a los municipios afectados 
sobre la idoneidad o no de su instalación y se adjunte su resolución al informe de afección medioambiental y de usos 
del suelo para su consideración.

	 Zaragoza, 23 de marzo de 2023.

El Portavoz del G.P. Vox en Aragón
SANTIAGO MORÓN SANJUÁN

3.4. PREGUNTAS
3.4.2. PARA RESPUESTA ESCRITA
3.4.2.1. PREGUNTAS FORMULADAS

Pregunta núm. 241/23, relativa al presupuesto para el operativo de prevención y 
extinción de incendios forestales.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN 

	 La Mesa de las Cortes, en sesión celebrada el día 29 de marzo de 2023, ha admitido a trámite la Pregunta núm. 
241/23, relativa al presupuesto para el operativo de prevención y extinción de incendios forestales, que figura a 
continuación, formulada por la Agrupación Parlamentaria Izquierda Unida Aragón, para su respuesta escrita. 
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	 Se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 261.5 del Reglamento de la Cámara. 

	 Zaragoza, 29 de marzo de 2023. 

El Presidente de las Cortes 
JAVIER SADA BELTRÁN 

 
A LA MESA DE LAS CORTES DE ARAGÓN: 

	 Álvaro Sanz Remón, Portavoz de la Agrupación Parlamentaria Izquierda Unida Aragón (Grupo Mixto), de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 259 y siguientes del Reglamento de las Cortes de Aragón, formula al Consejero de 
Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, para su respuesta escrita, la siguiente Pregunta relativa al presupuesto 
para el operativo de prevención y extinción de incendios forestales.

ANTECEDENTES

	 El vigente presupuesto del Gobierno de Aragón se aprobó con una dotación suficiente para garantizar y mejorar 
las condiciones laborales del operativo de prevención y lucha frente a los incendios forestales.
	 Sin embargo, el día 20 de marzo el personal del operativo de prevención y extinción de incendios contratado por 
la empresa pública Sarga, dependiente del Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, comenzó 
una huelga indefinida ante la información suministrada por la empresa en la que se indicaba que solamente disponía 
de la mitad del presupuesto comprometido por el Gobierno de Aragón para las mejoras laborales del personal.
	 Por todo lo cual se presenta la siguiente

PREGUNTA

	 ¿Se va a utilizar el incremento presupuestario del año 2023 para el operativo de incendios forestales para 
aumentar el tiempo de contratación de todo el personal del operativo (cuadrillas, puestos fijos de vigilancia y 
conductores de autobomba) y para aumentar también el porcentaje de contratación de dicho personal?

	 Zaragoza, 27 de marzo de 2023.

El Diputado
ÁLVARO SANZ REMÓN

3.4.2.2. RESPUESTAS

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

	 En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 150.1 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en 
el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón de las respuestas escritas a distintas Preguntas, conforme figuran a conti-
nuación.

	 Zaragoza, 29 de marzo de 2023.

El Presidente de las Cortes
JAVIER SADA BELTRÁN

Respuesta escrita de la Consejera de Sanidad a la Pregunta núm. 141/23, relativa 
a la motivación del Gobierno de Aragón para impugnar el convenio del transporte 
sanitario (BOCA 271, de 15 de febrero de 2023).

	 Tal como informan los Servicios Jurídicos, existen motivos fundados para defender nulidad de los Acuerdos adop-
tados en la sede del SAMA en fecha 15 de febrero de 2022 por ser ilegales y gravemente lesivos para los intereses 
de esta Administración como tercero directamente afectado ante la futura licitación del servicio urgente de transporte 
de enfermos y accidentados en ambulancias en la Comunidad Autónoma de Aragón a través del procedimiento 
previsto en el artículo 67 de la Ley 36/2011, reguladora de la jurisdicción social.

	 Zaragoza, 21 de marzo de 2023.

La Consejera de Sanidad
SIRA REPOLLÉS LASHERAS 
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Respuesta escrita conjunta del Consejero de Educación, Cultura y Deporte a las Pre-
guntas núms. 164/23, 165/23, 166/23, 167/23, 168/23 y 169/23, relativas al 
centro educativo Zaragoza Sur, (BOCA 277, de 28 de febrero de 2023).

	 Mediante Resolución de la Secretaría General Técnica del Departamento de Educación, Cultura y Deporte de 22 
de febrero de 2023 se acordó el inicio del procedimiento para la contratación del servicio de redacción del pro-
yecto básico y del proyecto de ejecución de las obras de transformación del CEIP Zaragoza Sur en CPI, expediente 
ECD_GIE_2023_22.
	 Al objeto de garantizar que la obra se ejecute conforme a la programación establecida y con el fin de agilizar 
los trámites administrativos que deben realizarse, mediante Resolución de la Secretaría General Técnica del Departa-
mento de Educación, Cultura y Deporte de 22 de febrero de 2023 se declaró la urgencia del citado expediente de 
contratación.
	 El presupuesto de licitación previsto para dicho contrato es de 68.558,96 €, IVA excluido, siendo, por tanto, 
suficiente la cantidad prevista en la aplicación presupuestaria G/4211/602000/91002 PEP 2014/000025, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Aragón para el ejercicio 2023, a la que se imputará el gasto derivado 
del citado expediente de contratación.
	 El plazo de ejecución previsto es de 90 días naturales, a contar desde la formalización del correspondiente con-
trato.
	 Actualmente el expediente de contratación iniciado se encuentra pendiente de fiscalización previa, siendo previ-
sible que el anuncio de licitación se publique a finales del mes de marzo.
	 En lo relativo a la instalación de aulas prefabricadas, el Departamento ha iniciado el proceso de licitación de las 
mismas para que puedan quedar instaladas en los meses de verano, periodo no lectivo. 
	 Para el curso 2023-24 se instalarán un total de 4 aulas prefabricadas cuya ubicación se dispondrá en las insta-
laciones el propio centro educativo. 
	 En lo relativo al material didáctico, el CPI Zaragoza Sur no recogió en su DOC ni en la PGA la necesidad de 
lotes didácticos, ni material de música, ni Educación Física. Se recibió petición de material de música en un correo 
electrónico del 16 de mayo, fecha en la que el presupuesto estaba totalmente comprometido.
	 El CPI Zaragoza Sur sí recibió dotación presupuestaria para el Banco de Libros durante los cursos 2020-21 y 
2021-22.
	 El curso 2020-21 recibió una dotación económica de 10.400€ pagados a fecha 04/09/2020 y el curso 2021-
22 se le asignó la cuantía de 6.800€ pagados a fecha 01/02/2023.

	 Zaragoza, 22 de marzo de 2023.

El Consejero de Educación,
Cultura y Deporte

FELIPE FACI LÁZARO

Respuesta escrita conjunta del Consejero de Educación, Cultura y Deporte a las Pre-
guntas núms. 171/23, 172/23, 173/23, 174/23 y 175/23, relativas a centros 
educativos en el barrio de Parque Venecia (BOCA 277, de 28 de febrero de 2023).

	 El Gobierno de Aragón, presidido por el PSOE desde el año 2015, ha puesto en marcha un proceso de dotación 
de infraestructuras educativas en los barrios de nueva creación de la ciudad de Zaragoza. 
	 Hasta el año 2015, donde el Gobierno estaba dirigido por el PP, no se dotó a estos barrios de ninguna infraes-
tructura educativa, lo que ha supuesto un retraso evolutivo de las mismas respecto a los aumentos de población, con 
el consiguiente aumento de demanda educativa, en dichos barrios. 
	 Gracias a este esfuerzo inversor, el Gobierno de Aragón ha logrado que todos los estudiantes tengan un centro en 
su barrio para poder escolarizarse, garantizando así que todo el alumnado de la Comunidad dispone de un colegio 
cerca de su domicilio y dejando atrás los tiempos donde los estudiantes tenían que matricularse lejos de sus barrios.
	 En los últimos años, el Gobierno de Aragón ha construido el CEIP Arcosur, CEIP Ana María Navales, CEIP María 
Zambrano, CEIP Parque Venecia, CEIP Valdespartera III y el CEIP Soledad Puértolas. 
	 Además, ha transformado en Centros Públicos Integrados, con la correspondiente dotación de nuevas infraestruc-
turas, Rosales del Canal, San Jorge, Julio Verne y Río Sena. 
	 Conscientes de que las necesidades educativas en barrios como el de Parque Venecia son variables y se ajustan 
cada curso, este Departamento las atiende teniendo en cuenta las disponibilidades presupuestarias del Departa-
mento. 
	 La oferta de grupos del Barrio de Parque Venecia se está ajustando a las necesidades de escolarización actual. Si 
bien se trata de centros concebidos para 4 y 3 grupos originalmente, los edificios actuales se construyen con algunos 
espacios extra de carácter más versátil que puedan ser usados como aulas de referencia en casos extraordinarios 
como el que nos ocupa. 
	 Respecto al caso concreto de las obras de construcción de 18 unidades de primaria del CEIP María Zambrano 
se iniciaron el 7 de diciembre de 2022, el plazo de ejecución es de 12 meses, 6 de diciembre del 2023, con un 
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plazo parcial de ocupación de 8, 5 meses, el 21 de agosto del 23, de 9 unidades, 3 aulas específicas, 3 aulas de 
pequeño grupo, biblioteca, usos múltiples, despachos dirección y servicios.
	 A fecha 30 de enero del 23 se certificó un 9,5% de la obra, se han finalizado los pilotes y encepados, se ha 
hormigonado el forjado alveolar hasta la junta, el saneamiento.
	 En la actualidad, en los barrios de nueva creación de la ciudad de Zaragoza, están en ejecución la construcción 
de 9 aulas de Infantil y 9 de Primaria. del CPI Ana María Navales, y las obras de construcción del edificio de Prima-
ria del CEIP María Zambrano.
	 La inversión total realizada en infraestructuras educativas de la ciudad de Zaragoza por el Gobierno del PSOE 
desde el año 2015 asciende a 98.861.307€.

	 Zaragoza, 22 de marzo de 2023.

El Consejero de Educación, 
Cultura y Deporte

FELIPE FACI LÁZARO

7. ACTAS
7.1. DE PLENO

Acta de la sesión plenaria celebrada por las Cortes de Aragón los días 23 y 24 de 
marzo de 2023. 
 
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN 

	 El Pleno de las Cortes de Aragón, en sesión de 30 de marzo de 2023, aprobó el acta correspondiente a la sesión 
plenaria de 23 y 24 de marzo de 2023, cuyo texto se inserta. 
	 Se ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 113.6 del Reglamento de la Cámara. 

	 Zaragoza, 30 de marzo de 2023.

El Presidente de las Cortes 
JAVIER SADA BELTRÁN 

SESIÓN NÚM. 84

	 En el Palacio de La Aljafería de Zaragoza, a las nueve horas y treinta minutos del día 23 de marzo de 2023, se 
reúnen las Cortes de Aragón en sesión plenaria, con el orden del día que se adjunta como Anexo.
	 La sesión es presidida por el Sr. D. Javier Sada Beltrán, Presidente de las Cortes de Aragón, asistido por la Sra. 
D.ª María del Mar Rodrigo Pla y el Sr. D. Ramiro Domínguez Bujeda, Vicepresidenta Primera y Vicepresidente Se-
gundo, respectivamente; y por la Sra. D.ª Itxaso Cabrera Gil y por el Sr. D. Jesús Fuertes Jarque, Secretaria Primera 
y Secretario Segundo, respectivamente. Asisten todas las señoras y los señores Diputados. Se encuentran presentes 
todos los miembros del Gobierno de Aragón. Actúa como Letrada la Sra. D.ª Carmen Agüeras Angulo, Letrada Ma-
yor de la Cámara.
	 Abierta la sesión, el señor Presidente de las Cortes da paso al primer punto del orden del día, constituido por la 
lectura y aprobación, si procede, del acta de la sesión plenaria celebrada los días 9 y 10 de marzo de 2023, que 
se aprueba por unanimidad. 
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación del Dictamen 
de la Comisión Institucional y de Desarrollo Estatutario sobre el Proyecto de Ley de modificación de la Ley 2/2000, 
de 28 de junio, del Juego de la Comunidad Autónoma de Aragón.
	 En primer lugar, para la presentación del Dictamen de la Comisión Institucional y de Desarrollo Estatutario por un 
representante de esta, toma la palabra el Sr. Villagrasa Villagrasa, del G.P. Socialista.
	 A continuación, se procede a la defensa de las enmiendas y votos particulares que se mantienen y fijación de po-
siciones. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), interviene la Sra. García González. Por el G.P. Vox 
en Aragón, el Sr. Arranz Ballesteros. Por el G.P. Popular, el Sr. Lagüens Martín. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón 
(G.P. Mixto), el Sr. Sanz Remón.
	 Seguidamente, fijan sus posiciones los demás Grupos Parlamentarios. Por el G.P. Aragonés, el Sr. Guerrero de 
la Fuente. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Martínez Romances. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. 
Cabrera Gil. Por el G.P. Socialista, el Sr. Villagrasa Villagrasa.
	 A continuación, se procede a la Votación.
	 A) Votación conjunta de los siguientes apartados del artículo único y disposiciones, a los que no se mantienen 
votos particulares ni enmiendas, con la abstención del G.P. Vox en Aragón y el voto a favor del resto: apartados uno 
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pre (nuevo), uno pre bis (nuevo), cinco, ocho, nueve, once, dieciséis, diecinueve, veinte y veintidós. Disposición adi-
cional primera. Disposiciones transitorias primera, segunda, cuarta y quinta. Disposiciones finales primera, primera 
bis (nueva) y segunda. Título del Proyecto de Ley. Todos estos preceptos se aprueban al obtener sesenta y dos votos 
a favor y tres abstenciones.
	 B) Votación de los votos particulares y las enmiendas que se mantienen.
	 Los Grupos Parlamentarios han manifestado su intención de ratificarse en el sentido del voto expresado en Po-
nencia y ratificado en Comisión, solicitando la votación específica de los votos particulares y las enmiendas que se 
detallan a continuación:
	 B.1 Votación votos particulares.
	 1) Voto particular del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) frente al texto transaccional aprobado 
con la enmienda número 3, del G.P. Popular, y número 4, de los GG.PP. Socialista, Podemos Equo Aragón, Chunta 
Aragonesista y Aragonés, al apartado uno pre ter, texto transaccional aprobado con el voto en contra del G.P. 
Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) y de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto) y el voto a favor del 
resto. Este voto particular se rechaza al obtener treinta ay dos votos a favor y treinta y tres en contra.
	 2) Voto particular del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) frente al texto transaccional aprobado con 
la enmienda número 31, del G.P. Socialista, al apartado cuatro, texto transaccional aprobado con el voto en contra 
de los GG.PP. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) y Vox en Aragón y de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. 
Mixto), la abstención del G.P. Popular y el voto a favor a favor del resto. Este voto particular se rechaza por trece 
votos a favor, treinta y siete en contra y dieciséis abstenciones.
	 3) Voto particular del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) frente al texto transaccional aprobado con 
la enmienda número 33, del G.P. Podemos Equo Aragón, y número 34, de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. 
Mixto), al apartado cuatro, texto transaccional aprobado con el voto en contra del GG.PP. Ciudadanos-Partido de 
la Ciudadanía (Cs) y Vox en Aragón, la abstención del G.P. Popular y el voto a favor a favor del resto. Este voto 
particular se rechaza por once votos a favor, treinta y ocho en contra y dieciséis abstenciones.
	 4) Votos particulares de los GG.PP. Popular y Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía frente al texto transaccional 
aprobado con la enmienda número 91, de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), inicialmente al apartado 18 
(después 17), texto transaccional aprobado con el voto en contra de esos Grupos Parlamentarios y del G.P. Vox en 
Aragón, y el voto a favor del resto. Estos votos particulares se rechazan por treinta y un votos a favor y treinta y cinco 
en contra.
	 B.2 Votación Conjunta de las enmiendas.
	 1) Enmiendas números 11, 41, 113 y 122, de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), con el voto a favor 
de esa agrupación parlamentaria, y en contra del resto. Estas enmiendas se rechazan por un voto a favor y sesenta 
y cinco en contra.
	 2) Enmiendas números 45, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), y 46, del G.P. Vox en Aragón, 
con el voto a favor de los GG.PP. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) y Vox en Aragón, la abstención del 
G.P. Popular y del G.P. Aragonés, y en contra del resto. Estas enmiendas se rechazan por treinta y un votos a favor 
y treinta y cinco en contra.
	 3) Enmienda número 52, del G.P. Popular, con el voto a favor de ese grupo parlamentario y en contra del resto. 
Esta enmienda se rechaza por dieciséis votos a favor y cincuenta en contra.
	 4) Enmiendas números 64, 65, 74, 76 y 103, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía. Estas enmiendas 
se rechazan por doce votos a favor y cincuenta y tres en contra.
	 5) Enmienda número 69, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), con el voto a favor de ese grupo 
parlamentario y del G.P. Popular, la abstención del G.P. Aragonés. Esta enmienda se rechaza por veintiocho votos a 
favor y treinta y ocho en contra.
	 6) Enmienda número 84, de la A.P. Izquierda Unida de Aragón, con el voto a favor de esa Agrupación Parla-
mentaria, la abstención del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), y en contra del resto. Esta enmienda se 
rechaza por un voto a favor, cincuenta y tres en contra y doce abstenciones.
	 7) Enmiendas número 105, del G.P. Popular, 120, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), y 121 de 
la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), con el voto a favor de los GG.PP. Popular, G.P. Ciudadanos-Partido de 
la Ciudadanía (Cs) y Vox En Aragón y de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), y en contra del resto. Estas 
enmiendas se rechazan por treinta y dos votos a favor y treinta y cuatro en contra.
	 8) Enmienda número 119, del G.P. Vox en Aragón, con el voto a favor de ese grupo parlamentario y del G.P. 
Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), y en contra del resto. Esta enmienda se rechaza por quince votos a favor 
y cincuenta y uno en contra.
	 9) Enmiendas números 130 y 132, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), con el voto a favor de ese 
grupo parlamentario, la abstención de los GG.PP. Popular y Vox en Aragón, y en contra del resto. Estas enmiendas 
se rechazan por doce votos a favor, treinta y cinco en contra y diecinueve abstenciones.
	 10)	 Enmienda número 131, del G.P. Popular, con el voto a favor de ese grupo parlamentario y del G.P. Ciuda-
danos-Partido de la Ciudadanía (Cs), la abstención del G.P. Vox en Aragón, y en contra del resto. Esta enmienda se 
rechaza por veintiocho votos a favor, treinta y cinco en contra y tres abstenciones.
	 C. Votación conjunta de los apartados del artículo único y disposiciones, así como de la exposición de motivos, 
a los que se han mantenido votos particulares o enmiendas, agrupados para su votación según el sentido del voto 
emitido en Comisión por los Grupos Parlamentarios. 
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	 1. Votación del apartado uno pre ter, con el voto en contra del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) y 
de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), y el voto a favor del resto. Este apartado se aprueba por cincuenta 
y tres votos a favor y trece abstenciones.
	 2. Votación de los apartados uno y dieciocho, con el voto en contra de los GG.PP. Ciudadanos-Partido de la Ciu-
dadanía (Cs) y Vox en Aragón, la abstención del G.P. Popular y el voto a favor del resto. Estos apartados se aprueban 
por treinta y cinco votos a favor, quince en contra y dieciséis abstenciones.
	 3. Votación de los apartados dos, catorce, veintiuno, veintiuno quater (nuevo), veinticuatro y disposición transi-
toria tercera con la abstención del G.P. Vox en Aragón y el voto a favor del resto. Estos apartados y la disposición 
transitoria tercera se aprueban por sesenta y tres votos a favor y tres abstenciones.
	 4. Votación de los apartados dos bis (nuevo), diez, quince bis (nuevo) y veintiuno ter (nuevo), con el voto en con-
tra del G.P. Vox en Aragón y a favor del resto. Estos apartados se aprueban por sesenta y tres votos a favor y tres 
abstenciones.
	 5. Votación del apartado tres, con la abstención de los GG.PP. Popular y Vox en Aragón y de la A.P. Izquierda 
Unida Aragón (G.P. Mixto), y el voto a favor del resto. Este apartado se aprueba por cuarenta y seis votos a favor y 
veinte abstenciones.
	 6. Votación del apartado cuatro, con el voto en contra de los GG.PP. G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía 
(Cs) y Vox en Aragón, la abstención del G.P. Popular y de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto) y el voto a fa-
vor del resto. Este apartado se aprueba por treinta y cuatro votos a favor, quince en contra y diecisiete abstenciones.
	 7. Votación del apartado seis, con el voto en contra de los GG.PP. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) y 
Vox en Aragón, la abstención de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), y el voto a favor del resto. Este apar-
tado se aprueba por cincuenta votos a favor, quince en contra y una abstención.
	 8. Votación del apartado siete, con el voto en contra de los GG.PP. Popular y Vox en Aragón, y a favor del resto. 
Este apartado se aprueba por cuarenta y siete votos a favor y diecinueve en contra.
	 9. Votación del apartado doce y de la disposición transitoria séptima, con el voto a favor de todos los Grupos 
Parlamentarios. Este apartado y la disposición transitoria séptima se aprueban por unanimidad. 
	 10. Votación del apartado trece y de la disposición adicional segunda, con el voto en contra del G.P. Vox en Ara-
gón, la abstención del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs) y a favor del resto. Este apartado se aprueba 
por cincuenta y un votos a favor, tres en contra y doce abstenciones.
	 11. Votación del apartado quince, con la abstención de la A.P. Izquierda Unida de Aragón y el voto a favor del 
resto. Este apartado se aprueba por sesenta y cuatro votos a favor y una abstención.
	 12. Votación del apartado diecisiete, con el voto en contra de los GG.PP. Popular y Vox en Aragón, la abstención 
del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), y el voto a favor del resto. El G.P. Ciudadanos- Partido de la 
Ciudadanía ha comunicado que en Pleno su voto será en contra. Este apartado se aprueba por treinta y cinco votos 
a favor y treinta y una en abstenciones.
	 13. Votación del apartado veintiuno bis (nuevo), con el voto en contra de los GG.PP. G.P. Ciudadanos-Partido de 
la Ciudadanía (Cs) y Vox en Aragón, y el voto a favor del resto. Este apartado se aprueba por cincuenta y un votos 
a favor y quince en contra.
	 14. Votación del apartado veintitrés, con la abstención de los GG.PP. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía 
(Cs) y Vox en Aragón, y el voto a favor del resto. Este apartado se aprueba por cincuenta votos a favor y quince 
abstenciones.
	 15. Votación de la disposición transitoria sexta, con el voto en contra de los GG.PP. Popular, Ciudadanos-Partido 
de la Ciudadanía (Cs) y Vox en Aragón y con el voto a favor del resto. Esta disposición se aprueba por treinta y 
cuatro votos a favor y treinta y uno en contra.
	 16. Votación de la disposición transitoria octava, con la abstención del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudada-
nía (Cs) y el voto a favor del resto. Esta disposición se aprueba por treinta y ocho votos a favor y veintiocho absten-
ciones. 
	 17. Votación de la disposición derogatoria única, con la abstención de los GG.PP. Popular, Ciudadanos-Partido 
de la Ciudadanía (Cs) y de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), y el voto a favor del resto. Esta disposición 
se aprueba por treinta y ocho votos a favor y veintiocho abstenciones 
	 18. Votación de la Exposición de Motivos, con el voto en contra del G.P. Vox en Aragón, la abstención de los 
GG.PP. Popular y Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía, y el voto a favor del resto. La Exposición de Motivos se 
aprueba por treinta y ocho votos a favor y veintiocho abstenciones.
	 Finalizadas las votaciones, en el turno de explicación de voto intervienen el Sr. Sanz Remón, por la A.P. Izquierda 
Unida Aragón (G.P. Mixto); el Sr. Guerrero de la Fuente, por el G.P. Aragonés; la Sra. Martínez Romances, por el 
G.P. Chunta Aragonesista; la Sra. Cabrera Gil, por el G.P. Podemos Equo Aragón; la Sra. García González, por el 
G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs); el Sr. Lagüens Martín, por el G.P. Popular, y el Sr. Villagrasa Villa-
grasa, por el G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al tercer punto del orden del día, que lo constituye la comparecencia del Presidente del 
Gobierno de Aragón, a petición propia, al objeto de realizar un balance de la X legislatura.
	 En primer lugar, realiza su exposición el Presidente del Gobierno de Aragón, Sr. Lambán Montañés.
	 Seguidamente, intervienen los representantes de los Grupos Parlamentarios para solicitar aclaraciones o formular 
preguntas sobre la información facilitada por el señor Presidente del Gobierno. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón 
(G.P. Mixto), el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Aragonés, el Sr. Guerrero de la Fuente. Por el G.P. Vox en Aragón, el Sr. 
Morón Sanjuán. Por el G.P. Chunta Aragonesista, el Sr. Palacín Eltoro. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. De 
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Santos Loriente. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), el Sr. Pérez Esteban. Por el G.P. Popular, la 
Sra. Vaquero Perianez. Por el G.P. Socialista, el Sr. Guillén Izquierdo.
	 La comparecencia concluye con la respuesta del Presidente, Sr. Lambán Montañés, a las cuestiones planteadas 
por las señoras y los señores Diputados.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, que lo constituye la comparecencia del Vicepresi-
dente del Gobierno de Aragón, a petición propia, al objeto de informar sobre el contenido, plan financiero, líneas 
de actuación e indicadores programados, en el marco de la programación de los Fondos Estructurales para la Co-
munidad Autónoma de Aragón en este nuevo periodo.
	 En primer lugar, interviene para realizar su exposición el Vicepresidente del Gobierno, Sr. Aliaga López.
	 Seguidamente, intervienen los representantes de los Grupos Parlamentarios, para solicitar aclaraciones o formu-
lar preguntas sobre la información facilitada por el señor Vicepresidente. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. 
Mixto), el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Aragonés, el Sr. Guerrero de la Fuente. Por el G.P. Vox en Aragón, la Sra. 
Fernández Martín. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Lasobras Pina. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. 
Prades Alquézar. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), la Sra. Bernués Oliván. Por el G.P. Popular, 
la Sra. Susín Gabarre. Por el G.P. Socialista, la Sra. Soria Sarnago.
	 Finaliza la comparecencia con la respuesta Sr. Aliaga López a las cuestiones planteadas por las señoras y los 
señores Diputados.
	 A continuación, se pasa al quinto punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la Moción 
número 1/23, dimanante de Interpelación núm. 20/23, relativa a la política general de apoyo a la familia, con 
especial referencia a las medidas de fomento de la natalidad, presentada por el G.P. Vox en Aragón.
	 En primer lugar, presenta y defiende la iniciativa el Sr. Arranz Ballesteros, del G.P. Vox en Aragón. 
	 A continuación, interviene el resto de los Grupos Parlamentarios. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), 
el Sr. Sanz Remón. por el G.P. Aragonés, la Sra. Peirat Meseguer. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Martínez 
Romances. Por G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. Carbonell Escudero. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciuda-
danía (Cs), el Sr. Martínez Romero. Por el G.P. Popular, la Sra. Sainz Martínez. Por el G.P. Socialista, la Sra. Canales 
Miralles.
	 Tras el debate, se somete a votación de la Moción, que es rechazada por tres votos a favor, treinta y cinco en 
contra y veintisiete abstenciones.
	 En turno de explicación de voto intervienen el Sr. Arranz Ballesteros, por el G.P. Vox en Aragón; la Sra. Martínez 
Romances, por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Carbonell Escudero, por el G.P. Podemos Equo Aragón; la Sra. 
Sainz Martínez, por el G.P. Popular; y la Sra. Canales Miralles, por el G.P. Socialista.
	 Se pasa al siguiente punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la Proposición no de Ley 
número 349/22, sobre planta de recuperación de materiales críticos, presentada por el G.P. Ciudadanos-Partido de 
la Ciudadanía (Cs).
	 En primer lugar, toma la palabra, para la presentación y defensa de la Proposición no de ley, la Sra. Bernués 
Oliván, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 A continuación, procede la defensa de las dos enmiendas presentadas. La Sra. Fernández Martín, defiende la 
enmienda número, 1 del G.P. Vox en Aragón. La enmienda número 2, presentada conjuntamente por los GG.PP. 
Socialista, Podemos Equo Aragón, Chunta Aragonesista y Aragonés, la defienden sucesivamente el Sr. Ortas Martín, 
del G.P. Socialista; la Sra. Prades Alquézar, del G.P. Podemos Equo Aragón; la Sra. Lasobras Pina, del G.P. Chunta 
Aragonesista, y el Sr. Guerrero de la Fuente, del G.P. Aragonés.
	 Seguidamente, intervienen los Grupos Parlamentarios no enmendantes. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. 
Mixto), el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Popular, el Sr. Gracia Suso.
Posteriormente, interviene la Sra. Bernués Oliván para fijar su posición en relación con las enmiendas presentadas, 
manifestando que no acepta la presentada por el G.P. Vox en Aragón y, respecto a la enmienda presentada con-
juntamente por los GG.PP. Socialista, Podemos Equo Aragón, Chunta Aragonesista y Aragonés, informa de que se 
ha llegado a un acuerdo por el que se elabora un texto transaccional, dando lectura de este en el sentido siguiente:
	 «Las Cortes de Aragón instan al Gobierno de Aragón a impulsar las condiciones favorables para posibilitar la 
implantación o adaptación de industrias enfocadas a la recuperación y la reutilización de materiales críticos en 
nuestra Comunidad Autónoma, a fin de mantener la capacidad productiva de microchips minimizando la utilización 
de materias primas de alta criticidad y lograr posicionar a Aragón como referente mundial en la industria de semi-
conductores, adaptada a la normativa europea».
	 Se somete a votación la proposición no de ley en los términos explicados, que queda aprobada por sesenta y un 
votos a favor y tres abstenciones.
	 Finalmente, en el turno de explicación de voto interviene la Sra. Bernués Oliván, del G.P. Ciudadanos-Partido de 
la Ciudadanía (Cs).
	 A continuación, se pasa al séptimo punto del orden del día, en el que figura el debate y votación de la Proposición 
no de Ley número 28/23, sobre el Plan estratégico de la Apicultura en Aragón, presentada por el G.P. Ciudadanos-
Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 En primer lugar, interviene para la presentación y defensa de la Proposición no de ley el Sr. Domínguez Bujeda, 
del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
A continuación, en defensa de la enmienda presentada por el G.P. Vox en Aragón, interviene el Sr. Morón Sanjuán.
	 Posteriormente, intervienen los representantes de los Grupos Parlamentarios no enmendantes. Por la A.P. Izquierda 
Unida Aragón (G.P. Mixto), el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Aragonés, la Sra. Peirat Meseguer. Por el G.P. Chunta 
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Aragonesista, el Sr. Palacín Eltoro. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, el Sr. Escartín Lasierra. Por el G.P. Popular, el 
Sr. Romero Santolaria. Por el G.P. Socialista, el Sr. Pueyo García.
	 Seguidamente, toma de nuevo la palabra el Sr. Domínguez Bujeda para fijar su posición en relación con la 
enmienda presentada, manifestando que se ha llegado a un acuerdo de texto transaccional por el que se añade el 
apartado 2, en el siguiente sentido:
	 «2. Las Cortes de Aragón instan al Gobierno de Aragón a instar al Gobierno de España a promover el cambio 
de la normativa europea en lo referente al etiquetado final, de forma que sea claramente visible el porcentaje de miel 
natural que incluye el producto».
	 Se somete a votación la proposición no de ley, con las modificaciones indicadas, resultando ser aprobada por 
unanimidad.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de explicación de voto del Sr. Sanz Remón, por la A.P. Izquierda 
Unida Aragón (G.P. Mixto); del Sr. Morón Sanjuán, por el G.P. Vox en Aragón, y por el Sr. Domínguez Bujeda, por 
el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 Cuando son las catorce horas y cuarenta y siete minutos, el señor Presidente suspende la sesión hasta las quince 
horas y cuarenta y cinco minutos.
	 A las quince horas y cincuenta minutos la Vicepresidenta Primera reanuda la sesión, dando paso al siguiente 
punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la Proposición no de Ley número 37/23, sobre la 
bonificación del Impuesto de Sucesiones y Donaciones, presentada por el G.P. Popular.
	 Para la presentación y defensa de la Proposición no de ley, toma la palabra por el G.P. Popular la Sra. Susín 
Gabarre.
	 A continuación, en defensa de la enmienda presentada conjuntamente por los GG.PP. Socialista, Podemos Equo 
Aragón, Chunta Aragonesista y Aragonés. Por el G.P. Socialista, el Sr. Galeano Gracia. Por el G.P. Podemos Equo 
Aragón, la Sra. De Santos Loriente. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Martínez Romances. Por el G.P. Arago-
nés, el Sr. Guerrero de la Fuente.
	 Seguidamente, se suceden las intervenciones de los representantes de Grupos Parlamentarios no enmendantes. 
Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Vox en Aragón, la Sra. Fernández 
Martín. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), el Sr. Saz Casado. 
	 A continuación, en representación del grupo parlamentario proponente interviene de nuevo para fijar su posición 
en relación con la enmienda presentada, manifestando que no la acepta.
	 Se somete a votación la Proposición no de Ley en sus propios términos, que resulta rechazada por veintinueve 
votos a favor y treinta y cuatro en contra.
	 Para la explicación de voto intervienen la Sra. Susín Gabarre, del G.P. Popular, y el Sr. Galeano Gracia, del G.P. 
Socialista.
	 A continuación, se pasa al noveno punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la Proposi-
ción no de Ley número 46/23, sobre modificación de la Ley de IRPF para las parejas de hecho, presentada por el 
G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 En primer lugar, presenta y defiende la Proposición no de ley el Sr. Saz Casado, del G.P. Ciudadanos-Partido de 
la Ciudadanía (Cs).
	 A continuación, procede la defensa de la enmienda presentada conjuntamente por los GG.PP. Socialista, Pode-
mos Equo Aragón, Chunta Aragonesista y Aragonés. Por el G.P. Socialista, el Sr. Burrell Bustos. Por el G.P. Podemos 
Equo Aragón, la Sra. De Santos Loriente. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Lasobras Pina. Por el G.P. Arago-
nés, la Sra. Gimeno Gascón.
	 Seguidamente, intervienen los Grupos Parlamentarios no enmendantes. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. 
Mixto), el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Vox en Aragón, la Sra. Fernández Martín. Por el G.P. Popular, la Sra. Susín 
Gabarre. 
	 Posteriormente, interviene de nuevo el Sr. Saz Casado para manifestar que se ha llegado a un acuerdo de texto 
transaccional, en el sentido de invertir el orden de los apartados de la iniciativa, pasando el segundo a ser el pri-
mero, y viceversa, e incorporando en ambos que se insta al Gobierno de Aragón a instar al Gobierno de España.
	 Se somete a votación la iniciativa, con las modificaciones explicadas, resultando ser aprobada por cuarenta y tres 
votos a favor, tres en contra y trece abstenciones.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de explicación de voto de la Sra. Fernández Martín, por el G.P. 
Vox en Aragón; del Sr. Saz Casado, por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), y del Sr. Burrell Bustos, 
por el G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al décimo punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la Proposi-
ción no de Ley número 55/23, sobre reprobación de la gestión económica del Gobierno de Aragón, presentada por 
el G.P. Popular.
	 En primer lugar, para la presentación y defensa de la Proposición no de ley, toma la palabra la Sra. Susín Gaba-
rre, del G.P. Popular. 
	 A continuación, interviene el resto de los Grupos Parlamentarios. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), 
el Sr. Sanz Remón. por el G.P. Aragonés, el Sr. Guerrero de la Fuente. Por el G.P. Vox en Aragón, la Sra. Fernández 
Martín. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Martínez Romances. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. 
Cabrera Gil. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), el Sr. Saz Casado. Por el G.P. Socialista, la Sra. 
Sánchez Garcés.
	 Se somete a votación la Proposición no de Ley, resultando ser rechazada por dieciocho votos a favor, treinta y 
cinco en contra y doce abstenciones.
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	 En turno de explicación de voto intervienen sucesivamente la Sra. Susín Gabarre, del G.P. Popular y la Sra. Sán-
chez Garcés, del G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al undécimo punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la Pro-
posición no de Ley número 56/23, sobre reprobación de la gestión sanitaria del Gobierno de Aragón durante la X 
Legislatura, presentada por el G.P. Popular.
	 En primer lugar, presenta y defiende la Proposición no de ley la Sra. Marín Pérez, del G.P. Popular.
	 Seguidamente, interviene el resto de los Grupos Parlamentarios. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), 
el Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Aragonés, la Sra. Peirat Meseguer. Por el G.P. Vox en Aragón, el Sr. Morón Sanjuán. 
Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Lasobras Pina. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. Cabrera Gil. Por 
el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), la Sra. Gaspar Martínez, que solicita la votación por separado. 
Por el G.P. Socialista, la Sra. Arellano Badía.
	 A continuación, se somete a votación la Proposición no de Ley, resultando ser rechazada por diecinueve votos a 
favor, treinta y cinco en contra y doce abstenciones.
	 Finaliza este punto con la explicación de voto de la Sra. Gaspar Martínez, por el G.P. Ciudadanos-Partido de la 
Ciudadanía (Cs); de la Sra. Marín Pérez, por el G.P. Popular, y de la Sra. Arellano Badía, por el G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, el debate y votación de la Proposición no de Ley 
número 57/23, sobre la gestión de los servicios sociales, presentada por el G.P. Popular.
	 En primer lugar, para la presentación y defensa de la Proposición no de ley por el G.P. Popular, toma la palabra 
la Sra. Orós Lorente.
	 Seguidamente, intervienen los demás Grupos Parlamentarios. Por el A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), el 
Sr. Sanz Remón. Por el G.P. Aragonés, la Sra. Peirat Meseguer. Por el G.P. Vox en Aragón, el Sr. Arranz Ballesteros. 
Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Martínez Romances. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. Carbonell 
Escudero. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), la Sra. Camañes Edo. Por el G.P. Socialista, la Sra. 
Zamora Mora. 
	 Sometida a la Proposición no de Ley, es rechazada por diecinueve votos a favor, treinta y cuatro en contra y doce 
abstenciones.
	 En el turno de explicación de voto intervienen la Sra. Orós Lorente, del G.P. Popular, y la Sra. Zamora Mora, del 
G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al decimotercer punto del orden del día, que lo constituye el debate y votación de la 
Proposición no de Ley número 58/23, sobre la reprobación de la gestión en materia de educación del Gobierno de 
Aragón, presentada por el G.P. Popular.
	 En primer lugar, para la presentación y defensa de la Proposición no de ley, toma la palabra la Sra. Orós Lorente, 
del G.P. Popular.
	 A continuación, interviene el resto de los Grupos Parlamentarios. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), 
el Sr. Sanz Remón. por el G.P. Aragonés, la Sra. Peirat Meseguer. Por el G.P. Vox en Aragón, el Sr. Arranz Balleste-
ros. Por el G.P. Chunta Aragonesista, la Sra. Lasobras Pina. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, el Sr. Escartín Lasie-
rra. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), el Sr. Trullén Calvo. Por el G.P. Socialista, el Sr. Urquizu 
Sancho.
	 Se procede a la votación de la Proposición no de Ley, que es rechazada por diecinueve votos a favor, treinta y 
cuatro en contra y doce abstenciones.
	 Intervienen en el turno de explicación de voto la Sra. Cortés Bureta, del G.P. Popular, y el Sr. Urquizu Sancho, del 
G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al decimocuarto punto del orden del día, el debate y votación de la Proposición no de 
Ley número 60/23, sobre el cumplimiento de la ley de la cadena alimentaria en Aragón, presentada por la A.P. 
Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto).
	 En primer lugar, para la presentación y defensa de la Proposición no de ley por A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. 
Mixto), toma la palabra el Sr. Sanz Remón.
	 Seguidamente, en defensa de la enmienda presentada por el G.P. Popular, toma la palabra el Sr. Celma Escuin.
	 A continuación, intervienen los demás Grupos Parlamentarios. Por el G.P. Aragonés, el Sr. Guerrero de la Fuente. 
Por el G.P. Vox en Aragón, el Sr. Morón Sanjuán. Por el G.P. Chunta Aragonesista, el Sr. Palacín Eltoro. Por el G.P. 
Podemos Equo Aragón, el Sr. Escartín Lasierra. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), el Sr. Domín-
guez Bujeda. Por el G.P. Socialista, la Sra. Gimeno Gascón, que solicita la votación por separado.
	 Posteriormente, interviene de nuevo el Sr. Sanz Remón para fijar su posición en relación con la enmienda presen-
tada, manifestando que no la acepta y tampoco accede a la votación por separado.
	 Se somete a votación la Proposición no de Ley en sus propios términos, resultando ser rechazada por nueve votos 
a favor y cincuenta y cinco en contra.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de explicación de voto, en el que intervienen sucesivamente el Sr. 
Sanz Remón, de la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto); el Sr. Guerrero de la Fuente, del G.P. Aragonés; el Sr. 
Morón Sanjuán, del G.P. Vox en Aragón; el Sr. Escartín Lasierra, del G.P. Podemos Equo Aragón; el Sr. Domínguez 
Bujeda, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs); el Sr. Celma Escuin, del G.P. Popular, y la Sra. Gimeno 
Gascón, del G.P. Socialista.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, constituido por el debate y votación de la Proposi-
ción no de Ley número 61/23, sobre la prestación de servicios a través de la acción concertada y otros instrumentos 
de gestión indirecta, presentada por el G.P. Socialista.



22020	 Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 291. 31 de marzo de 2023

	 En primer lugar, para la presentación y defensa de la iniciativa, toma la palabra la Sra. Zamora Mora, del G.P. 
Socialista
	 Seguidamente, intervienen los demás Grupos Parlamentarios. Por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto), 
el Sr. Sanz Remón. por el G.P. Aragonés, la Sra. Peirat Meseguer. Por el G.P. Vox en Aragón, la Sra. Fernández 
Martín. Por el G.P. Chunta Aragonesista, el Sr. Palacín Eltoro. Por el G.P. Podemos Equo Aragón, la Sra. Carbonell 
Escudero. Por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), la Sra. Camañes Edo. Por el G.P. Popular, la Sra. 
Orós Lorente.
	 Se somete a votación la Proposición no de Ley, que es aprobada por cincuenta y dos votos a favor y doce 
abstenciones.
	 En el turno de explicación de voto interviene la Sra. Zamora Mora, del G.P. Socialista.
	 Cuando son las veinte horas y diez minutos, el señor Presidente suspende la sesión hasta el día siguiente.
	 El viernes, día 24 de marzo, a las nueve horas y treinta minutos el señor Presidente reanuda la sesión, dando 
paso al decimosexto punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 236/23, sobre el deterioro de 
las condiciones de vida de los aragoneses, formulada al Presidente del Gobierno de Aragón por el G.P. Popular.
	 En primer lugar, formula la pregunta la Portavoz del G.P. Popular, Sra. Vaquero Perianez.
	 Seguidamente, le responde el Presidente del Gobierno de Aragón, Sr. Lambán Montañés.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica de la Sra. Vaquero Perianez y la respuesta en turno de 
dúplica del Sr. Lambán Montañés.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 237/23, relativa 
a las medidas para paliar el incremento de los costes de producción y la cesta de la compra, formulada al Presidente 
del Gobierno de Aragón por el G.P Ciudadanos Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 Formulada la pregunta por el Portavoz del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs), Sr. Pérez Calvo, le 
responde el Presidente del Gobierno, Sr. Lambán Montañés.
	 Seguidamente, formula nuevas preguntas el Sr. Pérez Calvo, que responde el Presidente, Sr. Lambán Montañés.
	 A continuación, se pasa al decimoctavo punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 238/23, 
relativa a las políticas del Gobierno de España y su impacto en la Comunidad Autónoma de Aragón, formulada al 
Presidente del Gobierno de Aragón por el G.P. Vox en Aragón.
	 En primer lugar, formula la pregunta el Portavoz del G.P. Vox en Aragón, Sr. Morón Sanjuán, respondiéndole a 
continuación el Presidente del Gobierno, Sr. Lambán Montañés.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Morón Sanjuán y la respuesta en turno de dú-
plica del Sr. Lambán Montañés.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, constituido por la Interpelación urgente número 
33/23, relativa a la política general del Gobierno de Aragón en materia de la gestión del ejecutivo para garantizar 
la protección del bienestar, la salud y la vida de los aragoneses, formulada al Presidente del Gobierno, por el G.P. 
Popular.
	 En primer lugar, expone la Interpelación por la Sra. Vaquero Perianez, Portavoz del G.P. Popular.
	 Seguidamente, le responde la Consejera de Sanidad, Sra. Repollés Lasheras.
	 A continuación, interviene en turno de réplica la Sra. Vaquero Perianez, respondiéndole en turno de dúplica la 
Sra. Repollés Lasheras.
	 El vigésimo punto del orden del día lo constituye la Interpelación número 5/23, relativa a la política general del 
Gobierno de Aragón en materia de Gestión Ambiental y en concreto en relación a la actividad del Instituto Aragonés 
de Gestión Ambiental (Inaga), formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente por el Diputado 
Sr. Romero Santolaria, del G.P. Popular.
	 Tras la exposición de la Interpelación por el Sr. Romero Santolaria, toma la palabra para responderle el Consejero 
de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, Sr. Olona Blasco.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Romero Santolaria y la respuesta en turno de 
duplica del Sr. Olona Blasco.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, en el que figura la Interpelación número 26/23, 
relativa a la política general del Gobierno de Aragón en materia de política tributaria, formulada al Consejero de 
Hacienda y Administración Pública por la Diputada Sra. Susín Gabarre, del G.P. Popular.
	 En primer lugar, expone la Interpelación la Sra. Susín Gabarre, respondiéndole a continuación el Consejero de 
Hacienda y Administración Pública, Sr. Pérez Anadón.
	 Seguidamente, interviene en turno de réplica la Sra. Susín Gabarre, respondiéndole en turno de dúplica el Sr. 
Pérez Anadón.
	 A continuación, se pasa al vigésimo segundo punto del orden del día, constituido por la Interpelación número 
31/23, relativa al parque público de vivienda para alquiler social y asequible, formulada al Consejero de Verte-
bración del Territorio, Movilidad y Vivienda por el Diputado Sr. Ortas Martín, del G.P. Ciudadanos-Partido de la 
Ciudadanía (Cs).
	 Tras la exposición de la Interpelación por el Sr. Ortas Martín, le responde el Consejero de Vertebración del Terri-
torio, Movilidad y Vivienda, Sr. Soro Domingo.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Ortas Martín y la respuesta en turno de dúplica 
del Sr. Soro Domingo.
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	 Se pasa al siguiente punto del orden del día, que lo constituye la Interpelación número 32/23, relativa a la 
política general de protección de las diferentes modalidades lingüísticas aragonesas, formulada al Consejero de 
Educación, Cultura y Deporte por el Diputado Sr. Morón Sanjuán, del G.P. Vox en Aragón.
	 En primer lugar, expone la Interpelación por el Sr. Arranz Ballesteros, respondiéndole a continuación el Consejero 
de Educación, Cultura y Deporte, Sr. Faci Lázaro.
	 A continuación, interviene en turno de réplica el Sr. Arranz Ballesteros, respondiéndole en turno de dúplica el Sr. 
Faci Lázaro.
	 Seguidamente, se pasa al vigésimo segundo punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 
148/23, relativa a la igualdad de oportunidades en el deporte, formulada al Consejero de Educación, Cultura y 
Deporte por el Diputado Sr. Trullén Calvo, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 Formulada la pregunta por el Sr. Trullén Calvo, toma la palabra para responderle el Consejero de Educación, 
Cultura y Deporte, Sr. Faci Lázaro.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Trullén Calvo y la respuesta en turno de dúplica 
del Sr. Faci Lázaro.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 221/23, rela-
tiva al balance de la gestión del Gobierno de Aragón en materia educativa, formulada al Consejero de Educación, 
Cultura y Deporte por el Diputado Sr. Trullén Calvo, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 En primer lugar, formula la pregunta el Sr. Trullén Calvo, respondiéndole a continuación el Consejero de Educa-
ción, Cultura y Deporte, Sr. Faci Lázaro.
	 Seguidamente, formula nuevas preguntas el Sr. Trullén Calvo, que responde el señor Consejero de Educación, 
Cultura y Deporte.
	 Se pasa al vigésimo sexto punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 235/23, relativa a las 
quejas del Aula de Tecnificación de Deportes de Hielo de Jaca, formulada al Consejero de Educación, Cultura y 
Deporte por el Diputado Sr. Arranz Ballesteros, del G.P. Vox en Aragón.
	 En primer lugar, formula la pregunta el Sr. Arranz Ballesteros.
	 Seguidamente, le responde el Consejero de Educación, Cultura y Deporte, Sr. Faci Lázaro.
	 A continuación, la Pregunta número 44/23, que figuraba en el siguiente punto del orden del día, se sustanciará 
al final, por tanto, se pasa al vigésimo octavo punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 186/23, 
relativa al cumplimiento de la Proposición no de ley núm. 355/21, sobre medidas inclusivas de accesibilidad a los 
cotos sociales de pesca en Aragón, formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente por el 
Diputado Sr. Morón Sanjuán, del G.P. Vox en Aragón.
	 En primer lugar, formula la pregunta el Sr. Morón Sanjuán, respondiéndole el Consejero de Agricultura, Ganade-
ría y Medio Ambiente, Sr. Olona Blasco.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Morón Sanjuán y la respuesta en turno de dú-
plica del Sr. Olona Blasco.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 213/23, rela-
tiva a daños de los ciervos en la Sierra de Albarracín, formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio 
Ambiente por el Diputado Sr. Domínguez Bujeda, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 En primer lugar, formula la pregunta el Sr. Domínguez Bujeda, respondiéndole a continuación el Consejero de 
Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, Sr. Olona Blasco.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Domínguez Bujeda, y la respuesta del señor 
Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente. 
	 A continuación, se pasa al trigésimo punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 217/23, re-
lativa a pérdida de explotaciones de ovino en Aragón, formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio 
Ambiente por el Diputado Sr. Domínguez Bujeda, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 Formulada la pregunta por el Sr. Domínguez Bujeda, le responde el Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio 
Ambiente, Sr. Olona Blasco.
	 Seguidamente, formula nuevas preguntas el Sr. Domínguez Bujeda, que responde el Consejero, Sr. Olona Blasco.
	 Se pasa al siguiente punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 230/23, relativa al modelo 511 
de autoliquidación de tasas, formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente por el Diputado 
Sr. Romero Santolaria, del G.P. Popular.
	 En primer lugar, formula la pregunta el Sr. Romero Santolaria, respondiéndole a continuación el Consejero de 
Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, Sr. Olona Blasco.
	 Seguidamente, interviene en turno de réplica el Sr. Romero Santolaria, respondiéndole a continuación el Sr. Olona 
Blasco.
	 En el trigésimo segundo punto del orden del día figura la Pregunta número 210/23, relativa al coste para los 
aragoneses de la campaña institucional «Reforma Fiscal», formulada al Consejero de Hacienda y Administración 
Pública por la Diputada Sra. Susín Gabarre, del G.P. Popular.
	 En primer lugar, formula la pregunta la Sra. Susín Gabarre, respondiéndole a continuación el Consejero de Ha-
cienda y Administración Pública, Sr. Pérez Anadón.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica de la Sra. Susín Gabarre y la respuesta en turno de 
dúplica del Sr. Pérez Anadón.



22022	 Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 291. 31 de marzo de 2023

	 El siguiente punto del orden del día lo constituye la Pregunta número 158/23, relativa al apoyo a la mujer emba-
razada, formulada a la Consejera de Ciudadanía y Derechos Sociales por la Diputada Sra. Orós Lorente, del G.P. 
Popular.
	 Formulada la pregunta por la Sra. Orós Lorente, toma la palabra para responderle la Consejera de Ciudadanía 
y Derechos Sociales, Sra. Broto Cosculluela.
	 Seguidamente, formula nuevas preguntas la Sra. Orós Lorente, que responde la Sra. Broto Cosculluela.
	 A continuación, se pasa al trigésimo cuarto punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 228/23, 
relativa al destino del material de protección COVID defectuoso, formulada a la Consejera de Ciudadanía y Dere-
chos Sociales por la Diputada Sra. Orós Lorente, del G.P. Popular.
	 En primer lugar, formula la pregunta la Sra. Orós Lorente, respondiéndole a continuación la Consejera de Ciuda-
danía y Derechos Sociales, Sra. Broto Cosculluela.
	 A continuación, formula nuevas preguntas la Sra. Orós Lorente.
	 Seguidamente, se pasa al trigésimo quinto punto del orden del día, en el que figura la Pregunta número 188/23, 
relativa a la falta de transparencia del Departamento de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial, formu-
lada al Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial por el Diputado Sr. Sanz Remón, de la 
Agrupación Parlamentaria Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto).
	 En primer lugar, formula la pregunta el Sr. Sanz Remón, respondiéndole el Consejero de Industria, Competitividad 
y Desarrollo Empresarial, Sr. Aliaga López.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica del Sr. Sanz Remón y la respuesta en turno de dúplica 
del Sr. Aliaga López.
	 En el siguiente punto del orden del día figura la Pregunta número 201/23, relativa al fomento de la biomasa 
como medida en la lucha contra los incendios, formulada al Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo 
Empresarial por el Diputado Sr. Gracia Suso, del G.P. Popular.
	 Formulada la pregunta por el Sr. Gracia Suso, toma la palabra para responderle el Consejero de Industria, Com-
petitividad y Desarrollo Empresarial, Sr. Aliaga López.
	 Seguidamente, formula nuevas preguntas el Sr. Gracia Suso, que responde el señor Consejero de Industria, Com-
petitividad y Desarrollo Empresarial.
	 A continuación, se pasa al trigésimo séptimo punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 206/23, 
relativa a la exclusión del Proyecto de tobogán de montaña más grande de España en el municipio de Panticosa, 
de los proyectos incluidos en los Planes de Sostenibilidad Turística en destinos 2022, financiados con Fondos Next 
Generation, formulada al Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial por la Diputada Sra. Susín 
Gabarre, del G.P. Popular.
	 En primer lugar, formula la pregunta la Sra. Susín Gabarre, respondiéndole a continuación el Consejero de Indus-
tria, Competitividad y Desarrollo Empresarial, Sr. Aliaga López.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica de la Sra. Susín Gabarre y la respuesta del Consejero, 
Sr. Aliaga López.
	 A continuación, se pasa al siguiente punto del orden del día, en el que figura la Pregunta número 218/23, rela-
tiva a la modificación del artículo 56.3 del DL 1/2016, de 12 de julio, por el que se aprueba el Texto refundido de 
la Ley de Turismo de Aragón, formulada al Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial por la 
Diputada Sra. Bernués Oliván, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 Formulada la pregunta por la Sra. Bernués Oliván, toma la palabra para responderle el Consejero de Industria, 
Competitividad y Desarrollo Empresarial, Sr. Aliaga López.
	 Seguidamente, formula nuevas preguntas la Sra. Bernués Oliván, que responde el Sr. Aliaga López.
	 Se pasa al trigésimo noveno punto del orden del día, constituido por la Pregunta número 216/23, relativa a la 
saturación de los servicios de urgencias hospitalarias, formulada a la Consejera de Sanidad por la Diputada Sra. 
Gaspar Martínez, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 En primer lugar, formula la pregunta la Sra. Gaspar Martínez, respondiéndole a continuación la Consejera de 
Sanidad, Sra. Repollés Lasheras.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica de la Sra. Gaspar Martínez y la respuesta de la señora 
Consejera de Sanidad.
	 A continuación, se pasa al último punto del orden del día, que lo constituye la Pregunta número 44/23, relativa a 
la implantación del servicio de asesoramiento y orientación jurídico-gratuita para los menores de edad internados en 
centros de reforma, formulada a la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales por la Diputada Sra. García 
González, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 Tras la formulación de la pregunta por la Sra. García González, toma la palabra para responderle la Consejera 
de Presidencia y Relaciones Institucionales, Sr. Pérez Esteban.
	 Finaliza este punto con la intervención en turno de réplica de la Sra. García González y la respuesta en turno de 
dúplica de la Consejera, Sra. Pérez Esteban.
	 Agotado el orden del día, y sin más asuntos que tratar, se levanta la sesión cuando son las trece horas y treinta 
minutos.

La Secretaria Primera
ITXASO CABRERA GIL

V.º B.º
El Presidente

JAVIER SADA BELTRÁN
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ANEXO
ORDEN DEL DÍA

	 1. Lectura y aprobación, si procede, del acta de la sesión plenaria celebrada los días 9 y 10 de marzo de 2023. 
	 2. Debate y votación del Dictamen de la Comisión Institucional y de Desarrollo Estatutario sobre el Proyecto de 
Ley de modificación de la Ley 2/2000, de 28 de junio, del Juego de la Comunidad Autónoma de Aragón.
	 3. Comparecencia del Presidente del Gobierno de Aragón, a petición propia, al objeto de realizar un balance 
de la X Legislatura (1998/23).
	 4. Comparecencia del Vicepresidente del Gobierno de Aragón, a petición propia, al objeto de informar sobre el 
contenido, plan financiero, líneas de actuación e indicadores programados, en el marco de la programación de los 
Fondos Estructurales para la Comunidad Autónoma de Aragón en este nuevo periodo.
	 5. Debate y votación de la Moción núm. 1/23, dimanante de Interpelación núm. 20/23, relativa a la política 
general de apoyo a la familia, con especial referencia a las medidas de fomento de la natalidad, presentada por el 
G.P. Vox en Aragón.
	 6. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 349/22, sobre planta de recuperación de materiales 
críticos, presentada por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 7. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 28/23, sobre el Plan estratégico de la Apicultura en Ara-
gón, presentada por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 8. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 37/23, sobre la bonificación del Impuesto de Sucesiones 
y Donaciones, presentada por el G.P. Popular.
	 9. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 46/23, sobre modificación de la Ley de IRPF para las 
parejas de hecho, presentada por el G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 10. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 55/23, sobre reprobación de la gestión económica del 
Gobierno de Aragón, presentada por el G.P. Popular.
	 11. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 56/23, sobre reprobación de la gestión sanitaria del 
Gobierno de Aragón durante la X Legislatura, presentada por el G.P. Popular.
	 12. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 57/23, sobre la gestión de los servicios sociales, presen-
tada por el G.P. Popular.
	 13. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 58/23, sobre la reprobación de la gestión en materia 
de educación del Gobierno de Aragón, presentada por el G.P. Popular.
	 14. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 60/23, sobre el cumplimiento de la ley de la cadena 
alimentaria en Aragón, presentada por la A.P. Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto).
	 15. Debate y votación de la Proposición no de Ley núm. 61/23, sobre la prestación de servicios a través de la 
acción concertada y otros instrumentos de gestión indirecta, presentada por el G.P. Socialista.
	 16. Pregunta núm. 236/23, sobre el deterioro de las condiciones de vida de los aragoneses, formulada al Presi-
dente del Gobierno de Aragón por el G.P. Popular.
	 17. Pregunta núm. 237/23, relativa a las medidas para paliar el incremento de los costes de producción y la 
cesta de la compra, formulada al Presidente del Gobierno de Aragón por el G.P Ciudadanos Partido de la Ciudada-
nía (Cs).
	 18. Pregunta núm. 238/23, relativa a las políticas del Gobierno de España y su impacto en la Comunidad Autó-
noma de Aragón, formulada al Presidente del Gobierno de Aragón por el G.P. Vox en Aragón.
	 19. Interpelación urgente núm. 33/23, relativa a la política general del Gobierno de Aragón en materia de la 
gestión del ejecutivo para garantizar la protección del bienestar, la salud y la vida de los aragoneses, formulada al 
Presidente del Gobierno, por el G.P. Popular.
	 20. Interpelación núm. 5/23, relativa a la política general del Gobierno de Aragón en materia de Gestión Am-
biental y en concreto en relación a la actividad del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental (Inaga), formulada al 
Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente por el Diputado Sr. Romero Santolaria, del G.P. Popular.
	 21. Interpelación núm. 26/23, relativa a la política general del Gobierno de Aragón en materia de política tri-
butaria, formulada al Consejero de Hacienda y Administración Pública por la Diputada Sra. Susín Gabarre, del G.P. 
Popular.
	 22. Interpelación núm. 31/23, relativa al parque público de vivienda para alquiler social y asequible, formu-
lada al Consejero de Vertebración del Territorio, Movilidad y Vivienda por el Diputado Sr. Ortas Martín, del G.P. 
Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 23. Interpelación núm. 32/23, relativa a la política general de protección de las diferentes modalidades lingüís-
ticas aragonesas, formulada al Consejero de Educación, Cultura y Deporte por el Diputado Sr. Morón Sanjuán, del 
G.P. Vox en Aragón.
	 24. Pregunta núm. 148/23, relativa a la igualdad de oportunidades en el deporte, formulada al Consejero de 
Educación, Cultura y Deporte por el Diputado Sr. Trullén Calvo, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 25. Pregunta núm. 221/23, relativa al balance de la gestión del Gobierno de Aragón en materia educativa, 
formulada al Consejero de Educación, Cultura y Deporte por el Diputado Sr. Trullén Calvo, del G.P. Ciudadanos-
Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 26. Pregunta núm. 235/23, relativa a las quejas del Aula de Tecnificación de Deportes de Hielo de Jaca, formu-
lada al Consejero de Educación, Cultura y Deporte por el Diputado Sr. Arranz Ballesteros, del G.P. Vox en Aragón.
	 27. Pregunta núm. 44/23, relativa a la implantación del servicio de asesoramiento y orientación jurídico-gratuita 
para los menores de edad internados en centros de reforma, formulada a la Consejera de Presidencia y Relaciones 
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Institucionales por la Diputada Sra. García González, del G.P. Ciudada-
nos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 28. Pregunta núm. 186/23, relativa al cumplimiento de la Proposición 
no de ley núm. 355/21, sobre medidas inclusivas de accesibilidad a los 
cotos sociales de pesca en Aragón, formulada al Consejero de Agricul-
tura, Ganadería y Medio Ambiente por el Diputado Sr. Morón Sanjuán, 
del G.P. Vox en Aragón.
	 29. Pregunta núm. 213/23, relativa a daños de los ciervos en la 
Sierra de Albarracín, formulada al Consejero de Agricultura, Ganade-
ría y Medio Ambiente por el Diputado Sr. Domínguez Bujeda, del G.P. 
Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 30. Pregunta núm. 217/23, relativa a pérdida de explotaciones de 
ovino en Aragón, formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y 
Medio Ambiente por el Diputado Sr. Domínguez Bujeda, del G.P. Ciuda-
danos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 31. Pregunta núm. 230/23, relativa al modelo 511 de autoliquida-
ción de tasas, formulada al Consejero de Agricultura, Ganadería y Me-
dio Ambiente por el Diputado Sr. Romero Santolaria, del G.P. Popular.
	 32. Pregunta núm. 210/23, relativa al coste para los aragoneses de 
la campaña institucional «Reforma Fiscal», formulada al Consejero de 
Hacienda y Administración Pública por la Diputada Sra. Susín Gabarre, 
del G.P. Popular.
	 33. Pregunta núm. 158/23, relativa al apoyo a la mujer embara-
zada, formulada a la Consejera de Ciudadanía y Derechos Sociales por 
la Diputada Sra. Orós Lorente, del G.P. Popular.
	 34. Pregunta núm. 228/23, relativa al destino del material de pro-
tección COVID defectuoso, formulada a la Consejera de Ciudadanía y 
Derechos Sociales por la Diputada Sra. Orós Lorente, del G.P. Popular.
	 35. Pregunta núm. 188/23, relativa a la falta de transparencia del 
Departamento de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial, 
formulada al Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empre-
sarial por el Diputado Sr. Sanz Remón, de la Agrupación Parlamentaria 
Izquierda Unida Aragón (G.P. Mixto).
	 36. Pregunta núm. 201/23, relativa al fomento de la biomasa como 
medida en la lucha contra los incendios, formulada al Consejero de Indus-
tria, Competitividad y Desarrollo Empresarial por el Diputado Sr. Gracia 
Suso, del G.P. Popular.
	 37. Pregunta núm. 206/23, relativa a la exclusión del Proyecto de 
tobogán de montaña más grande de España en el municipio de Panti-
cosa, de los proyectos incluidos en los Planes de Sostenibilidad Turística 
en destinos 2022, financiados con Fondos Next Generation, formulada 
al Consejero de Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial por la 
Diputada Sra. Susín Gabarre, del G.P. Popular.
	 38. Pregunta núm. 218/23, relativa a la modificación del artículo 
56.3 del DL 1/2016, de 12 de julio, por el que se aprueba el Texto 
refundido de la Ley de Turismo de Aragón, formulada al Consejero de 
Industria, Competitividad y Desarrollo Empresarial por la Diputada Sra. 
Bernués Oliván, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía (Cs).
	 39. Pregunta núm. 216/23, relativa a la saturación de los servicios 
de urgencias hospitalarias, formulada a la Consejera de Sanidad por la 
Diputada Sra. Gaspar Martínez, del G.P. Ciudadanos-Partido de la Ciu-
dadanía (Cs).


	1. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS
	1.1. PROYECTOS DE LEY
	1.1.2. EN TRAMITACIÓN


	Proyecto de Ley del Tercer Sector de Acción Social en Aragón.
	1.2. PROPOSICIONES DE LEY
	1.2.2. EN TRAMITACIÓN


	Proposición de Ley por la que se modifica el Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de tributos cedidos
	1.4. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS ESPECIALES
	1.4.1. LECTURA ÚNICA
	1.4.1.1. APROBADOS



	Aprobación del Proyecto de Ley de modificación del Libro tercero del Código del Derecho Foral de Aragón, relativo a las sucesiones por causa de muerte.
	1.4.6. DECRETOS LEYES

	Decreto Ley 1/2023, de 20 de marzo, del Gobierno de Aragón, de medidas urgentes para el impulso de la transición energética y el consumo de cercanía en Aragón. 
	3. PROCEDIMIENTOS DE CONTROL E IMPULSO
	3.1. PROPOSICIONES NO DE LEY
	3.1.2. EN TRAMITACIÓN
	3.1.2.1. EN PLENO




	Proposición no de Ley núm. 64/23, sobre las instalaciones de parques de renovables en Aragón.
	3.4. PREGUNTAS
	3.4.2. PARA RESPUESTA ESCRITA
	3.4.2.1. PREGUNTAS FORMULADAS



	Pregunta núm. 241/23, relativa al presupuesto para el operativo de prevención y extinción de incendios forestales.
	3.4.2.2. RESPUESTAS

	Respuesta escrita de la Consejera de Sanidad a la Pregunta núm. 141/23, relativa a la motivación del Gobierno de Aragón para impugnar el convenio del transporte sanitario (BOCA 271, de 15 de febrero de 2023).
	Respuesta escrita conjunta del Consejero de Educación, Cultura y Deporte a las Preguntas núms. 164/23, 165/23, 166/23, 167/23, 168/23 y 169/23, relativas al centro educativo Zaragoza Sur, (BOCA 277, de 28 de febrero de 2023).
	Respuesta escrita conjunta del Consejero de Educación, Cultura y Deporte a las Preguntas núms. 171/23, 172/23, 173/23, 174/23 y 175/23, relativas a centros educativos en el barrio de Parque Venecia (BOCA 277, de 28 de febrero de 2023).
	7. ACTAS
	7.1. DE PLENO


	Acta de la sesión plenaria celebrada por las Cortes de Aragón los días 23 y 24 de marzo de 2023. 

